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Presentación

La Fundación Arias para la Paz y el Progreso Humano es una or-
ganización no gubernamental sin fines de lucro.   Fue creada en 
1988 por el presidente Oscar Arias Sánchez, Premio Nobel de la Paz 
1987, con los recursos económicos provenientes de dicho galardón 
como capital inicial. Desde su nacimiento, la Fundación lucha por 
promover sociedades más justas, pacíficas y equitativas en América 
Central y el resto del mundo. Se dedica a promover la democracia, 
la igualdad de género, el desarme y la desmilitarización. 

En esta misión, una de las áreas más importantes de enfoque de la 
Fundación Arias es la educación para la paz y la prevención de la 
violencia. Ha desarrollado más de 400 programas y proyectos, nu-
merosos foros nacionales y regionales y publicado 220 documentos 
sobre estos temas.

Ha sido responsable de impulsar la abolición del ejército en Panamá 
y en Haití, decisiones que han contribuido a la transformación de 
esos países. Ha impulsado en los países centroamericanos la pro-
mulgación de leyes a favor de los derechos políticos y patrimoniales 
de las mujeres y es autora del primer borrador del Tratado sobre el 
Comercio de Armas (recientemente aprobado por Naciones Unidas) 
y que entró en vigencia en diciembre de 2014 con la ratificación de 
cincuenta países. Actualmente ejecuta varios proyectos relacionados 
con seguridad, desarme, democracia y poblaciones vulnerables.

La Fundación Arias tiene un claro compromiso con el medio am-
biente y, para compensar la huella de carbono que pueda derivar de 
sus actividades, dedica a la conservación de cuencas hidrográficas 
por medio de una propiedad de 62 900 metros cuadrados de bosque 
primario.

La Fundación Arias cuenta con 30 años de experiencia en el de-
sarrollo de proyectos y metodologías dinámicas, en el abordaje de 
temáticas relevantes a nivel nacional y de la región, en pro de la 
construcción de sociedades más justas y pacíficas.

Durante la última década, Costa Rica ha sido víctima de un crecien-
te nivel de inseguridad y se ha sumado a la tendencia internacional 
del populismo punitivo, que trata de resolver la inseguridad a partir 
de mayor presencia judicial y policial. 

En el marco de los proyectos: “Mejoras al acceso a los derechos huma-
nos de las mujeres jóvenes y adultas privadas de libertad por delitos re-



lacionados con el tráfico de drogas y sus círculos sociales más cercanos” 
apoyado por la Unión Europea, y el proyecto: “Promover y proteger 
los derechos humanos de las personas en conflicto con la ley a través 
del fortalecimiento de sus capacidades y de las instituciones sociales 
para facilitar su reinserción a la sociedad”, apoyado por la Emba-
jada Británica en San José, Costa Rica; la Fundación ha elaborado 
la colección que presentamos al lector, con base en los resultados 
de estos trabajos.  Esta serie de publicaciones aborda la situación 
sectores de la población en condiciones de vulnerabilidad en pri-
vación de libertad. Entre esos grupos hemos identificado: a las mu-
jeres, madres adolescentes, jóvenes, extranjeros, adultos mayores, 
comunidad LGBTI, personas con discapacidad, afrodescendientes y 
población indígena.  Dicha vulnerabilidad deviene de la conjunción 
de una serie de factores, siendo la pobreza el factor común pero 
potenciada por el género, la edad, la procedencia étnica o cultural y 
las condiciones de discapacidad.

Las publicaciones que presentamos en esta colección tienen como 
eje transversal un enfoque de derechos humanos, la igualdad de 
género y el respeto de los derechos de las personas privadas de li-
bertad, partiendo de la premisa de que muchas de estas personas 
son víctimas de la violencia estructural y han sido marginadas por 
el sistema con el agravante de que no hay garantía, de que puedan 
reinsertarse a la sociedad con posterioridad al cumplimiento de su 
pena. 

Ponemos a su disposición los siguientes documentos: 

1.	 Poblaciones en condición de vulnerabilidad y en conflicto con la 
ley. 

2.	 Las Conserjes del cartel: Mujeres en conflicto con la ley.

3.	 Vulnerables e invisibles: La situación de las poblaciones vulne-
rables privadas de libertad en Costa Rica 2016-2017.

4.	 Manual de acceso a Derechos Humanos y guía de atención 
institucional para mujeres privadas de libertad. 

5.	 Embarazo, Adolescente, Vulnerabilidad y Pobreza: Un abor-
daje desde la estimulación temprana a través de la música.

Queremos agradecer a todas las personas e instituciones que hicie-
ron posible este esfuerzo, empezando por nuestras contrapartes, El 
Programa Mujer, Justicia y Género del Instituto Latinoamericano de 
Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento del 



Delincuente (ILANUD), la Fundación Justicia y Género, y a nuestros 
donantes: La Unión Europea y la Embajada Británica en San José, 
Costa Rica.

También debemos destacar la colaboración de los funcionarios pú-
blicos: Luis Mariano Barrantes Director de Adaptación Social; Isabel 
Gámez Directoral del Programa Nacional de atención a la Mujer; 
Antonio Barrantes Director del CAI Vilma Curling y Kennly Garza 
Subdirectora del CAI Vilma Curling; Juan Carlos Morales de la Uni-
dad de Capacitación de la Defensa Pública de Costa Rica; y Kattia Es-
calante Barboza Subdirectora de la Escuela Judicial; Pablo Bertozzi 
Calvo, Director de la Policía Penitenciaria; Marysia Grijalba Murillo, 
Psicóloga de la Policía Penitenciaria; Kattia Góngora Meza, Directora 
del Centro de Formación Juvenil Zurquí; Ana Patricia López Barque-
ro, Directora del CAI Ofelia Vincenzi; Heriberto Álvarez, Director del 
CAI Gerardo Rodríguez; Ricardo Calvo, Director del CAI Cartago; José 
Pablo Rodríguez, Dirección de Protección Especial de la Defensoría de 
los Habitantes; Yorleny Araya Artavia, Socióloga del Ministerio de Jus-
ticia y Paz y Javier Carvajal, Director del CAI Adulto Mayor.

Igualmente agradecemos la colaboración y apoyo conjunto a lo lar-
go del desarrollo de las investigaciones de instituciones tanto pú-
blicas como privadas, en las que se destacan: Instituto Nacional de 
Criminología; Dirección General de Adaptación Social, Defensa Pú-
blica de Costa Rica; Defensoría de los Habitantes; Observatorio de 
la Violencia del Ministerio de Justicia, Instituto Nacional de Apren-
dizaje (INA) sedes Cartago, Ciudad Quesada, Liberia, Limón, Na-
ranjo y Puntarenas; Universidad Nacional de Costa Rica (UNA) sede 
Región Brunca; Universidad Técnica Nacional (UTN) sede central; 
Universidad Autónoma de Centro América (UACA) sede Guápiles.

Así mismo, agradecemos la colaboración y apoyo en cuanto a la 
iniciativa Clave de Paz a las instituciones donde se llevó a cabo el 
trabajo con madre adolescentes y madres privadas de libertad, entre 
las que se encuentran: Casita San José, La Posada de Belén, Casa 
Luz, La Municipalidad de Paraíso, el Módulo Materno Infantil del 
CAI Vilma Curling Rivera, de igual manera agradecemos al Patrona-
to Nacional de la Infancia y al SINEM.

A todos ustedes nuestro mayor reconocimiento y gratitud.

Lina Barrantes Castegnaro 
Directora Ejecutiva
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Introducción

Los hallazgos de las investigaciones que se presentan a lo largo de 
esta compilación se fundamentan en la necesidad de conocer cuáles 
son las circunstancias de acceso a la información y a los derechos 
humanos de las poblaciones vulnerables que se encuentran en con-
dición de privación de libertad en Costa Rica.

Las investigaciones realizadas tienen como finalidad estudiar el ac-
ceso a los servicios públicos de la población privada de libertad con 
un énfasis particular en las mujeres en situación de conflicto con la 
ley y con el objetivo principal de mejorar el acceso a los derechos 
humanos de este grupo vulnerable inmerso en los delitos relaciona-
dos con el tráfico de drogas.

Las mujeres destacan por su vulnerabilidad, la cual se profundiza 
cuando se encuentran en conflicto con la ley, sin embargo, en las 
políticas públicas no se ubican acciones específicas que beneficien a 
esta población en la lucha contra la pobreza y en la reducción de sus 
condiciones de vulnerabilidad.

Un impulsor del desarrollo de este proyecto fue la clara condición de 
múltiple vulnerabilidad de las mujeres y jóvenes privadas de liber-
tad en Costa Rica y de sus círculos sociales más cercanos, es decir, 
sus hijas e hijos; así como personas a quienes cuidan como: adultas 
mayores o   con capacidades diferentes. 

La aplicación de un enfoque de género en el presente proyecto supo-
ne visibilizar las condiciones del ejercicio de los derechos humanos 
de las mujeres y las jóvenes privadas de libertad, antes, durante 
y después de su encarcelamiento para prevenir la reincidencia 
y promover su inclusión social. Asimismo, apoya iniciativas que 
contribuyen a la lucha contra la discriminación y la violencia hacia 
las mujeres y sus familiares y personas dependientes más cercanas, 
y a la vez promueve acciones para su empoderamiento.

Se tiene certeza de que un 70% de las mujeres privadas de libertad, 
son jefas de hogar, y han experimentado diversos tipos de violencia, 
tienen baja escolaridad y se encuentran en esa situación por infrac-
ción de la Ley de Psicotrópicos, lo que las convierte en un blanco 
fácil de las organizaciones criminales quienes les brindan oportu-
nidades de acceso a los bienes y servicios que por sus condiciones 
particulares no han podido obtener de otra forma.
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El eje de la investigación se basa en la búsqueda del empoderamien-
to para el ejercicio pleno de los derechos humanos desde un enfoque 
múltiple e integrador, pues tiene como aspecto central la igualdad 
de género y el respeto de los derechos de las personas en conflicto 
con la ley, así como de las personas menores de edad que residen 
en el centro penitenciario con sus madres; este esfuerzo también 
plantea el abordaje de otras poblaciones en condición de vulnerabi-
lidad. Se toman en cuenta las diversas dimensiones de marginación 
donde, además de las mujeres, se ubican las personas jóvenes, la 
población indígena, las personas con discapacidad, entre otras, cuyo 
factor común es la situación de conflicto con la ley. Estos grupos 
de población vulnerable son el resultado de patrones de violencia 
estructural que potencian la discriminación, a partir de estereotipos 
y prejuicios, y promueven la violación de los Derechos Humanos de 
los grupos que son considerado diferentes1.

Al respecto, es trascendental comprender que el Derecho Internacio-
nal de los Derechos Humanos, ocupa un lugar privilegiado dentro 
de nuestro ordenamiento jurídico y que estos derechos no solamen-
te complementan y sirven como criterios interpretativos, sino que 
también tienen un valor similar al de nuestra propia Constitución 
Política, y que en la medida en que se otorguen mayores derechos 
y garantías éstos tienen un valor superior a la Constitución, son su-
pra-constitucionales.

Para los efectos de estas investigaciones, se deberá entender que el 
concepto de vulnerabilidad como “las características de una persona 
o grupo y su situación que influencian su capacidad de anticipar, 
lidiar, resistir y recuperarse del impacto de una amenaza” y se cen-
tró en comprender la situación de las personas privadas de libertad 
concernientes a los siguientes grupos de poblaciones vulnerables: 
mujeres, personas LGBTI, extranjeros, adolescentes, personas con 
capacidades especiales, afrodescendientes, mujeres, indígenas y 
adultos mayores.

La justificación de la presente investigación se enmarca dentro del 
contexto costarricense ya que, durante la última década, la pobla-
ción ha manifestado un mayor sentimiento de inseguridad. En razón 
de lo anterior es que los diversos gobiernos han traducido estos re-
clamos en medidas orientadas hacia la represión de las personas que 

1	  El presente proyecto buscará mejorar las condiciones de vida de grupos vulnerables desde 
el punto de vista de la interseccionalidad, es decir, entendiendo los procesos complejos 
que derivan de la interacción de factores sociales, económicos, políticos, culturales y sim-
bólicos en cada contexto (Crenshaw 1989).
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cometen delitos con un aumento de penas y criminalizando otros 
tipos de conductas, correspondiendo al denominado “populismo 
punitivo”. En otras palabras, la población reclama “[…] el endureci-
miento del sistema penal y el abandono de las garantías, el aumento 
de la cantidad de privados de libertad, ya sea como condenados o en 
prisión preventiva, como forma para disminuir la criminalidad” (Llo-
bet, 2016).

Pese a que los hechos demuestran que las mejores soluciones se 
acompañan de acciones de carácter preventivo, las políticas de “cero 
tolerancia” que surgen como una manifestación de mayores medi-
das de represión se reflejan en acciones estructurales como: mayor 
presencia policial en las calles, ampliación de las facultades policia-
les, nuevas tipificaciones penales, aumento de penas privativas de 
libertad, reducción penal de la edad para juzgar personas menores 
de edad, mayores restricciones penitenciarias, legislación de emer-
gencia para hacer frente a las amenazas de la delincuencia; es decir, 
medidas de acción inmediata (Vargas, 2011).

Esta “lucha contra la delincuencia” ha generado dos polos opuestos: 
i) quienes promueven medidas que garantizan y protegen los dere-
chos de los ciudadanos mediante la promoción del fortalecimiento 
del sistema democrático, el cual debería generar acciones eficaces 
y legítimas para hacer frente al problema y; ii) quienes, por el con-
trario, señalan que la impunidad del delito es alentada por el exceso 
de garantías para los delincuentes y una consecuente desprotección 
de las víctimas.

Esto generó fuertes efectos en el sistema penitenciario costarricense 
que ha producido una grave problemática de hacinamiento carcela-
rio, y  puso al  país en la mira de organismos internacionales como 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 2016) o 
el mismo Mecanismo Nacional de Prevención contra la Tortura el 
cual señala que es: “necesario indicar que las personas privadas de li-
bertad tienen derecho a ser tratadas dignamente, y dado que el Estado 
es responsable por las instalaciones de detención y tiene pleno control 
sobre los detenidos, consecuentemente éste tiene el deber de garantizar 
que las condiciones de detención sean acordes con la dignidad personal 
de los detenidos. El hacinamiento, la falta de ventilación y de luz na-
tural o artificial, las condiciones de descanso inadecuadas, condiciones 
sanitarias deficientes, se constituyen en violatorias del derecho a la 
integridad personal” (Alvarado, 2015).
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Por ejemplo, la Defensoría de los Habitantes indicó, durante el año 
2015, que el índice de sobrepoblación carcelaria alcanzó la tasa más 
alta al valorarse en 54%, esto significa que había un total de 4793 
personas encarceladas, por encima de la capacidad de los centros 
penitenciarios en el país, con los mayores problemas localizados 
en los centros de San Carlos, Alajuela, San José, Cartago, Pococí y 
Pérez Zeledón. Y además se estimaba que existía una tasa de 370 
personas presas por cada 100 mil habitantes, es decir que estaba en 
el cuarto lugar a nivel latinoamericano (Alvarado, 2015).

En el 2007 el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas 
recomendó “la adopción de medidas para poner fin al hacinamiento 
en las cárceles y garantizar el cumplimiento de los requisitos esta-
blecidos en el artículo 10° del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos [… así como el] debe[r] tomar en consideración las 
Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (Ulloa y Araya, 
2016, p. 10).

Posteriormente durante marzo de 2016, el mismo Comité reiteró su 
preocupación por la persistencia de altos niveles de hacinamiento 
y las malas condiciones imperantes en las prisiones, especialmente 
en el Centro de Atención Institucional (CAI) La Reforma, hoy CAI 
Jorge Arturo Montero Castro. Y, una vez más, recomendó al Esta-
do la adopción de “medidas eficaces para mejorar las condiciones 
materiales de los centros penitenciarios, reducir el hacinamiento 
existente y responder debidamente a las necesidades fundamenta-
les de todas las personas privadas de libertad, en particular, el uso 
de medidas alternativas a la privación de libertad (Ulloa y Araya, 
2016, p. 10).

Por su parte, el Comité contra la Tortura de Naciones Unidas en 
el año 2001 “señaló su preocupación por la sobrepoblación peni-
tenciaria, causada por una inadecuada inversión en infraestructura 
penitenciaria y por el uso de la privación de libertad y penas más 
duraderas, como respuesta prácticamente exclusiva al aumento de 
la delincuencia”. En el año 2008 “resaltó el intento del país para 
mejorar la situación”. Sin embargo, lamentó una serie de condicio-
nes en las que se lleva a cabo la privación de libertad, tales como: la 
falta de presupuesto suficiente de la Dirección General Adaptación 
Social que genera problemas para el equipamiento; la asignación 
del personal técnico administrativo y los requerimientos del perso-
nal de vigilancia; el régimen de 23 horas de encierro y una hora de 
sol; las condiciones generales de acceso a la salud por parte de los 
detenidos; entre otras” (Ulloa y Araya, 2016, p. 11).
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Dentro del marco del sistema interamericano de protección de de-
rechos humanos, en agosto de 2014, el Centro por la Justicia y el 
Derecho Internacional solicitó al Relator sobre los Derechos de la 
Personas Privadas de Libertad que visitara las cárceles de Costa Rica 
“con el objetivo de que revisara las condiciones en las que se en-
cuentran los centros carcelarios del país”. Asimismo, denunció que, 
en ese momento, “las cárceles de Costa Rica vivían una situación de 
hacinamiento, que creció cinco veces desde el año 2008 cuando la 
legislación nacional aumentó las penas máximas para los sentencia-
dos” (AFP, 2014).

En relación con esto, la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos (CIDH) emitió el Informe del ahora caso contencioso ante la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos: Fondo No. 33/14 del 
Caso Manfred Amrhein y otros Vs. Costa Rica. En el que parte de los 
alegatos refieren a una presunta vulneración del derecho a la inte-
gridad personal derivadas de las malas condiciones de detención en 
el centro penitenciario donde se encuentran recluidas las presuntas 
víctimas; alegaron, además, las condiciones de hacinamiento, las 
cuales consideraron incompatibles a la dignidad humana (Ulloa y 
Araya, 2016).

Dichas recomendaciones demuestran que Costa Rica estaba fallando 
en el cumplimiento de sus obligaciones de respetar, realizar y prote-
ger las obligaciones establecidas en materia de derechos humanos, 
particularmente, respecto de los derechos de las personas privadas 
de libertad. Esas obligaciones también se encuentran reflejadas en 
nuestro ordenamiento jurídico interno, especialmente a nivel consti-
tucional y así desarrollado por la propia Sala Constitucional.

Las múltiples formas de vulnerabilidad y la violencia pluridimensio-
nal que enfrentan las personas en custodia estimularon la creación 
del proyecto Poblaciones vulnerables en conflicto con la ley. Estos 
desafíos en el respeto y garantía hacia estas poblaciones revelan 
las serias deficiencias estructurales que afectan sus derechos funda-
mentales e impiden el cumplimiento que establece la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos con respecto a la reinserción 
social de los condenados (OEA, 1969).

Fernanda Mora 

Oficial de Programas
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I. La relación entre el derecho 
a la igualdad y la dignidad humana

El presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor, indica:

“El artículo 1º de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos es la piedra angular sobre la cual descansa el 
sistema de derechos y libertades de dicho instrumento 
y, en gran medida, el Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos. La obligación de 
los Estados Parte del Pacto de San José de «respetar» 
los derechos y libertades ahí contenidos y «garantizar» 
su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción «sin discriminación alguna», permea 
en el objeto y fin del tratado y, consecuentemente, en 
el entendimiento que deben tener todos los operadores 
jurídicos (nacionales e internacionales) para lograr la 
plena efectividad de los derechos y libertades que contie-
ne […] Así, este dispositivo no constituye una “norma 
programática” como algunos consideran. La Convención 
Americana tiene aplicación directa en todos sus preceptos 
cuando un Estado americano la ha firmado, ratificado o 
se ha adherido” (Ferrer y Pelayo, 2012).

En lo que se refiere a la relación existente entre igualdad y dignidad, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión Con-
sultiva sobre la Propuesta de modificación a la Constitución Política de 
Costa Rica Relacionada con la Naturalización (OC-4/ 84) indicó que: 
“la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de 
naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esen-
cial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación 
que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a 
tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, 
lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce 
de derechos que si se reconocen a quienes no se consideran incursos 
en tal situación de inferioridad” (Corte Interamericanade Derechos 
Humanos, 1984).

Lo anterior explica algunos de los factores que influyen en el cumpli-
miento o incumplimiento del respeto al principio de no discrimina-
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ción orientada hacia una perspectiva de justicia social. Esto expone, 
así mismo, la relación directa existente entre el concepto de vulnera-
bilidad y el binomio igualdad-desigualdad. Cabe recordar que dicho 
principio “no hace hincapié en la diversidad sino en los atributos 
que comparten los seres humanos y la naturaleza intrínseca de los 
mismos” (Shelton, 2017).

Además de relacionarse estrechamente con la dignidad humana, el 
principio de no discriminación se encuentra contenido en diversos 
instrumentos jurídicos, tanto a nivel internacional como nacional. 
Pese a que su definición no ha sido unificada, es una herramienta 
que ofrece soluciones útiles al analizarlo para su posterior aplica-
ción en los casos de estudio concretos y constituye uno de los prin-
cipales pilares del derecho internacional de los derechos humanos.

Por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
establece que “en virtud del artículo 262 todas las personas no so-
lamente son iguales ante la ley y tienen derecho a igual protección 
de la ley, sino que también se prohíbe cualquier discriminación en 
virtud de la ley y garantiza a todas las personas protección igual y 
efectiva contra cualquier discriminación”.

Esto significa que “la igualdad ante la ley y la igual protección de la 
ley están garantizadas en sí mismas y no meramente en el contexto 
de una amenaza hacia otro derecho o libertad sustantivo” (Bayefsky, 
1990).

Lo anterior también ha sido señalado por el Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas en la interpretación del artículo 26 de 
dicho Pacto que se realizó en la Observación General N°18 en la que 
reafirmó, respecto a la no discriminación, que dicho artículo:

“[…] establece en sí un derecho autónomo. Prohíbe 
la discriminación de hecho o de derecho en cualquier 
esfera sujeta a la normativa y la protección de las auto-
ridades públicas. Por lo tanto, el artículo 26 se refiere a 
las obligaciones que se imponen a los Estados Partes en 

2	  El artículo 26 establece: “Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 
discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discri-
minación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social”. 
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lo que respecta a sus leyes y la aplicación de sus leyes. 
Por consiguiente, al aprobar una ley, un Estado Parte 
debe velar porque se cumpla el requisito establecido 
en el artículo 26 de que el contenido de dicha ley no 
sea discriminatorio” (University of Minnesota, 1994).

En este sentido debe comprenderse que los instrumentos en materia 
de derecho internacional de los derechos humanos sirven como va-
liosas herramientas a la hora de determinar la validez de las actua-
ciones de los poderes públicos y que a su vez recaen en las acciones 
u omisiones de los funcionarios públicos y los ciudadanos.

Respecto a las personas privadas de libertad

Gracias a este contexto, en la sociedad costarricense existe un am-
plio debate sobre el encarcelamiento y los derechos humanos, par-
ticularmente en poblaciones que viven en situaciones de vulnerabi-
lidad; es decir, situaciones producto de la desigualdad a razón de 
cultura, género, orientación sexual o identidad de género o etaria. 
Simultáneamente estas condiciones posicionan a esta población en 
situaciones de múltiple riesgo y con acceso limitado al disfrute de 
los derechos que posee toda persona privada de libertad.

El respeto a los derechos de las personas privadas de libertad se 
constituye como uno de los principales desafíos para Costa Rica; 
un asunto complejo que ha requerido del diseño e implementación 
de reformas de políticas públicas a mediano y largo plazo. Además, 
la adopción de medidas inmediatas, necesarias para hacer frente a 
situaciones actuales y urgentes que afectan gravemente derechos 
humanos fundamentales de la población reclusa.

En ese sentido, desde mayo del 2012 se ha impulsado un programa 
de Justicia Restaurativa por parte del Poder Judicial de Costa Rica 
con el fin de desarrollar un instrumento que contribuya a la paz 
social y una herramienta que genere un cambio en la manera de 
resolver los conflictos penales, en el marco de la humanización de 
los procesos (Poder Judicial, s.f).

El Poder Judicial considera que el delito va más allá de la constata-
ción del quebranto a la legalidad, es un acto que causa daño a las 
personas y a la comunidad. El daño debe ser reparado mediante un 
proceso de colaboración, comunicativo y pro-activo, donde las per-
sonas actoras centrales son: las víctimas, la persona imputada y la 
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comunidad. El Programa de Justicia Restaurativa tiene un alto con-
tenido social y comunitario, acorde con las ideas de la democracia 
participativa. El Estado, la comunidad y las partes son incentivados 
a participar y ser parte de la solución del conflicto penal y social 
(Poder Judicial, s.f).

Lo anterior es posible mediante la articulación de instituciones que 
conforman la red de apoyo interinstitucional, permitiendo que la 
persona imputada se resocialice y reintegre a la sociedad, mientras 
se logra la reparación del daño a la víctima, lo que contribuye a 
aminorar las consecuencias del delito y del proceso judicial, fomen-
tando la paz social (Poder Judicial, s.f).

Paralelamente al impulso de la justicia restaurativa, el 23 de setiem-
bre de 2013, se estableció una reforma a la ley de psicotrópicos que 
redujo la pena de cárcel a mujeres en condición de pobreza o con 
hijos menores que fueron sentenciadas por introducir drogas a los 
centros penales3 (Arguedas, 2014).

Aplicando un enfoque de género, la reforma añadió el artículo 77 
bis, el cual establece que la pena será de 3 a 8 años (y no de 8 a 20 
años) si las mujeres son jefas de hogar en condición de vulnerabili-
dad o pobreza, y que tenga bajo su cargo personas menores de edad, 
adultas mayores o personas con cualquier tipo de discapacidad que 
ameriten la dependencia de la persona que la tiene a su cargo.

En forma complementaria y con base en estudios se puede compro-
bar que las situaciones socioeconómicas de la población en conflicto 
con la ley, no son alentadoras. Según la Unidad de Información y 
Estadística del Instituto Costarricense sobre Drogas – ICD en su in-
forme del año 2014, cinco de cada 10 reclusas de la cárcel el Buen 
Pastor tienen hijos menores de edad. El informe analizó a 575 pre-
sidiarias y determinó que el 87% está en edad activa y reproductiva 
(entre 18 y 49 años); un 90% de ellas ya son madres (Delgado, 
2014).

Igualmente, el estudio estableció que la principal causa por la que 
están presas es delitos contra la Ley de Psicotrópicos (57%), seguida 
por delitos contra la propiedad (27%) y contra la vida (9%). Un 

3	  La reforma del artículo 77 bis de la Ley de Psicotrópicos también incluye otras condicio-
nes de vulnerabilidad como responsabilidad de cuido de personas menores de edad, adul-
tas mayores o personas con cualquier tipo de discapacidad que amerite la dependencia de 
la persona.
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76% purga condenas entre uno y nueve años, aunque la estancia 
promedio es de 2 años y medio (Delgado, 2014).

Adicionalmente, el estudio ilustra una situación social más drásti-
ca: la mayoría (91%) cuenta con un nivel educativo de secundaria 
incompleta o menos y, antes de ingresar al centro penitenciario, el 
73% de ellas se dedicaba a labores de limpieza, trabajos domésticos, 
comercio, al estudio o no tenían oficio conocido. Un 62% ganaba 
menos de ¢300.000 mensuales (Delgado, 2014).

Si bien, es un hecho cierto que la modificación de la ley de Psicotró-
picos, le ha devuelto la libertad a este grupo vulnerable, no así la 
posibilidad de superarse: un estudio elaborado por estudiantes de 
Psicología Laboral de la Universidad Nacional – UNA (2014) conclu-
ye que el paso por la cárcel las estigmatiza y les dificulta el conse-
guir un trabajo estable (Arguedas, 2014).

Las violaciones del derecho a la integridad personal de las personas 
privadas de libertad se traducen en una creciente violencia carcela-
ria. Las deficiencias estructurales estuvieron afectando gravemente 
la integridad y la dignidad humana, generando una violencia plu-
ridimensional manifiesta de cuatro formas: la ejercida por el propio 
Sistema de Justicia Penal (retardo procesal, ausencia de los defenso-
res públicos, falta de higiene y atención médica); la ejercida por el 
personal penitenciario (malos tratos a las/los reclusos); la ejercida 
por los internos entre sí (pagos por protección, reducción a la condi-
ción de esclavitud, chantajes, extorsiones y otros delitos cometidos 
por internos contra otros: lesiones, hurtos, atracos y violaciones) 
y la ejercida por los reclusos en contra de la autoridad (resistencia a 
órdenes y requisas, motines e intentos de fuga) (Rodríguez, 2015).

La desatención de los problemas que enfrenta el sistema carcelario 
fue y ha sido una constante y ha sido ignorada por los sucesivos 
gobiernos en las últimas décadas. Como lo refleja el artículo del 
periódico La Nación el 18 de febrero de 2008, denominado: Plagas 
de ratas y cucarachas, edificios y sanitarios en mal Estado: Cárceles se 
deteriorar por abandono estatal:

“…Paredes con huecos, instalaciones eléctricas abando-
nadas, tanques sépticos en mal estado, colmados de ratas 
y cucarachas. El escenario es el mismo en varias cárceles 
del país. Desde el 2005, el Ministerio de Salud ha girado 
órdenes sanitarias para reparar estructuras en las cárce-
les de la Reforma, en San Rafael de Alajuela, Sandoval, 
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en Limón, y el Buen Pastor en Desamparados, incluso 
los reos han interpuesto recursos de amparo por proble-
mas de hacinamiento, escasez de agua potable y plagas” 
(Loaiza, 2008).

La falta de políticas públicas de protección y de acceso a servicios 
sociales, reforzaron la situación de vulnerabilidad de la población 
en conflicto con la ley, quienes simultáneamente están expuestos a 
violaciones de derechos humanos. Por lo tanto, el ejercicio del poder 
de custodia lleva consigo la responsabilidad especial de asegurar 
que la privación de la libertad sirva a su propósito y que no conduz-
ca a la violación de otros derechos básicos. Es importante considerar 
que la privación de libertad es la pena en sí misma; por lo tanto, las 
personas en conflicto con la ley deben gozar de los demás derechos 
fundamentales y el sistema deber garantizar, que en forma posterior 
al cumplimiento de la pena, se coadyuve a promover y garantizar la 
reinserción social de las personas.

Actualmente, el Estado costarricense de la mano de una decidida 
voluntad política, ha realizado un esfuerzo importante para mejorar 
las condiciones de vida de la población privada de libertad, y es por 
este motivo que, en cumplimiento con estos deberes de protección, 
garantía y respeto por los mismos y bajo el liderazgo del Ministerio 
de Justicia, se han logrado considerables mejoras la situación de 
esta población, además, aporta al cumplimiento de las obligaciones 
internacionales estatales.

En ese sentido, la CIDH “destacó con satisfacción las medidas im-
pulsadas recientemente por el Ministerio de Justicia, al constituir 
prácticas ejemplares para la región que garantizan los derechos 
humanos de las personas privadas de libertad [… y] reconoció la 
importancia de la reducción del uso de regímenes cerrados, humani-
zación de los centros penales, y creación de la oficina de reinserción 
postpenitenciaria”. No obstante, “manifestó su preocupación por los 
procesos disciplinarios que se abren contra autoridades judiciales 
que determinan la aplicación de las medidas alternativas -preocupa-
ción compartida por el representante regional de la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
quien acompañó la audiencia” (CIDH, 2017).
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II. Las poblaciones vulnerables 
y el derecho a la igualdad: 

el principio de no discriminación.

Los hallazgos de las investigaciones que se presentan a lo largo de 
esta compilación se fundamentan en la necesidad de conocer cuáles 
son las condiciones de acceso a la información y acceso a derechos 
humanos de las poblaciones vulnerables que se encuentran en con-
dición de privación de libertad en Costa Rica. El estudio se centró 
en comprender la situación de las personas privadas de libertad que 
pertenecen o son percibidos como parte de grupos de poblaciones 
vulnerables como mujeres, personas pertenecientes a la comunidad 
LGBTI, los extranjeros, los adolescentes, personas con capacidades 
especiales, afrodescendientes, indígenas y adultos mayores.

Estos grupos de personas, que para efectos de la investigación han 
sido categorizadas como “pertenecientes a grupos vulnerables”, se 
encuentran inmersos en situaciones de mayor riesgo social si se 
comparan con otros grupos de población que detentan condiciones 
más favorables en diversos ámbitos. Lo anterior responde al con-
texto latinoamericano en el que la desigualdad y la exclusión social 
se encuentran más exacerbados, tanto así que es conocida como 
“la región más desigual del mundo”, de acuerdo con la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL (CEPAL, 2017).

Es importante que al tratar el tema de vulnerabilidades se destaque 
la relación entre vulnerabilidades y concepto de igualdad -principio 
de no discriminación- el cual, a su vez, no se puede separar del 
concepto de dignidad humana. Otro aspecto de gran relevancia se 
halla en que las concepciones sobre igualdades-desigualdades, que 
por lo general, se refieren al acceso o no acceso a medios, ingresos o 
propiedad; optando por una construcción conceptual que pareciera 
referirse a temas meramente económicos.

Sin embargo, es absolutamente necesario que estas nociones se rela-
cionen y se estudien de manera integral de forma tal que se incluya, 
no solamente el contexto económico, sino que responda al contexto 
cultural y social, se tome en cuenta el ejercicio y acceso real a los 
derechos humanos, en armonía con la tan urgida existencia de equi-
dad de género y la implementación de los componentes que confor-
man el concepto de desarrollo humano.



FUNDACIÓN ARIAS PARA LA PAZ Y EL PROGRESO HUMANO24

Dichas concepciones integrales han sido promovidas en su mayor 
expresión por la nueva agenda de desarrollo de Naciones Unidas 
mediante los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS), los cuales 
incluyen entre otros: poner fin a la pobreza, hambre cero, salud y 
bienestar, educación de calidad, igualdad de género, agua limpia y 
saneamiento, energía asequible y no contaminante, trabajo decente 
y crecimiento económico, industria, renovación e infraestructura, 
reducción de las desigualdades así como paz y justica e instituciones 
sólidas (ONU, s.f). 

La importancia de este ejercicio de comprensión de la igualdad-des-
igualdad, vulnerabilidad estructural (como se explicará más ade-
lante) y dignidad humana más allá de la concepción estrictamente 
económica, radica en que el acceso real a estos derechos, facilita o 
imposibilita que los seres humanos nos encontremos con situaciones 
óptimas que permitan, con mayor facilidad, condiciones para desa-
rrollarnos plenamente incluyendo capacidades intelectuales, crea-
tivas y de autodeterminación, como componentes esenciales para 
vivir una vida digna.
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III. Vulnerabilidad y discriminación 
en el contexto social 

Este reflejo constituye uno de los rasgos sociales dominantes en 
América Latina y Costa Rica no está exento a dicha situación: la 
desigualdad social se ha incrementado en los últimos años y las bre-
chas sociales se van ampliando cada vez con mayor visibilidad. Los 
impactos provocados por las formas de producción, las instituciones 
y los valores que han caracterizados por un patrón de desarrollo 
que no contempla el respeto del cumplimiento de los derechos fun-
damentales de la población, lo que ha dejado a los grupos menos 
privilegiados expuestos a mayores riesgos sociales. Esta situación, 
que no ha sido ajena al desarrollo del Estado, viene presionando a 
una mala distribución de la riqueza y la proliferación de la pobreza 
que afecta a los más vulnerables.

Los cambios que se han producido en el entorno, incluyendo la glo-
balización y la implementación de la tecnología han provocado, “un 
cambio tan rápido y de tanta envergadura en la economía y en las 
instituciones, que acentuaron las condiciones de vulnerabilidad de 
las personas y familias de ingresos medios y bajos en las áreas urba-
nas, quienes se encuentran hoy expuestas a mayores riesgos de los 
que existían bajo el patrón de desarrollo” (Pizarro, 2001).

El Banco Mundial y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Dro-
ga y el Delito afirman que las altas tasas de criminalidad y violencia 
en Latinoamérica están carcomiendo el crecimiento y amenazando 
el bienestar humano e impidiendo el desarrollo integral de nuestras 
sociedades.

La desigualdad social constituye un factor importante que contri-
buye a los niveles de violencia cuando el Estado no logra cubrir las 
necesidades básicas de sus ciudadanos, es difícil mantener el control 
y evitar la delincuencia y el crimen organizado toman el control en 
las zonas donde el Estado ha sido incapaz de brindar condiciones de 
vida dignas y acceso a los servicios públicos de calidad a la sociedad, 
particularmente comunidades empobrecidas.
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3.1 	 Violencia desde el Estado 

La violencia estructural es producida, por acción u omisión por parte 
del Estado y se manifiesta sobre los grupos de población vulnerables 
o en desventaja social; conlleva formas sutiles de expresión, que 
a veces pasan desapercibidas. Está directamente vinculada con la 
ausencia de atención de las necesidades humanas básicas. Ese tipo 
de violencia, se materializa desde la institucionalidad del Estado y 
sus decisiones de política pública. Es importante destacar que sobre 
la estructura interactúan otras formas de violencia, entre las más 
importantes, la violencia institucional y cultural, en ocasiones extre-
mas, también aparece la violencia directa. ¿Cuándo es más palpable 
la violencia estructural? Ante situaciones de explotación, discrimi-
nación, marginación o dominación que resultan de las estructuras 
sociales: la legislación, las estructuras económicas, los sistemas po-
líticos, la política educativa y de salud; que determinan el nivel de 
ingresos, educativo, participación y estado de salud.

La violencia institucional es la que emana de las instituciones for-
males del Estado, de sus ordenamientos funcionales, en razón de 
lo cual se encontraría cubierta de un manto de “legitimidad”. Com-
prende aquellas acciones basadas en la aplicación de la fuerza y la 
coerción psicológica, ejercida sobre las personas que se encuentran 
en una posición de vulnerabilidad, frente a otro u otros que ocupan 
una posición relativa de mayor poder, ya sea transitoria o perma-
nente (Izaguirre, 1998).

La violencia institucional no permite ser circunscrita a una actitud o 
conducta especifica; se manifiesta a sí misma derivada de la interre-
lación entre las partes de una estructura de poder. De acuerdo con 
Walkman la violencia institucional se define como:

“El poder de disposición sobre los sujetos y dependien-
tes a quienes se les ha concedido una posición dentro de 
la estructura jerárquica, la cual permite la penalización 
a través de una sanción. El prototipo de violencia ins-
titucional en tiempos modernos es la demanda estatal 
de soberanía y la obediencia que el mismo exige de los 
individuos en sus relaciones con éste” (Briceño, 2007).

Violencia cultural: Se define como cualquier aspecto de una cultura 
susceptible a ser utilizado para legitimar la violencia directa o es-
tructural. Es decir, aquellos aspectos que desde el ámbito simbólico 
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(materializado en la religión e ideología, lengua y arte, ciencias em-
píricas y ciencias formales) puede utilizarse para justificar o legiti-
mar violencia directa o estructural (Galtung, 2003).

La violencia cultural hace que aparezca la violencia directa y la vio-
lencia estructural, e incluso se perciban como cargadas de razón 
(o por lo menos no malas). Es decir, la violencia cultural pone de 
relieve la forma en que se legitima el acto de violencia directa y 
el hecho de la violencia estructural, resultandos aceptables para la 
sociedad (Galtung, 2003). Es decir, la violencia directa es un acon-
tecimiento, la violencia estructural un proceso y la violencia cultural 
una constante.

La religión, la ideología y la lengua son algunos ejemplos de vio-
lencia cultural y en muchas oportunidades son utilizadas para 
legitimar la violencia directa o estructural.

3.2  Poblaciones en condición de vulnerabilidad

La vulnerabilidad conlleva una discusión amplia y compleja, cabe 
destacar la importancia de preguntarse ¿cómo se generan los indica-
dores y umbrales no sólo en su potencial de “identificadores objeti-
vos” de situaciones de vulnerabilidad, sino los parámetros ideológi-
cos, políticos y éticos que lo sustentan (Rivera., 2012) pero, además, 
deberá contemplar la percepción subjetiva de la misma; en el traba-
jo de campo muchas personas en condición de privación de libertad, 
pese a que no definieron el término vulnerabilidad, discriminación 
o exclusión, lograron mediante ejemplos de situaciones que han ex-
perimentado, tanto dentro como fuera de los Centros Penitenciarios, 
construir o describir el contenido de dicho término tal y cómo lo han 
experimentado a lo largo de sus vidas para, posteriormente, traducir 
la información brindada en datos cualitativos,  diferenciados por 
género. Por ejemplo, las vulnerabilidades a las que se encontraron 
expuestas las mujeres al delinquir no responden a las mismas diná-
micas que impulsaron a los hombres, de hecho, el delito de tráfico 
de droga “tiene cara de mujer” como se verá más adelante y, en sí 
mismo, representa un importante sesgo.

A partir de revisar la construcción de propuestas como esta, es in-
teresante observar la importancia de considerar los umbrales entre 
los cuales una situación se percibe como un riesgo o una vulnerabi-
lidad. Es decir, ¿cómo se define hasta qué nivel de acceso a servicios 
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como la educación o al empleo en condiciones dignas es aceptable 
para ponderar a una persona en una situación de riesgo o de vul-
nerabilidad?, ¿cómo se define la calidad y cantidad de información 
sobre riesgos que es adecuado para una población determinada?  

Bajo la perspectiva de este trabajo, se debe entender el concepto de 
vulnerabilidad como “las características de una persona o grupo y su 
situación, que influencian su capacidad de anticipar, lidiar, resistir y 
recuperarse del impacto de una amenaza” (Wisner, 2004, pág. 11).

Estas poblaciones comparten una serie de características generales 
que serán enmarcadas dentro del contexto económico, social y cul-
tural específico y, que a la vez, configuran el fenómeno de la violen-
cia social y estructural. Para comprender estas vulnerabilidades es 
de suma importancia describirlas como parte de los corolarios de la 
violencia estatal; la cual se manifiesta de diferentes formas según se 
explicó arriba bajo el apartado de “violencia estructural”, tomando 
en cuenta factores importantes como son la desigualdad y la exclu-
sión social.

Cabe destacar que la vulnerabilidad o marginalización de determi-
nados grupos sociales, ya sea percibida o real, cambia estando den-
tro del centro penitenciario pues, una persona portadora de VIH, 
por ejemplo, dentro del contexto penitenciario se encuentra en ma-
yor condición de vulnerabilidad que una persona privada de liber-
tad adulta mayor. Así como, en términos generales, una persona 
extranjera que no comprenda español se encuentra en una posición 
más vulnerable que una persona extranjera que sí sea capaz de co-
municarse en el idioma.

Entre las condiciones generadoras de vulnerabilidad podemos indi-
car, sin ánimos de ser exhaustivos,  los siguientes aspectos:



POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y EN CONFLICTO CON LA LEY 29

Factores condicionantes de la vulnerabilidad 
Institucionales:
·     Nivel de presencia del estado y acceso a servicios básicos
·     Niveles de comunicación, dependencia y participación
·     Calidad del espacio geográfico y habitacional
Ambientales y del entorno
·     Calidad del ecosistema y nivel de deterioro
·     Presencia de condiciones de pobreza y/o pobreza extrema
·     Niveles de criminalidad y conflicto
Salud
·     Seguridad alimentaria
·     Facilidades de salubridad
·     Exposición a ambientes insalubres
Educación
·     Índices de escolaridad
·     Participación en la educación formal
·     Niveles de movilidad social
Culturales 
 ·     Situación de discriminación
·      Nivel de inserción social
·      Respeto a sus valores culturales, étnicos

3.3.	 Interseccionalidad o vulnerabilidad estructural

Tomando en consideración las poblaciones identificadas como vul-
nerables, las cuales pueden variar en cada contexto, es importante 
incorporar la noción de vulnerabilidad estructural. La referencia a 
la estructura está directamente vinculada, como se indicó arriba, a 
la institucionalidad del Estado. 

La teoría de la interseccionalidad hace referencia a la vulnerabilidad 
estructural, se refiere a los procesos complejos que derivan de la 
interacción de factores sociales, económicos, políticos, culturales y 
simbólicos en cada contexto (Crenshaw 1989). 

Durante los últimos veinte años, muchas feministas han abrazado 
la perspectiva de la interseccionalidad, centrándose en las múltiples 
dimensiones de la identidad como una categoría central de análisis. 
La interseccionalidad se ha convertido desde entonces en un con-
cepto crucial para examinar las diferentes dimensiones de la vida 
social que resultan distorsionadas cuando se adopta un eje de análi-
sis único (La Barbera 2010b. Obtenido de la Barbera, 2011). 



FUNDACIÓN ARIAS PARA LA PAZ Y EL PROGRESO HUMANO30

Si bien es cierto que todas las mujeres están, en cierto modo, sujetas 
a las cargas de la discriminación de género, también es cierto que 
otros factores relacionados con las identidades sociales de las muje-
res, como la clase, casta, raza, color, etnia, religión, origen nacional 
y orientación sexual4 son “diferencias que marcan la diferencia” en 
la manera en que los diversos grupos de mujeres experimentan la 
discriminación (ONU, 2001). Asimismo, al concebir la raza y la et-
nia, la cultura y la religión, el nivel educativo y ocupacional como 
factores que están siempre interrelacionados con el género, resulta 
no solo absurdo, sino también contraproducente, desconectar las 
distintas formas de discriminación; el abordaje desde la interseccio-
nalidad se profundizado en referencia a la situación de las mujeres; 
no obstante, también sirve para analizar a todos los grupos en con-
dición de vulnerabilidad.

La vulnerabilidad estructural es una de las manifestaciones de la 
violencia estructural, la cual se compone de una serie de elementos; 
se fundamenta en la desigualdad; tiene efecto en la proliferación 
de la pobreza; el incremento de la inequidad y la estratificación de 
la población, la promoción de patrones de exclusión y de segrega-
ción social que se alinean con factores de género, edad o ascenden-
cia racial. Uno de los aspectos más relevantes es que por acción u 
omisión, de forma directa o indirecta, se promueve desde el Estado 
y desde otros ámbitos de la institucionalidad y por eso es que se 
califica como “estructural”, ya sea que se hable de violencia o de 
vulnerabilidad.

Por su parte, la vulnerabilidad estructural corresponde al nivel de 
exposición ante las amenazas y riesgos de diversa índole, general-
mente producto del contexto social. En términos de la vulnerabi-
lidad social, es la situación que enfrentan grupos de la población 
que no disfrutan o no tienen acceso a los elementos mínimos para 
responder a la satisfacción de sus necesidades básicas.

En ese sentido, es relevante reconocer que, efectivamente, existen 
personas que experimentan situaciones de desigualdad, que las mis-
mas persisten y que algunas se magnifican hasta el punto de que 
una persona se encuentre conformando un grupo de personas en 
condición de vulnerabilidad; o que están más propensos a la caren-
cia, y generalmente sufran la violencia estructural. 

4	  Otros factores relacionados con la identidad social de las mujeres que acentúan aún más 
la discriminación de género, está ligado a condiciones de deficiencia física, mental, inte-
lectual y sensorial.
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Por otro lado, la mayor parte de las vulnerabilidades que aquejan a 
estos grupos de población han sido potenciadas desde esquemas de 
violencia estructural que lesionan sus capacidades y condiciones de 
disfrutar sus derechos, lo que se plantea desde un enfoque de exclu-
sión social y mayoritariamente aborda las limitaciones económicas, 
sociales y culturales que niegan acceso a mejores condiciones de 
vida, más de la mano con el planteamiento de violencia estructural.

Entre esos grupos se pueden destacar las mujeres, las personas me-
nores de edad, afrodescendientes, indígenas, personas en condición 
de discapacidad, los grupos pertenecientes a la comunidad LGBTI 
y la población migrante, entre otros. En referencia a los que hemos 
identificado como grupos poblacionales vulnerables desde la pers-
pectiva de género-etaria hay que tomar en consideración que los se-
res humanos viven identidades múltiples paralelas, formadas por la 
concatenación de varios factores, que se derivan de los procesos de 
socialización, relaciones sociales, historia de vida y la forma en que 
su operacionalización se institucionaliza en las estructuras de poder.

Factores como el género, la edad, la etnia, entre muchos otros po-
tencian la vulnerabilidad en el seno de los vulnerables. Es importan-
te destacar que, dado que la vulnerabilidad se refleja de múltiples 
maneras, una misma persona puede ser víctima de diversas situacio-
nes de vulnerabilidad.

Es justamente en referencia a la equidad/inequidad donde la inter-
seccionalidad realiza una labor de clarificación y develación del trato 
diferenciado y discriminatorio frente a lo que podría identificarse 
como sectores privilegiados, que coincide con la denominada “vul-
nerabilidad estructural” que acuña el PNUD en el Informe de Desa-
rrollo Humano 2014 (UNDP, 2014) y que hace referencia a aquellos 
grupos de población que son más vulnerables que otros al interior 
de las sociedades.

Desde la interseccionalidad o vulnerabilidad estructural se revelan 
las variadas identidades, se exponen los diferentes tipos de discri-
minación y desventajas que se profundizan cuando el factor género 
ingresa en la escena.

La violencia estructural converge con concepciones estereotipadas 
que están en la base de todas las formas de discriminación y crean 
y profundizan diferencias al interior de la sociedad. No es de extra-
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ñar que los grupos de población con mayor nivel de vulnerabilidad 
vivan en condiciones de pobreza, y en esos espacios, las mujeres 
son aún más vulnerables; así mismo, tampoco es novedad que la 
mayoría de las personas privadas de libertad comparten como ca-
racterística la pobreza.

Un hombre es vulnerable, pero lo es aún más si es joven; y dicha 
vulnerabilidad crece si es pobre, y se incrementa aún más si es indí-
gena o afrodescendiente. Cada intersección sectorial e identitaria le 
endosa un mayor nivel de vulnerabilidad. Una mujer será siempre 
más vulnerable que un hombre, y cada intersección de su identidad 
incluye también mayores niveles de vulnerabilidad y con ello, el 
riesgo de ser objeto de discriminación y victimización también se 
incrementan. De manera paradójica, para un niño y/o un hombre 
joven pueden reducirse o desaparecen las fuentes de discriminación, 
la vulneración de derechos y la invisibilizarían al convertirse en 
adulto. Para las mujeres esa no es una opción en la sociedad actual. 
Prevalece en ambos casos una asimetría del poder.

Relaciones o 
condiciones de 
inequidad

Menos 
vulnerable

Más vulnerable

Género Hombres

Heterosexua-
les

Mujeres

Comunidad LGTBI

Grupo etáreo Adultos Niñez

Jòvenes

Adultos mayores

Socioeconómicas Capacidad 
económica, 
clase media y 
alta.

Pobreza 
y pobreza  
extrema
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Relaciones o 
condiciones de 
inequidad

Menos 
vulnerable

Más vulnerable

Otras 
necesidades 
básicas 
(educación, 
salud, trabajo)

Con 
estudios

Acceso a 
salud

Trabajo 
estable

Fuera del sistema 
educativo,

Sin acceso a 
atención en salud

Trabajo informal,

Étnicas Afrodescendientes

Indígenas

Otros grupos 

 Otras Personas con discapacidad

Circunstanciales: 
clima, conflictos, 
etc.

Migrantes, refugiados, 
desplazados, etc.

Como se puede observar en el cuadro precedente, hay muchos ele-
mentos que pueden incidir en promover o reducir los niveles de 
vulnerabilidad de una persona o grupo. En referencia a las poblacio-
nes en condición de vulnerabilidad, se reconoce que muchos de los 
aspectos presentes en su vida remiten a una sumatoria de factores 
de mayor nivel de vulnerabilidad. Esta concatenación de factores es 
lo que remite a al vulnerabilidad estructural.

Por ejemplo, una persona migrante es vulnerable al estar fuera de su 
contexto cultural y social primario, si esa persona es indocumentada 
su nivel de vulnerabilidad se incrementa (en comparación a si tu-
viera un status migratorio legal), si además es mujer, y madre y/o si 
está en condición de privación de libertad, sus niveles de fragilidad 
se maximizan.
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A manera de reflexión 

Por último, en aras de comprender cómo se entreteje este vínculo 
entre exclusión y delincuencia en nuestro país, debe recurrirse a 
elementos contextuales y macroeconómicos que han permeado en 
las sociedades latinoamericanas, de los cuales Costa Rica no se en-
cuentra exenta.

Para abatir los altos niveles de vulnerabilidad que caracterizan a 
los países de la región, desde un enfoque de derechos humanos, es 
preciso construir sistemas inclusivos de protección social desde el 
Estado, en cumplimiento de su razón de existir, es decir encontrarse 
al servicio del bienestar de su población y que contemple entre sus 
objetivos:

i)	 Reducir los niveles de desigualdad social y generar condicio-
nes para que todos los sectores de la población participen de 
los beneficios del desarrollo y los servicios de atención en ma-
teria de educación, salud, inserción laboral, que son factores 
promotores de movilidad social y bienestar;

ii)	 la identificación de los obstáculos de acceso a los servicios 
sociales y de promoción para fortalecer las capacidades hu-
manas;

iii)	 el fomentar trabajos en condiciones dignas que premien las 
labores realizadas valorando el capital humano, para lo que 
es indispensable que el Estado implemente políticas públicas 
y fomente en el ámbito laboral situaciones que permitan ele-
var el potencial humano y un desarrollo comunitario, promo-
viendo el respeto por los derechos humanos desde el ámbito 
empresarial y desde los actos púbicos. Lo anterior se basa en 
un modelo de protección social, cuya orientación debería ser 
universal, incluyendo tanto a quienes se encuentran en el 
mercado formal de trabajo como a los que están fuera de él.

Lo anterior, cobra relevancia ya que se implementan soluciones esta-
tales eficaces con una perspectiva más integral, con las personas y la 
inclusión de la población como eje central de sus políticas públicas. 
Esto no implica que se evite la implementación de mecanismos de 
focalización para hacer frente a la escasez de recursos y dar priori-
dad a las personas que se encuentran en situación de mayor pobreza 
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y vulnerabilidad (Cecchini y Martínez, 2011), sino que se trata de 
que el Estado (y sus funcionarios públicos quienes en el ejercicio 
diario de la representación estatal en sus acciones u omisiones) res-
ponda a sus responsabilidades primarias de garantizar los derechos 
económicos, sociales y culturales (DESC) y la desigualdad entre los 
sectores que componen la población. 

Resulta absolutamente necesario que se creen condiciones para los 
ciudadanos que permitan el acceso a los derechos, en particular los 
económicos, sociales y culturales ya que son precisamente los que se 
encuentran mayormente relacionados a dichas condiciones de vul-
nerabilidad cuando su goce y acceso se encuentra limitado.

Es importante desarrollar un proceso de prevención que permita 
reducir la incidencia de los factores de riesgo y con ello la vulnerabi-
lidad de algunos grupos de población, y fortalecer aquellos factores 
que promueven la igualdad y la movilización social. Es fundamental 
promover la prevención de la violencia y del fortalecimiento de la 
paz social, que al mismo tiempo garantiza la estabilidad de la go-
bernabilidad y del régimen democrático respetuoso y garante de los 
derechos de todas las personas que viven en el territorio.  

Se tiene la certeza que la vasta mayoría de personas que se encuen-
tran en privación de libertad no han pertenecido a los estratos más 
privilegiados de la sociedad. Poco a poco se ha intentado generar 
consciencia acerca de esta situación, especialmente a la hora de jus-
tificar implementaciones de mejoras en el acceso a los derechos hu-
manos de estas personas.

Es importante destacar que los medios de comunicación masiva jue-
gan un rol muy importante a la hora de generar y promover prejui-
cios y estereotipos; el sensacionalismo o “amarillismo” a la hora de 
abordar temas de seguridad es un factor determinante y que genera 
una necesidad urgente de fomento de la educación sobre aspectos 
básicos y la educación en temas de derechos humanos y el periodis-
mo ético, informado y responsable.

Por último, resulta indispensable que el Estado costarricense siga 
reconociendo y respetando la importancia de sus obligaciones inter-
nacionales en relación con los mecanismos subsidiarios de protec-
ción de derechos humanos que ofrece la comunidad internacional, 
ya que no solamente funcionan como una herramienta externa que 
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supervisa el accionar de los Estados sino que ofrece una importan-
tísima protección para los ciudadanos que de otra manera estarían 
desamparados ante acciones u omisiones que atenten contra sus 
derechos más básicos y fundamentales. No se debe perder de vista 
tampoco que los primeros llamados a garantizar y proteger estos de-
rechos son los funcionarios públicos que en el ejercicio de la repre-
sentación del Estado sirven como facilitadores u obstaculizadores 
del acceso efectivo a estos derechos.
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IV. Compendio de 
Instrumentos Internacionales

4.1	 Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos

“Reglas de Mandela”

Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en 
Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en 
sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) 
de 13 de mayo de 1977.

Observaciones preliminares

1. El objeto de las reglas siguientes no es de describir en forma de-
tallada un sistema penitenciario modelo, sino únicamente estable-
cer, inspirándose en conceptos generalmente admitidos en nuestro 
tiempo y en los elementos esenciales de los sistemas contemporá-
neos más adecuados, los principios y las reglas de una buena orga-
nización penitenciaria y de la práctica relativa al tratamiento de los 
reclusos.

2. Es evidente que, debido a la gran variedad de condiciones jurídi-
cas, sociales, económicas y geográficas existentes en el mundo, no 
se pueden aplicar indistintamente todas las reglas en todas partes 
y en todo tiempo. Sin embargo, deberán servir para estimular el 
esfuerzo constante por vencer las dificultades prácticas que se opo-
nen a su aplicación, en vista de que representan en su conjunto las 
condiciones mínimas admitidas por las Naciones Unidas.

3. Además, los criterios que se aplican a las materias a que se re-
fieren estas reglas evolucionan constantemente. No tienden a ex-
cluir la posibilidad de experiencias y prácticas, siempre que éstas se 
ajusten a los principios y propósitos que se desprenden del texto de 
las reglas. Con ese espíritu, la administración penitenciaria central 
podrá siempre autorizar cualquier excepción a las reglas.

4. 1) La primera parte de las reglas trata de las concernientes a la 
administración general de los establecimientos penitenciarios y es 
aplicable a todas las categorías de reclusos, criminales o civiles, en 
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prisión preventiva o condenados, incluso a los que sean objeto de 
una medida de seguridad o de una medida de reeducación ordena-
da por el juez. 2) La segunda parte contiene las reglas que no son 
aplicables más que a las categorías de reclusos a que se refiere cada 
sección. Sin embargo, las reglas de la sección A, aplicables a los 
reclusos condenados serán igualmente aplicables a las categorías de 
reclusos a que se refieren las secciones B, C y D, siempre que no sean 
contradictorias con las reglas que las rigen y a condición de que sean 
provechosas para estos reclusos.

5. 1) Estas reglas no están destinadas a determinar la organización 
de los establecimientos para delincuentes juveniles (establecimien-
tos Borstal, instituciones de reeducación, etc.). No obstante, de un 
modo general, cabe considerar que la primera parte de las reglas mí-
nimas es aplicable también a esos establecimientos. 2) La categoría 
de reclusos juveniles debe comprender, en todo caso, a los menores 
que dependen de las jurisdicciones de menores. Por lo general, no 
debería condenarse a los delincuentes juveniles a penas de prisión.

Primera parte

Reglas de aplicación general

Principio fundamental

6. 1) Las reglas que siguen deben ser aplicadas imparcialmente. No 
se debe hacer diferencias de trato fundadas en prejuicios, principal-
mente de raza, color, sexo, lengua, religión, opinión política o cual-
quier otra opinión, de origen nacional o social, fortuna, nacimiento 
u otra situación cualquiera. 2) Por el contrario, importa respetar las 
creencias religiosas y los preceptos morales del grupo al que perte-
nezca el recluso.

Registro

7. 1) En todo sitio donde haya personas detenidas, se deberá llevar 
al día un registro empastado y foliado que indique para cada dete-
nido: a) Su identidad; b) Los motivos de su detención y la autoridad 
competente que lo dispuso; c) El día y la hora de su ingreso y de su 
salida. 2) Ninguna persona podrá ser admitida en un establecimien-
to sin una orden válida de detención, cuyos detalles deberán ser 
consignados previamente en el registro.
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Separación de categorías

8. Los reclusos pertenecientes a categorías diversas deberán ser alo-
jados en diferentes establecimientos o en diferentes secciones den-
tro de los establecimientos, según su sexo y edad, sus antecedentes, 
los motivos de su detención y el trato que corresponda aplicarles. Es 
decir que: a) Los hombres y las mujeres deberán ser recluidos, hasta 
donde fuere posible, en establecimientos diferentes; en un estable-
cimiento en el que se reciban hombres y mujeres, el conjunto de lo-
cales destinado a las mujeres deberá estar completamente separado; 
b) Los detenidos en prisión preventiva deberán ser separados de los 
que están cumpliendo condena; c) Las personas presas por deudas y 
los demás condenados a alguna forma de prisión por razones civiles 
deberán ser separadas de los detenidos por infracción penal; d) Los 
detenidos jóvenes deberán ser separados de los adultos.

Locales destinados a los reclusos

9. 1) Las celdas o cuartos destinados al aislamiento nocturno no 
deberán ser ocupados más que por un solo recluso. Si por razones 
especiales, tales como el exceso temporal de población carcelaria, 
resultara indispensable que la administración penitenciaria central 
hiciera excepciones a esta regla, se deberá evitar que se alojen dos 
reclusos en cada celda o cuarto individual. 2) Cuando se recurra 
a dormitorios, éstos deberán ser ocupados por reclusos cuidadosa-
mente seleccionados y reconocidos como aptos para ser alojados en 
estas condiciones. Por la noche, estarán sometidos a una vigilancia 
regular, adaptada al tipo de establecimiento de que se trate.

10. Los locales destinados a los reclusos y especialmente a aquellos 
que se destinan al alojamiento de los reclusos durante la noche, 
deberán satisfacer las exigencias de la higiene, habida cuenta del 
clima, particularmente en lo que concierne al volumen de aire, su-
perficie mínima, alumbrado, calefacción y ventilación.

11. En todo local donde los reclusos tengan que vivir o trabajar: a) 
Las ventanas tendrán que ser suficientemente grandes para que el 
recluso pueda leer y trabajar con luz natural; y deberán estar dis-
puestas de manera que pueda entrar aire fresco, haya o no ventila-
ción artificial; b) La luz artificial tendrá que ser suficiente para que 
el recluso pueda leer y trabajar sin perjuicio de su vista.
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12. Las instalaciones sanitarias deberán ser adecuadas para que el 
recluso pueda satisfacer sus necesidades naturales en el momento 
oportuno, en forma aseada y decente.

13. Las instalaciones de baño y de ducha deberán ser adecuadas 
para que cada recluso pueda y sea requerido a tomar un baño o 
ducha a una temperatura adaptada al clima y con la frecuencia que 
requiera la higiene general según la estación y la región geográfica, 
pero por lo menos una vez por semana en clima templado.

14. Todos los locales frecuentados regularmente por los reclusos de-
berán ser mantenidos en debido estado y limpios.

Higiene personal

15. Se exigirá de los reclusos aseo personal y a tal efecto dispondrán 
de agua y de los artículos de aseo indispensables para su salud y 
limpieza.

16. Se facilitará a los reclusos medios para el cuidado del cabello y 
de la barba, a fin de que se presenten de un modo correcto y con-
serven el respeto de sí mismos; los hombres deberán poder afeitarse 
con regularidad.

Ropas y cama

17. 1) Todo recluso a quien no se permita vestir sus propias prendas 
recibirá las apropiadas al clima y suficientes para mantenerle en 
buena salud. Dichas prendas no deberán ser en modo alguno degra-
dantes ni humillantes. 2) Todas las prendas deberán estar limpias y 
mantenidas en buen estado. La ropa interior se cambiará y lavará 
con la frecuencia necesaria para mantener la higiene. 3) En circuns-
tancias excepcionales, cuando el recluso se aleje del establecimiento 
para fines autorizados, se le permitirá que use sus propias prendas o 
vestidos que no llamen la atención.

18. Cuando se autorice a los reclusos para que vistan sus propias 
prendas, se tomarán disposiciones en el momento de su ingreso en 
el establecimiento, para asegurarse de que están limpias y utiliza-
bles.

19. Cada recluso dispondrá, en conformidad con los usos locales o 
nacionales, de una cama individual y de ropa de cama individual 
suficiente, mantenida convenientemente y mudada con regularidad 
a fin de asegurar su limpieza.
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Alimentación

20. 1) Todo recluso recibirá de la administración, a las horas acos-
tumbradas, una alimentación de buena calidad, bien preparada y 
servida, cuyo valor nutritivo sea suficiente para el mantenimiento 
de su salud y de sus fuerzas. 2) Todo recluso deberá tener la posibi-
lidad de proveerse de agua potable cuando la necesite.

Ejercicios físicos

21. 1) El recluso que no se ocupe de un trabajo al aire libre deberá 
disponer, si el tiempo lo permite, de una hora al día por lo menos 
de ejercicio físico adecuado al aire libre. 2) Los reclusos jóvenes y 
otros cuya edad y condición física lo permitan, recibirán durante 
el período reservado al ejercicio una educación física y recreativa. 
Para ello, se pondrá a su disposición el terreno, las instalaciones y 
el equipo necesario.

Servicios médicos

22. 1) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos 
de los servicios de un médico calificado que deberá poseer algunos 
conocimientos psiquiátricos. Los servicios médicos deberán orga-
nizarse íntimamente vinculados con la administración general del 
servicio sanitario de la comunidad o de la nación. Deberán com-
prender un servicio psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere nece-
sario, para el tratamiento de los casos de enfermedades mentales. 
2) Se dispondrá el traslado de los enfermos cuyo estado requiera 
cuidados especiales, a establecimientos penitenciarios especializa-
dos o a hospitales civiles. Cuando el establecimiento disponga de 
servicios internos de hospital, éstos estarán provistos del material, 
del instrumental y de los productos farmacéuticos necesario para 
proporcionar a los reclusos enfermos los cuidados y el tratamiento 
adecuados. Además, el personal deberá poseer suficiente prepara-
ción profesional. 3) Todo recluso debe poder utilizar los servicios de 
un dentista calificado.

23. 1) En los establecimientos para mujeres deben existir instala-
ciones especiales para el tratamiento de las reclusas embarazadas, 
de las que acaban de dar a luz y de las convalecientes. Hasta donde 
sea posible, se tomarán medidas para que el parto se verifique en 
un hospital civil. Si el niño nace en el establecimiento, no deberá 
hacerse constar este hecho en su partida de nacimiento. 2) Cuando 
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se permita a las madres reclusas conservar su niño, deberán tomarse 
disposiciones para organizar una guardería infantil, con personal 
calificado, donde estarán los niños cuando no se hallen atendidos 
por sus madres.

24. El médico deberá examinar a cada recluso tan pronto sea posi-
ble después de su ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea 
necesario, en particular para determinar la existencia de una en-
fermedad física o mental, tomar en su caso las medidas necesarias; 
asegurar el aislamiento de los reclusos sospechosos de sufrir enfer-
medades infecciosas o contagiosas; señalar las deficiencias físicas y 
mentales que puedan constituir un obstáculo para la readaptación, y 
determinar la capacidad física de cada recluso para el trabajo.

25. 1) El médico estará de velar por la salud física y mental de los 
reclusos. Deberá visitar diariamente a todos los reclusos enfermos, 
a todos los que se quejen de estar enfermos y a todos aquellos sobre 
los cuales se llame su atención. 2) El médico presentará un informe 
al director cada vez que estime que la salud física o mental de un 
recluso haya sido o pueda ser afectada por la prolongación, o por 
una modalidad cualquiera de la reclusión.

26. 1) El médico hará inspecciones regulares y asesorará al director 
respecto a: a) La cantidad, calidad, preparación y distribución de 
los alimentos; b) La higiene y el aseo de los establecimientos y de 
los reclusos; c) Las condiciones sanitarias, la calefacción, el alum-
brado y la ventilación del establecimiento; d) La calidad y el aseo 
de las ropas y de la cama de los reclusos; e) La observancia de las 
reglas relativas a la educación física y deportiva cuando ésta sea 
organizada por un personal no especializado. 2) El Director deberá 
tener en cuenta los informes y consejos del médico según se dis-
pone en las reglas 25 (2) y 26, y, en caso de conformidad, tomar 
inmediatamente las medidas necesarias para que se sigan dichas 
recomendaciones. Cuando no esté conforme o la materia no sea de 
su competencia, trasmitirá inmediatamente a la autoridad superior 
el informe médico y sus propias observaciones.

Disciplina y sanciones

27. El orden y la disciplina se mantendrán con firmeza, pero sin 
imponer más restricciones de las necesarias para mantener la segu-
ridad y la buena organización de la vida en común.



POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y EN CONFLICTO CON LA LEY 45

28. 1) Ningún recluso podrá desempeñar en los servicios del esta-
blecimiento un empleo que permita ejercitar una facultad discipli-
naria. 2) Sin embargo, esta regla no será un obstáculo para el buen 
funcionamiento de los sistemas a base de autogobierno. Estos siste-
mas implican en efecto que se confíen, bajo fiscalización, a reclusos 
agrupados para su tratamiento, ciertas actividades o responsabilida-
des de orden social, educativo o deportivo.

29. La ley o el reglamento dictado por autoridad administrativa 
competente determinará en cada caso: a) La conducta que consti-
tuye una infracción disciplinaria; b) El carácter y la duración de las 
sanciones disciplinarias que se puedan aplicar; c) Cuál ha de ser la 
autoridad competente para pronunciar esas sanciones.

30. 1) Un recluso sólo podrá ser sancionado conforme a las pres-
cripciones de la ley o reglamento, sin que pueda serlo nunca dos 
veces por la misma infracción. 2) Ningún recluso será sancionado 
sin haber sido informado de la infracción que se le atribuye y sin 
que se le haya permitido previamente presentar su defensa. La auto-
ridad competente procederá a un examen completo del caso. 3) En 
la medida en que sea necesario y viable, se permitirá al recluso que 
presente su defensa por medio de un intérprete.

31. Las penas corporales, encierro en celda oscura, así como toda 
sanción cruel, inhumana o degradante quedarán completamente 
prohibidas como sanciones disciplinarias.

32. 1) Las penas de aislamiento y de reducción de alimentos sólo se 
aplicarán cuando el médico, después de haber examinado al reclu-
so, haya certificado por escrito que éste puede soportarlas. 2) Esto 
mismo será aplicable a cualquier otra sanción que pueda perjudicar 
la salud física o mental del recluso. En todo caso, tales medidas no 
deberán nunca ser contrarias al principio formulado en la regla 31, 
ni apartarse del mismo. 3) El médico visitará todos los días a los 
reclusos que estén cumpliendo tales sanciones disciplinarias e infor-
mará al director si considera necesario poner término o modificar la 
sanción por razones de salud física o mental.

Medios de coerción

33. Los medios de coerción tales como esposas, cadenas, grillos y ca-
misas de fuerza nunca deberán aplicarse como sanciones. Tampoco 
deberán emplearse cadenas y grillos como medios de coerción. Los 
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demás medios de coerción sólo podrán ser utilizados en los siguien-
tes casos: a) Como medida de precaución contra una evasión duran-
te un traslado, siempre que sean retirados en cuanto comparezca el 
recluso ante una autoridad judicial o administrativa; b) Por razones 
médicas y a indicación del médico; c) Por orden del director, si han 
fracasado los demás medios para dominar a un recluso, con objeto 
de impedir que se dañe a sí mismo o dañe a otros o produzca daños 
materiales; en estos casos, el director deberá consultar urgentemen-
te al médico, e informar a la autoridad administrativa superior.

34. El modelo y los métodos de empleo autorizados de los medios 
de coerción serán determinados por la administración penitenciaria 
central. Su aplicación no deberá prolongarse más allá del tiempo 
estrictamente necesario.

Información y derecho de queja de los reclusos

35. 1) A su ingreso cada recluso recibirá una información escrita 
sobre el régimen de los reclusos de la categoría en la cual se le haya 
incluido, sobre las reglas disciplinarias del establecimiento y los me-
dios autorizados para informarse y formular quejas; y cualquiera 
otra información necesaria para conocer sus derechos y obligacio-
nes, que le permita su adaptación a la vida del establecimiento. 2) 
Si el recluso es analfabeto, se le proporcionará dicha información 
verbalmente.

36. 1) Todo recluso deberá tener en cada día laborable la oportuni-
dad de presentar peticiones o quejas al director del establecimiento 
o al funcionario autorizado para representarle. 2) Las peticiones o 
quejas podrán ser presentadas al inspector de prisiones durante su 
inspección. El recluso podrá hablar con el inspector o con cualquier 
otro funcionario encargado de inspeccionar, sin que el director o 
cualquier otro recluso miembro del personal del establecimiento se 
hallen presentes. 3) Todo recluso estará autorizado para dirigir por 
la vía prescrita sin censura en cuanto al fondo, pero en debida for-
ma, una petición o queja a la administración penitenciaria central, 
a la autoridad judicial o a cualquier otra autoridad competente. 4) 
A menos que una solicitud o queja sea evidentemente temeraria o 
desprovista de fundamento, la misma deberá ser examinada sin de-
mora, dándose respuesta al recluso en su debido tiempo.
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Contacto con el mundo exterior

37. Los reclusos estarán autorizados para comunicarse periódica-
mente, bajo la debida vigilancia, con su familiar y con amigos de 
buena reputación, tanto por correspondencia como mediante visi-
tas.

38. 1) Los reclusos de nacionalidad extranjera gozarán de facilida-
des adecuadas para comunicarse con sus representantes diplomá-
ticos y consulares. 2) Los reclusos que sean nacionales de Estados 
que no tengan representación diplomática ni consular en el país, así 
como los refugiados y apátridas, gozarán de las mismas facilidades 
para dirigirse al representante diplomático del Estado encargado de 
sus intereses o a cualquier autoridad nacional o internacional que 
tenga la misión de protegerlos.

39. Los reclusos deberán ser informados periódicamente de los 
acontecimientos más importantes, sea por medio de la lectura de los 
diarios, revistas o publicaciones penitenciarias especiales, sea por 
medio de emisiones de radio, conferencias o cualquier otro medio 
similar, autorizado o fiscalizado por la administración.

Biblioteca

40. Cada establecimiento deberá tener una biblioteca para el uso de 
todas las categorías de reclusos, suficientemente provista de libros 
instructivos y recreativos. Deberá instarse a los reclusos a que se 
sirvan de la biblioteca lo más posible.

Religión

41. 1) Si el establecimiento contiene un número suficiente de re-
clusos que pertenezcan a una misma religión, se nombrará o ad-
mitirá un representante autorizado de ese culto. Cuando el núme-
ro de reclusos lo justifique, y las circunstancias lo permitan, dicho 
representante deberá prestar servicio con carácter continuo. 2) El 
representante autorizado nombrado o admitido conforme al párra-
fo 1 deberá ser autorizado para organizar periódicamente servicios 
religiosos y efectuar, cada vez que corresponda, visitas pastorales 
particulares a los reclusos de su religión. 3) Nunca se negará a un 
recluso el derecho de comunicarse con el representante autorizado 
de una religión. Y, a la inversa, cuando un recluso se oponga a ser 
visitado por el representante de una religión, se deberá respetar en 
absoluto su actitud.
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42. Dentro de lo posible, se autorizará a todo recluso a cumplir los 
preceptos de su religión, permitiéndosele participar en los servicios 
organizados en el establecimiento y tener en su poder libros piado-
sos y de instrucción religiosa de su confesión.

Depósitos de objetos pertenecientes a los reclusos

43. 1) Cuando el recluso ingresa en el establecimiento, el dinero, 
los objetos de valor, ropas y otros efectos que le pertenezcan y que 
el reglamento no le autoriza a retener, serán guardados en un lugar 
seguro. Se establecerá un inventario de todo ello, que el recluso fir-
mará. Se tomarán las medidas necesarias para que dichos objetos se 
conserven en buen estado. 2) Los objetos y el dinero pertenecientes 
al recluso le serán devueltos en el momento de su liberación, con ex-
cepción del dinero que se le haya autorizado a gastar, de los objetos 
que haya remitido al exterior, con la debida autorización, y de las 
ropas cuya destrucción se haya estimado necesaria por razones de 
higiene. El recluso firmará un recibo de los objetos y el dinero resti-
tuidos. 3) Los valores y objetos enviados al recluso desde el exterior 
del establecimiento serán sometidos a las mismas reglas. 4) Si el re-
cluso es portador de medicinas o de estupefacientes en el momento 
de su ingreso, el médico decidirá el uso que deba hacerse de ellos.

Notificación de defunción, enfermedades y traslados

44. 1) En casos de fallecimiento del recluso, o de enfermedad o 
accidentes graves, o de su traslado a un establecimiento para enfer-
mos mentales, el director informará inmediatamente al cónyuge, si 
el recluso fuere casado, o al pariente más cercano y en todo caso a 
cualquier otra persona designada previamente por el recluso. 2) Se 
informará al recluso inmediatamente del fallecimiento o de la enfer-
medad grave de un pariente cercano. En caso de enfermedad grave 
de dicha persona, se le deberá autorizar, cuando las circunstancias 
lo permitan, para que vaya a la cabecera del enfermo, solo o con 
custodia. 3) Todo recluso tendrá derecho a comunicar inmediata-
mente a su familia su detención o su traslado a otro establecimiento.

Traslado de reclusos

45. 1) Cuando los reclusos son conducidos a un establecimiento o 
trasladados a otro, se tratará de exponerlos al público lo menos po-
sible y se tomarán disposiciones para protegerlos de los insultos, de 
la curiosidad del público y para impedir toda clase de publicidad. 2) 
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Deberá prohibirse el transporte de los reclusos en malas condiciones 
de ventilación o de luz o por cualquier medio que les impongan un 
sufrimiento físico. 3) El traslado de los reclusos se hará a expensas 
de la administración y en condiciones de igualdad para todos.

Personal penitenciario

46. 1) La administración penitenciaria escogerá cuidadosamente el 
personal de todos los grados, puesto que de la integridad, humani-
dad, aptitud personal y capacidad profesional de este personal de-
penderá la buena dirección de los establecimientos penitenciarios. 
2) La administración penitenciaria se esforzará constantemente por 
despertar y mantener, en el espíritu del personal y en la opinión 
pública, la convicción de que la función penitenciaria constituye un 
servicio social de gran importancia y, al efecto, utilizará todos los 
medios apropiados para ilustrar al público. 3) Para lograr dichos 
fines será necesario que los miembros del personal trabajen exclu-
sivamente como funcionarios penitenciarios profesionales, tener la 
condición de empleados públicos y por tanto la seguridad de que la 
estabilidad en su empleo dependerá únicamente de su buena con-
ducta, de la eficacia de su trabajo y de su aptitud física. La remu-
neración del personal deberá ser adecuada para obtener y conser-
var los servicios de hombres y mujeres capaces. Se determinarán 
las ventajas de la carrera y las condiciones del servicio teniendo en 
cuenta el carácter penoso de sus funciones.

47. 1) El personal deberá poseer un nivel intelectual suficiente. 2) 
Deberá seguir, antes de entrar en el servicio, un curso de forma-
ción general y especial y pasar satisfactoriamente pruebas teóricas y 
prácticas. 3) Después de su entrada en el servicio y en el curso de su 
carrera, el personal deberá mantener y mejorar sus conocimientos 
y su capacidad profesional siguiendo cursos de perfeccionamiento 
que se organizarán periódicamente.

48. Todos los miembros del personal deberán conducirse y cumplir 
sus funciones en toda circunstancia, de manera que su ejemplo ins-
pire respeto y ejerza una influencia beneficiosa en los reclusos.

49. 1) En lo posible se deberá añadir al personal un número suficien-
te de especialistas, tales como psiquiatras, psicólogos, trabajadores 
sociales, maestros e instructores técnicos. 2) Los servicios de los tra-
bajadores sociales, de maestros e instructores técnicos deberán ser 
mantenidos permanentemente, sin que ello excluya los servicios de 
auxiliares a tiempo limitado o voluntarios.
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50. 1) El director del establecimiento deberá hallarse debidamente 
calificado para su función por su carácter, su capacidad administra-
tiva, una formación adecuada y por su experiencia en la materia. 2) 
Deberá consagrar todo su tiempo a su función oficial que no podrá 
ser desempeñada como algo circunscrito a un horario determinado. 
3) Deberá residir en el establecimiento o en la cercanía inmediata. 
4) Cuando dos o más establecimientos estén bajo la autoridad de 
un director único, éste los visitará con frecuencia. Cada uno de di-
chos establecimientos estará dirigido por un funcionario residente 
responsable.

51. 1) El director, el subdirector y la mayoría del personal del esta-
blecimiento deberán hablar la lengua de la mayor parte de los re-
clusos o una lengua comprendida por la mayor parte de éstos. 2) Se 
recurrirá a los servicios de un intérprete cada vez que sea necesario.

52. 1) En los establecimientos cuya importancia exija el servicio 
continuo de uno o varios médicos, uno de ellos por lo menos residi-
rá en el establecimiento o en su cercanía inmediata. 2) En los demás 
establecimientos, el médico visitará diariamente a los presos y habi-
tará lo bastante cerca del establecimiento a fin de que pueda acudir 
sin dilación cada vez que se presente un caso urgente.

53. 1) En los establecimientos mixtos, la sección de mujeres estará 
bajo la dirección de un funcionario femenino responsable, que guar-
dará todas las llaves de dicha sección del establecimiento. 2) Ningún 
funcionario del sexo masculino penetrará en la sección femenina 
sin ir acompañado de un miembro femenino del personal. 3) La 
vigilancia de las reclusas será ejercida exclusivamente por funciona-
rios femeninos. Sin embargo, esto no excluirá que funcionarios del 
sexo masculino, especialmente los médicos y personal de enseñan-
za, desempeñen sus funciones profesionales en establecimientos o 
secciones reservados para mujeres.

54. 1) Los funcionarios de los establecimientos no deberán, en sus 
relaciones con los reclusos, recurrir a la fuerza, salvo en caso de legí-
tima defensa, de tentativa de evasión o de resistencia por la fuerza o 
por inercia física a una orden basada en la ley o en los reglamentos. 
Los funcionarios que recurran a la fuerza se limitarán a emplearla 
en la medida estrictamente necesaria e informarán inmediatamente 
al director del establecimiento sobre el incidente. 2) Los funciona-
rios penitenciarios recibirán un entrenamiento físico especial que les 
permita dominar a los reclusos violentos. 3) Salvo en circunstancias 
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especiales, los agentes que desempeñan un servicio en contacto di-
recto con los presos no estarán armados. Por otra parte, no se confia-
rá jamás un arma a un miembro del personal sin que éste haya sido 
antes adiestrado en su manejo.

Inspección

55. Inspectores calificados y experimentados, designados por una 
autoridad competente, inspeccionarán regularmente los estable-
cimientos y servicios penitenciarios. Velarán en particular por que 
estos establecimientos se administren conforme a las leyes y los re-
glamentos en vigor y con la finalidad de alcanzar los objetivos de los 
servicios penitenciarios y correccionales.

Segunda parte

Reglas aplicables a categorías especiales

A.-Condenados

Principios rectores

56. Los principios que se enumeran a continuación tienen por ob-
jeto definir el espíritu conforme al cual deben administrarse los sis-
temas penitenciarios y los objetivos hacia los cuales deben tender, 
conforme a la declaración hecha en la observación preliminar 1 del 
presente texto.

57. La prisión y las demás medidas cuyo efecto es separar a un de-
lincuente del mundo exterior son aflictivas por el hecho mismo de 
que despojan al individuo de su derecho a disponer de su persona 
al privarle de su libertad. Por lo tanto, a reserva de las mediadas 
de separación justificadas o del mantenimiento de la disciplina, el 
sistema penitenciario no debe agravar los sufrimientos inherentes a 
tal situación.

58. El fin y la justificación de las penas y medidas privativas de 
libertad son, en definitiva, proteger a la sociedad contra el crimen. 
Sólo se alcanzará este fin si se aprovecha el período de privación de 
libertad para lograr, en lo posible, que el delincuente una vez libera-
do no solamente quiera respetar la ley y proveer a sus necesidades, 
sino también que sea capaz de hacerlo.
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59. Para lograr este propósito, el régimen penitenciario debe em-
plear, tratando de aplicarlos conforme a las necesidades del trata-
miento individual de los delincuentes, todos los medios curativos, 
educativos, morales, espirituales y de otra naturaleza, y todas las 
formas de asistencia de que puede disponer.

60. 1) El régimen del establecimiento debe tratar de reducir las di-
ferencias que puedan existir entre la vida en prisión y la vida libre 
en cuanto éstas contribuyan a debilitar el sentido de responsabi-
lidad del recluso o el respeto a la dignidad de su persona. 2) Es 
conveniente que, antes del término de la ejecución de una pena o 
medida, se adopten los medios necesarios para asegurar al recluso 
un retorno progresivo a la vida en sociedad. Este propósito puede 
alcanzarse, según los casos, con un régimen preparatorio para la 
liberación, organizado dentro del mismo establecimiento o en otra 
institución apropiada, o mediante una liberación condicional, bajo 
una vigilancia que no deberá ser confiada a la policía, sino que com-
prenderá una asistencia social eficaz.

61. En el tratamiento no se deberá recalcar el hecho de la exclusión 
de los reclusos de la sociedad, sino, por el contrario, el hecho de 
que continúan formando parte de ella. Con ese fin debe recurrirse, 
en lo posible, a la cooperación de organismos de la comunidad que 
ayuden al personal del establecimiento en su tarea de rehabilitación 
social de los reclusos. Cada establecimiento penitenciario deberá 
contar con la colaboración de trabajadores sociales encargados de 
mantener y mejorar las relaciones del recluso con su familia y con 
los organismos sociales que puedan serle útiles. Deberán hacerse, 
asimismo, gestiones a fin de proteger, en cuanto ello sea compatible 
con la ley y la pena que se imponga, los derechos relativos a los in-
tereses civiles, los beneficios de los derechos de la seguridad social y 
otras ventajas sociales de los reclusos.

62. Los servicios médicos del establecimiento se esforzarán por des-
cubrir y deberán tratar todas las deficiencias o enfermedades físicas 
o mentales que constituyen un obstáculo para la readaptación del 
recluso. Para lograr este fin deberá aplicarse cualquier tratamiento 
médico, quirúrgico y psiquiátrico que se juzgue necesario.

63. 1) Estos principios exigen la individualización del tratamiento 
que, a su vez, requiere un sistema flexible de clasificación en grupos 
de los reclusos. Por lo tanto, conviene que los grupos sean distribui-
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dos en establecimientos distintos donde cada grupo pueda recibir el 
tratamiento necesario. 2) Dichos establecimientos no deben adoptar 
las mismas medidas de seguridad con respecto a todos los grupos. 
Convendrá establecer diversos grados de seguridad conforme a la 
que sea necesaria para cada uno de los diferentes grupos. Los esta-
blecimientos abiertos en los cuales no existen medios de seguridad 
física contra la evasión, y en los que se confía en la autodisciplina de 
los reclusos, proporcionan por este mismo hecho a reclusos cuidado-
samente elegidos las condiciones más favorables para su readapta-
ción. 3) Es conveniente evitar que en los establecimientos cerrados 
el número de reclusos sea tan elevado que llegue a constituir un obs-
táculo para la individualización del tratamiento. En algunos países 
se estima que el número de reclusos en dichos establecimientos no 
debe pasar de 500. En los establecimientos abiertos, el número de 
detenidos deberá ser lo más reducido posible. 4) Por el contrario, no 
convendrá mantener establecimientos que resulten demasiado pe-
queños para que se pueda organizar en ellos un régimen apropiado.

64. El deber de la sociedad no termina con la liberación del recluso. 
Se deberá disponer, por consiguiente, de los servicios de organismos 
gubernamentales o privados capaces de prestar al recluso puesto en 
libertad una ayuda postpenitenciaria eficaz que tienda a disminuir 
los prejuicios hacia él y le permitan readaptarse a la comunidad.

Tratamiento

65. El tratamiento de los condenados a una pena o medida priva-
tiva de libertad debe tener por objeto, en tanto que la duración de 
la condena lo permita, inculcarles la voluntad de vivir conforme a 
la ley, mantenerse con el producto de su trabajo, y crear en ellos 
la aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado a fo-
mentar en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de 
responsabilidad.

66. 1) Para lograr este fin, se deberá recurrir, en particular, a la asis-
tencia religiosa, en los países en que esto sea posible, a la instruc-
ción, a la orientación y la formación profesionales, a los métodos 
de asistencia social individual, al asesoramiento relativo al empleo, 
al desarrollo físico y a la educación del carácter moral, en confor-
midad con las necesidades individuales de cada recluso. Se deberá 
tener en cuenta su pasado social y criminal, su capacidad y aptitud 
físicas y mentales, sus disposiciones personales, la duración de su 
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condena y las perspectivas después de su liberación. 2) Respecto de 
cada recluso condenado a una pena o medida de cierta duración que 
ingrese en el establecimiento, se remitirá al director cuanto antes un 
informe completo relativo a los aspectos mencionados en el párrafo 
anterior. Acompañará a este informe el de un médico, a ser posible 
especializado en psiquiatría, sobre el estado físico y mental del re-
cluso. 3) Los informes y demás documentos pertinentes formarán 
un expediente individual. Estos expedientes se tendrán al día y se 
clasificarán de manera que el responsable pueda consultarlos siem-
pre que sea necesario.

Clasificación e individualización

67. Los fines de la clasificación deberán ser: a) Separar a los reclusos 
que, por su pasado criminal o su mala disposición, ejercerían una 
influencia nociva sobre los compañeros de detención; b) Repartir a 
los reclusos en grupos, a fin de facilitar el tratamiento encaminado 
a su readaptación social.

68. Se dispondrá, en cuanto fuere posible, de establecimientos sepa-
rados o de secciones separadas dentro de los establecimientos para 
los distintos grupos de reclusos.

69. Tan pronto como ingrese en un establecimiento un condenado a 
una pena o medida de cierta duración, y después de un estudio de 
su personalidad, se establecerá un programa de tratamiento indivi-
dual, teniendo en cuenta los datos obtenidos sobre sus necesidades 
individuales, su capacidad y sus inclinaciones.

Privilegios

70. En cada establecimiento se instituirá un sistema de privilegios 
adaptado a los diferentes grupos de reclusos y a los diferentes méto-
dos de tratamiento, a fin de alentar la buena conducta, desarrollar 
el sentido de responsabilidad y promover el interés y la cooperación 
de los reclusos en lo que atañe su tratamiento.

Trabajo

71. 1) El trabajo penitenciario no deberá tener carácter aflictivo. 2) 
Todos los condenados serán sometidos a la obligación de trabajar 
habida cuenta de su aptitud física y mental, según la determine el 
médico. 3) Se proporcionará a los reclusos un trabajo productivo, 
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suficiente para ocuparlos durante la duración normal de una jor-
nada de trabajo. 4) En la medida de lo posible, ese trabajo deberá 
contribuir por su naturaleza a mantener o aumentar la capacidad 
del recluso para ganar honradamente su vida después de su libe-
ración. 5) Se dará formación profesional en algún oficio útil a los 
reclusos que estén en condiciones de aprovecharla, particularmente 
a los jóvenes. 6) Dentro de los límites compatibles con una selección 
profesional racional y con las exigencias de la administración y la 
disciplina penitenciarias, los reclusos podrán escoger la clase de tra-
bajo que deseen realizar.

72. 1) La organización y los métodos de trabajo penitenciario de-
berán asemejarse lo más posible a los que se aplican a un trabajo 
similar fuera del establecimiento, a fin de preparar a los reclusos 
para las condiciones normales del trabajo libre. 2) Sin embargo, 
el interés de los reclusos y de su formación profesional no deberán 
quedar subordinados al deseo de lograr beneficios pecuniarios de 
una industria penitenciaria.

73. 1) Las industrias y granjas penitenciarias deberán preferente-
mente ser dirigidas por la administración y no por contratistas pri-
vados. 2) Los reclusos que se empleen en algún trabajo no fiscali-
zado por la administración estarán siempre bajo la vigilancia del 
personal penitenciario. A menos que el trabajo se haga para otras 
dependencias del gobierno, las personas para las cuales se efectúe 
pagarán a la administración el salario normal exigible por dicho tra-
bajo teniendo en cuenta el rendimiento del recluso.

74. 1) En los establecimientos penitenciarios se tomarán las mismas 
precauciones prescritas para proteger la seguridad y la salud de los 
trabajadores libres. 2) Se tomarán disposiciones para indemnizar 
a los reclusos por los accidentes de trabajo y enfermedades profe-
sionales, en condiciones similares a las que la ley dispone para los 
trabajadores libres.

75. 1) La ley o un reglamento administrativo fijará el número máxi-
mo de horas de trabajo para los reclusos por día y por semana, te-
niendo en cuenta los reglamentos o los usos locales seguidos con 
respecto al empleo de los trabajadores libres. 2) Las horas así fijadas 
deberán dejar un día de descanso por semana y tiempo suficiente 
para la instrucción y otras actividades previstas para el tratamiento 
y la readaptación del recluso.
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76. 1) El trabajo de los reclusos deberá ser remunerado de una ma-
nera equitativa. 2) El reglamento permitirá a los reclusos que uti-
licen, por lo menos, una parte de su remuneración para adquirir 
objetos destinados a su uso personal y que envíen otra parte a su 
familia. 3) El reglamento deberá igualmente prever que la adminis-
tración reserve una parte de la remuneración a fin de constituir un 
fondo que será entregado al recluso al ser puesto en libertad.

Instrucción y recreo

77. 1) Se tomarán disposiciones para mejorar la instrucción de to-
dos los reclusos capaces de aprovecharla, incluso la instrucción re-
ligiosa en los países en que esto sea posible. La instrucción de los 
analfabetos y la de los reclusos jóvenes será obligatoria y la adminis-
tración deberá prestarle particular atención. 2) La instrucción de los 
reclusos deberá coordinarse, en cuanto sea posible, con el sistema 
de instrucción pública a fin de que al ser puesto en libertad puedan 
continuar sin dificultad su preparación.

78. Para el bienestar físico y mental de los reclusos se organizarán 
actividades recreativas y culturales en todos los establecimientos.

Relaciones sociales, ayuda postpenitenciaria

79. Se velará particularmente por el mantenimiento y el mejora-
miento de las relaciones entre el recluso y su familia, cuando éstas 
sean convenientes para ambas partes.

80. Se tendrá debidamente en cuenta, desde el principio del cumpli-
miento de la condena, el porvenir del recluso después de su libera-
ción. Deberá alentarse al recluso para que mantenga o establezca re-
laciones con personas u organismos externos que puedan favorecer 
los intereses de su familia, así como su propia readaptación social.

81. 1) Los servicios y organismos, oficiales o no, que ayudan a los 
reclusos puestos en libertad a reintegrarse en la sociedad, propor-
cionarán a los liberados, en la medida de lo posible, los documen-
tos y papeles de identidad necesarios, alojamiento, trabajo, vestidos 
convenientes y apropiados para el clima y la estación, así como los 
medios necesarios para que lleguen a su destino y puedan subsistir 
durante el período que siga inmediatamente a su liberación. 2) Los 
representantes acreditados de esos organismos tendrán todo el ac-
ceso necesario a los establecimientos y podrán visitar a los reclusos. 
Se les consultará en materia de proyectos de readaptación para cada 
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recluso desde el momento en que éste haya ingresado en el estable-
cimiento. 3) Convendrá centralizar o coordinar todo lo posible la ac-
tividad de dichos organismos, a fin de asegurar la mejor utilización 
de sus actividades.

B.- Reclusos alienados y enfermos mentales

82. 1) Los alienados no deberán ser recluidos en prisiones. Se to-
marán disposiciones para trasladarlos lo antes posible a estableci-
mientos para enfermos mentales. 2) Los reclusos que sufran otras 
enfermedades o anormalidades mentales deberán ser observados y 
tratados en instituciones especializadas dirigidas por médicos. 3) 
Durante su permanencia en la prisión, dichos reclusos estarán bajo 
la vigilancia especial de un médico. 4) El servicio médico o psiquiá-
trico de los establecimientos penitenciarios deberá asegurar el trata-
miento psiquiátrico de todos los demás reclusos que necesiten dicho 
tratamiento.

83. Convendrá que se tomen disposiciones, de acuerdo con los or-
ganismos competentes, para que, en caso necesario, se continúe el 
tratamiento psiquiátrico después de la liberación y se asegure una 
asistencia social postpenitenciaria de carácter psiquiátrico.

C.- Personas detenidas o en prisión preventiva

84. 1) A los efectos de las disposiciones siguientes es denominado 
“acusado” toda persona arrestada o encarcelada por imputársele 
una infracción a la ley penal, detenida en un local de policía o en 
prisión, pero que todavía no ha sido juzgada. 2) El acusado gozará 
de una presunción de inocencia y deberá ser tratado en consecuen-
cia. 3) Sin perjuicio de las disposiciones legales relativas a la protec-
ción de la libertad individual o de las que fijen el procedimiento que 
se deberá seguir respecto a los acusados, estos últimos gozarán de 
un régimen especial cuyos puntos esenciales solamente se determi-
nan en las reglas que figuran a continuación.

85. 1) Los acusados serán mantenidos separados de los reclusos 
condenados. 2) Los acusados jóvenes serán mantenidos separados 
de los adultos. En principio, serán detenidos en establecimientos 
distintos.

86. Los acusados deberán dormir en celdas individuales a reserva de 
los diversos usos locales debidos al clima.
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87. Dentro de los límites compatibles con un buen orden del esta-
blecimiento, los acusados podrán, si lo desean, alimentarse por su 
propia cuenta procurándose alimentos del exterior por conducto de 
la administración, de su familia o de sus amigos. En caso contrario, 
la administración suministrará la alimentación.

88. 1) Se autorizará al acusado a que use sus propias prendas per-
sonales siempre que estén aseadas y sean decorosas. 2) Si lleva el 
uniforme del establecimiento, éste será diferente del uniforme de 
los condenados.

89. Al acusado deberá siempre ofrecérsele la posibilidad de trabajar, 
pero no se le requerirá a ello. Si trabaja, se le deberá remunerar.

90. Se autorizará a todo acusado para que se procure, a sus expen-
sas o a las de un tercero, libros, periódicos, recado de escribir, así 
como otros medios de ocupación, dentro de los límites compatibles 
con el interés de la administración de justicia, la seguridad y el buen 
orden del establecimiento.

91. Se permitirá que el acusado sea visitado y atendido por su pro-
pio médico o su dentista si su petición es razonable y está en condi-
ciones de sufragar tal gasto.

92. Un acusado deberá poder informar inmediatamente a su familia 
de su detención y se le concederán todas las facilidades razonables 
para comunicarse con ésta y sus amigos y para recibir la visita de 
estas personas, con la única reserva de las restricciones y de la vi-
gilancia necesarias en interés de la administración de justicia, de la 
seguridad y del buen orden del establecimiento.

93. El acusado estará autorizado a pedir la designación de un defen-
sor de oficio cuando se haya previsto dicha asistencia, y a recibir vi-
sitas de su abogado, a propósito de su defensa. Podrá preparar y dar 
a éste instrucciones confidenciales. Para ello, se le proporcionará, si 
lo desea, recado de escribir. Durante las entrevistas con su abogado, 
el acusado podrá ser vigilado visualmente, pero la conversación no 
deberá ser escuchada por ningún funcionario de la policía o del es-
tablecimiento penitenciario.

D.- Sentenciados por deudas o a prisión civil

94. En los países cuya legislación dispone la prisión por deudas u 
otras formas de prisión dispuestas por decisión judicial como conse-
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cuencia de un procedimiento no penal, los así sentenciados no serán 
sometidos a mayores restricciones ni tratados con más severidad 
que la requerida para la seguridad y el mantenimiento del orden. 
El trato que se les dé no será en ningún caso más severo que el que 
corresponda a los acusados a reserva, sin embargo, de la obligación 
eventual de trabajar.

E.- Reclusos, detenidos o encarcelados sin haber cargos en su contra

95. Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 9 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, las personas detenidas o 
encarceladas sin que haya cargos en su contra gozarán de la misma 
protección prevista en la primera parte y en la sección C de la segun-
da parte. Asimismo, serán aplicables las disposiciones pertinentes 
de la sección A de la segunda parte cuando esta aplicación pueda 
redundar en beneficio de este grupo especial de personas bajo cus-
todia, siempre que no se adopten medidas que impliquen que la 
reeducación o la rehabilitación proceden en forma alguna respecto 
de personas no condenadas por un delito penal.

4.2	 Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las 
Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para las 
Mujeres Delincuentes 

(Reglas de Bangkok)

La Asamblea General,

Recordando las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia 
de prevención del delito y justicia penal relacionadas principalmente 
con el tratamiento de los reclusos, en particular las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos , los procedimientos para la apli-
cación efectiva de las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos , el Conjunto de Principios para la protección de todas las 
personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión y los 
Principios básicos para el tratamiento de los reclusos ,

Recordando también  las reglas y normas de las Naciones Unidas 
en materia de prevención del delito y justicia penal relacionadas 
principalmente con las medidas sustitutivas del encarcelamiento, 
en particular las Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las 
medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio) y los Princi-
pios básicos sobre la utilización de programas de justicia restaurati-
va en materia penal ,
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Recordando además  su resolución 58/183, de 22 de diciembre de 
2003, en la que invitó a los gobiernos, los órganos internacionales 
y regionales competentes, las instituciones nacionales de derechos 
humanos y las organizaciones no gubernamentales a que prestasen 
mayor atención a la cuestión de las mujeres que se encontraban en 
prisión, incluidos los hijos de las mujeres que se encontraban en 
prisión, con el fin de identificar los problemas fundamentales y los 
modos de abordarlos,

Tomando en consideración  las medidas sustitutivas del 
encarcelamiento previstas en las Reglas de Tokio, y teniendo en 
cuenta las particularidades de las mujeres que han entrado en 
contacto con el sistema de justicia penal y la necesidad consiguiente 
de dar prioridad a la aplicación de medidas no privativas de la 
libertad a esas mujeres,

Teniendo presente  su resolución 61/143, de 19 de diciembre de 
2006, en la que instó a los Estados a que, entre otras cosas, tomaran 
medidas positivas para hacer frente a las causas estructurales de la 
violencia contra la mujer y fortalecer las labores de prevención con 
miras a acabar con las prácticas y normas sociales discriminatorias, 
incluso respecto de las mujeres que necesitaban atención especial 
en la formulación de políticas contra la violencia, como las mujeres 
recluidas en instituciones o detenidas,

Teniendo presente también su resolución 63/241, de 24 de diciembre 
de 2008, en la que exhortó a todos los Estados a que tuvieran en 
cuenta los efectos en los niños de la detención y encarcelamiento 
de los padres y, en particular, que determinaran y promovieran 
buenas prácticas en relación con las necesidades y el desarrollo 
físico, emocional, social y psicológico de los bebés y los niños 
afectados por la detención y encarcelamiento de los padres, 
Tomando en consideración  la Declaración de Viena sobre la 
delincuencia y la justicia: frente a los retos del siglo XXI , en la que 
los Estados Miembros se comprometieron, entre otras cosas, a for-
mular recomendaciones de política orientadas a la acción y basadas 
en las necesidades especiales de la mujer, en calidad de reclusa o 
delincuente, y los planes de acción para la aplicación de la Decla-
ración ,

Señalando la Declaración de Bangkok sobre sinergias y respuestas: 
alianzas estratégicas en materia de prevención del delito y justicia 
penal  , en la medida en que se relaciona específicamente con las 
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mujeres detenidas y sometidas a medidas privativas y no privativas 
de la libertad,

Recordando que, en la Declaración de Bangkok, los Estados Miem-
bros recomendaron que la Comisión de Prevención del Delito y Jus-
ticia Penal considerara la posibilidad de revisar la idoneidad de las 
reglas y normas en relación con la administración penitenciaria y 
los reclusos,

Habiendo tomado nota  de la iniciativa del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos de denominar 
la semana del 6 al 12 de octubre de 2008 Semana de Dignidad y 
Justicia para los Detenidos, en la que se hacía especial hincapié en 
los derechos humanos de las mujeres y las niñas,

Considerando que las reclusas son uno de los grupos vulnerables que 
tienen necesidades y requisitos específicos,

Consciente de que muchos establecimientos penitenciarios existentes 
en el mundo fueron concebidos principalmente para reclusos de 
sexo masculino, mientras que el número de reclusas ha aumentado 
considerablemente a lo largo de los años,

Reconociendo  que cierto número de mujeres delincuentes no 
plantean un riesgo para la sociedad y que, como ocurre en el caso 
de todos los delincuentes, su encarcelamiento puede dificultar su 
reinserción social,

Acogiendo con beneplácito la preparación por la Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito del manual titulado Handbook for 
Prison Managers and Policymakers on Women and Imprisonment ,

Acogiendo  con beneplácito también  la invitación que figura en la 
resolución 10/2 del Consejo de Derechos Humanos, de 25 de marzo 
de 2009, dirigida a los gobiernos, los órganos internacionales y 
regionales competentes, las instituciones nacionales de derechos 
humanos y las organizaciones no gubernamentales, para que 
dediquen mayor atención a la cuestión de las mujeres y niñas que se 
encuentran en prisión, incluidas cuestiones relativas a los hijos de 
las reclusas, con miras a identificar y abordar los aspectos y desafíos 
del problema en función del género,

Acogiendo con beneplácito además  la colaboración entre la Oficina 
Regional para Europa de la Organización Mundial de la Salud y 
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la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, y 
tomando nota de la Declaración de Kyiv sobre la salud de la reclusa ,

Tomando nota de las Directrices sobre las modalidades alternativas 
de cuidado de los niños ,

Recordando  la resolución 18/1 de la Comisión de Prevención del 
Delito y Justicia Penal, de 24 de abril de 2009, en la que la Comisión 
pidió al Director Ejecutivo de la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito que convocara en 2009 una reunión de 
un grupo intergubernamental de expertos de composición abierta 
encargado de elaborar, en consonancia con las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos y las Reglas de Tokio, reglas 
complementarias específicas para el tratamiento de las mujeres 
detenidas o sometidas a medidas privativas o no privativas de la 
libertad, acogió con satisfacción el ofrecimiento del Gobierno 
de Tailandia de actuar como anfitrión de la reunión del grupo 
de expertos, y pidió a ese grupo de expertos que presentara los 
resultados de su labor al 12º Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Justicia Penal, que se celebró ulteriormente 
en Salvador (Brasil), del 12 al 19 de abril de 2010,

Recordando también  que en las cuatro reuniones preparatorias 
regionales del 12º Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Justicia Penal se acogió con beneplácito la 
elaboración de un conjunto de reglas complementarias específicas 
para el tratamiento de las mujeres detenidas y sometidas a medidas 
privativas o no privativas de la libertad ,

Recordando asimismo  la Declaración de Salvador sobre estrategias 
amplias ante problemas globales: los sistemas de prevención del 
delito y justicia penal y su desarrollo en un mundo en evolución , en 
la que los Estados Miembros recomendaban que la Comisión de Pre-
vención del Delito y Justicia Penal estudiara con carácter prioritario 
el proyecto de reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de 
las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres 
delincuentes, a fin adoptar las medidas apropiadas,

1.   Toma nota con reconocimiento de la labor realizada por el grupo 
de expertos encargado de elaborar reglas complementarias especí-
ficas para el tratamiento de las mujeres detenidas y sometidas a 
medidas privativas o no privativas de la libertad durante su reunión 
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celebrada en Bangkok, del 23 al 26 de noviembre de 2009, así como 
de los resultados de esa reunión ;

2.   Expresa su gratitud al Gobierno de Tailandia por haber acogido 
la reunión del grupo de expertos y haber prestado apoyo financiero 
para su organización;

3.   Aprueba las Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de 
las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres 
delincuentes, que figuran en el anexo de la presente resolución, y 
aprueba la recomendación del 12º Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención de Delito y Justicia Penal de que esas reglas se 
conozcan como las “Reglas de Bangkok”;

4.   Reconoce que, debido a la gran variedad de condiciones jurídicas, 
sociales, económicas y geográficas existentes en el mundo, no 
todas las reglas se pueden aplicar de igual manera en todas partes 
y en todo momento, sin embargo, deberían servir para estimular 
el esfuerzo constante por superar las dificultades prácticas a su 
aplicación, sabiendo que representan, en su conjunto, aspiraciones 
generales acordes con el objetivo común de mejorar la situación de 
las reclusas, sus hijos y sus colectividades;

5.   Alienta  a los Estados Miembros a aprobar legislación para 
establecer medidas sustitutivas del encarcelamiento y dar prioridad 
a la financiación de esos sistemas, así como a la elaboración de los 
mecanismos necesarios para su aplicación;

6.   Alienta  a los Estados Miembros que han elaborado leyes, 
procedimientos, políticas o prácticas sobre las reclusas y sobre 
medidas sustitutivas del encarcelamiento para las mujeres 
delincuentes a suministrar información a otros Estados y a las 
organizaciones internacionales, regionales e intergubernamentales, 
así como a las organizaciones no gubernamentales pertinentes, 
y a ayudar a esos Estados a preparar y realizar actividades de 
capacitación o de otra índole en relación con la legislación, los 
procedimientos, las políticas o las prácticas señalados;

7.   Invita a los Estados Miembros a que tengan en consideración las 
necesidades y circunstancias específicas de las mujeres reclusas al 
elaborar la legislación, los procedimientos, las políticas y los planes 
de acción correspondientes, y a que utilicen, según proceda, las 
Reglas de Bangkok;
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8.   Invita también a los Estados Miembros a que reúnan, mantengan, 
analicen y publiquen, según proceda, datos concretos sobre las 
reclusas y las delincuentes;

9.   Pone de relieve que, al dictar sentencias o decidir medidas previas 
al juicio respecto de una mujer embarazada o de una persona que 
sea la fuente primaria o única de cuidados de un niño, se debería 
dar preferencia, de ser posible y apropiado, a medidas no privativas 
de la libertad, e imponer condenas que supongan privación de la 
libertad cuando se trate de delitos graves o violentos;

10.  Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito que preste servicios de asistencia técnica y de asesoramiento 
a los Estados Miembros que lo soliciten a fin de elaborar o reforzar, 
según proceda, leyes, procedimientos, políticas y prácticas relativos 
a las reclusas y las medidas sustitutivas del encarcelamiento en el 
caso de las mujeres delincuentes;

11.  Solicita también a la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito que adopte medidas, según proceda, para asegurar 
la difusión amplia de las Reglas de Bangkok, como complemento de 
las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de 
los reclusos1 y las Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las 
medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio)5, así como 
para intensificar las actividades de información en ese ámbito;

12.  Solicita además a la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito que aumente su cooperación con otras entidades 
de las Naciones Unidas, organizaciones intergubernamentales y 
regionales y organizaciones no gubernamentales pertinentes para 
prestar la asistencia correspondiente a los países y determinar sus 
necesidades y su capacidad, a fin de ampliar la cooperación entre 
países y la cooperación Sur-Sur;

13.  Invita a los organismos especializados del sistema de las Naciones 
Unidas, así como a las organizaciones intergubernamentales 
regionales e internacionales y las organizaciones no gubernamentales 
pertinentes, a participar en la aplicación de las Reglas de Bangkok;

14.  Invita a los Estados Miembros y otros donantes a que realicen 
contribuciones extrapresupuestarias con ese fin, de conformidad 
con las normas y los procedimientos de las Naciones Unidas.
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Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y 
medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes 
(Reglas de Bangkok).

Observaciones preliminares

1. Las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos se aplican 
a todos ellos sin discriminación, por lo que en su aplicación se deben 
tener en cuenta las necesidades y la situación concretas de todas las 
personas privadas de libertad, incluidas las mujeres. Sin embargo, 
en esas reglas aprobadas hace más de 50 años no se hacía suficiente 
hincapié en las necesidades especiales de las mujeres. Al haber au-
mentado la población penal femenina en todo el mundo, ha adquiri-
do importancia y urgencia la necesidad de aportar más claridad a las 
consideraciones que deben aplicarse al tratamiento de las reclusas.

2. Reconociendo la necesidad de establecer reglas de alcance mun-
dial con respecto a las consideraciones específicas que deberían apli-
carse a las reclusas y las delincuentes, y teniendo en cuenta varias 
resoluciones pertinentes aprobadas por diversos órganos de las Na-
ciones Unidas, en que se exhortaba a los Estados Miembros a satisfa-
cer apropiadamente las necesidades de las delincuentes y reclusas, 
se elaboraron las presentes reglas a fin de complementar, según pro-
cediera, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y las 
Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no priva-
tivas de libertad (las Reglas de Tokio) en relación con el tratamiento 
de las reclusas y las medidas sustitutivas del encarcelamiento para 
las mujeres delincuentes.

3. Las presentes reglas no sustituyen en modo alguno las Reglas 
mínimas para el tratamiento de los reclusos ni las Reglas de Tokio 
y, por ello, seguirán aplicándose a todos los reclusos y delincuen-
tes, sin discriminación, las disposiciones pertinentes contenidas en 
esos dos instrumentos. Mientras que algunas de las presentes reglas 
aclaran las disposiciones existentes de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos y las Reglas de Tokio en su aplicación a 
las reclusas y delincuentes, otras abarcan aspectos nuevos.

4. Las presentes reglas se inspiran en los principios contenidos en 
diversos tratados y declaraciones de las Naciones Unidas, y por ello 
son compatibles con las disposiciones del derecho internacional en 
vigor. Están dirigidas a las autoridades penitenciarias y los organis-
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mos de justicia penal (incluidos los responsables de formular las 
políticas, los legisladores, el ministerio público, el poder judicial y 
los servicios de libertad condicional) que se ocupan de la adminis-
tración de las sanciones no privativas de la libertad y las medidas 
basadas en la comunidad.

5. Las Naciones Unidas han subrayado en diversos contextos los re-
quisitos concretos que deben cumplirse para abordar la situación de 
las delincuentes. Por ejemplo, en 1980, en el Sexto Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del De-
lincuente se aprobó una resolución sobre las necesidades específicas 
de las reclusas en la que se recomendó que en la aplicación de las 
resoluciones aprobadas por el Sexto Congreso directa o indirecta-
mente relacionadas con el tratamiento de los delincuentes se reco-
nocieran los problemas especiales de las reclusas y la necesidad de 
proporcionar los medios para solucionarlos; que en los países en que 
aún no se hiciera, los programas y servicios utilizados como medidas 
sustitutivas del encarcelamiento se ofrecieran a las mujeres delin-
cuentes al igual que a los hombres delincuentes; y que las Naciones 
Unidas, las organizaciones gubernamentales y las organizaciones 
no gubernamentales reconocidas como entidades consultivas por 
la Organización así como las demás organizaciones internacionales 
continuaran realizando esfuerzos a fin de velar por que la mujer 
delincuente fuera tratada en forma equitativa y justa en el período 
de su detención, proceso, sentencia y encarcelamiento, prestándose 
particular atención a los problemas especiales con que se enfrenta-
ran las mujeres delincuentes, tales como la preñez y el cuidado de 
los niños .

6. En los Congresos Séptimo , Octavo y Noveno también se formula-
ron recomendaciones concretas relativas a las reclusas.

7. En la Declaración de Viena sobre la delincuencia y la justicia: 
frente a los retos del siglo XXI  , aprobada también por el Décimo 
Congreso, los Estados Miembros de las Naciones Unidas se compro-
metieron a tener en cuenta y abordar, dentro del Programa de las 
Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia pe-
nal, así como de las estrategias nacionales de prevención del delito 
y justicia penal, toda repercusión dispar de los programas y políticas 
en hombres y mujeres (párr. 11), así como a formular recomenda-
ciones de política orientadas a la acción y basadas en las necesida-
des especiales de la mujer en su calidad de reclusa o delincuente 
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(párr. 12). Los planes de acción para la aplicación de la Declaración 
de Viena contienen un capítulo aparte (el cap. XIII) dedicado a las 
medidas concretas que se recomiendan para dar cumplimiento y 
seguimiento a los compromisos contraídos en los párrafos 11 y 12 
de la Declaración, incluida la de que los Estados revisen, evalúen y, 
en caso necesario, modifiquen su legislación y sus políticas, proce-
dimientos y prácticas en materia penal, en forma consonante con su 
ordenamiento jurídico, a fin de que la mujer reciba un trato impar-
cial en el sistema de justicia penal.

8. La Asamblea General, en su resolución 58/183, de 22 de diciem-
bre de 2003, titulada “Los derechos humanos en la administración 
de justicia”, invitó a que se prestara mayor atención a la cuestión de 
las mujeres que se encontraban en prisión, incluidas las cuestiones 
relativas a sus hijos, con el fin de identificar los problemas funda-
mentales y los modos de abordarlos.

9. En su resolución 61/143, de 19 de diciembre de 2006, titulada 
“Intensificación de los esfuerzos para eliminar todas las formas de 
violencia contra la mujer”, la Asamblea General subrayó que por 
“violencia contra la mujer” se entendía todo acto de violencia basa-
do en la pertenencia al sexo femenino que tuviera o pudiera tener 
como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico 
para la mujer así como las amenazas de tales actos, la coacción o la 
privación arbitraria de la libertad, tanto si se produjeran en la vida 
pública como en la vida privada, e instó a los Estados a que exa-
minaran, y según procediera, revisaran, modificaran o derogaran 
todas las leyes, normas, políticas, prácticas y usos que discriminaran 
a la mujer o que tuvieran efectos discriminatorios en su contra, y 
garantizaran que las disposiciones de múltiples sistemas jurídicos, 
cuando existieran, se ajustaran a las obligaciones, los compromisos 
y los principios internacionales de derechos humanos, en particular 
el principio de no discriminación; tomaran medidas positivas para 
hacer frente a las causas estructurales de la violencia contra la mu-
jer y fortalecer las labores de prevención con miras a acabar con las 
prácticas y normas sociales discriminatorias, en particular respecto 
de las mujeres que necesitaban atención especial, como las muje-
res recluidas en instituciones o detenidas; e impartieran formación 
sobre la igualdad entre los géneros y los derechos de la mujer al 
personal encargado de velar por el cumplimiento de la ley y los jue-
ces y fomentaran su capacidad. En esa resolución se reconoce que 
la violencia contra la mujer tiene repercusiones concretas para ella 
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cuando entra en contacto con el sistema de justicia penal, y afecta 
también su derecho a no sufrir victimización en caso de reclusión. 
La seguridad física y psicológica es decisiva para garantizar el respe-
to de los derechos humanos y mejorar la situación de las delincuen-
tes, que se aborda en las presentes reglas.

10.   Por último, en la Declaración de Bangkok sobre sinergias y res-
puestas: alianzas estratégicas en materia de prevención del delito y 
justicia penal , aprobada por el 11º Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y Justicia Penal el 25 de abril de 2005, 
los Estados Miembros declararon que se comprometían a desarro-
llar y mantener instituciones de justicia penal justas y eficientes, 
lo que incluía el trato humano de todas las personas detenidas en 
centros de prisión preventiva y en establecimientos penitenciarios, 
de conformidad con las normas internacionales aplicables (párr. 8), 
y recomendaron que la Comisión de Prevención del Delito y Justicia 
Penal considerara la posibilidad de revisar la idoneidad de las reglas 
y normas en relación con la administración penitenciaria y los re-
clusos (párr. 30).

11.   Como en el caso de las Reglas mínimas para el tratamiento de 
los reclusos y habida cuenta de la gran diversidad en todo el mundo 
de los aspectos jurídico, social, económico y geográfico, es evidente 
que no todas las reglas siguientes pueden aplicarse de igual modo 
en todas partes y en todo momento. Sin embargo, deberían servir 
para estimular la disposición permanente a superar las dificultades 
prácticas para su aplicación, fundada en la certeza de que reflejan, 
en su conjunto, las aspiraciones generales que a juicio de las Nacio-
nes Unidas se orientan a cumplir el objetivo común de mejorar la 
situación de las reclusas, sus hijos y sus colectividades.

12.   Algunas de las presentes reglas se refieren a cuestiones que 
interesan a reclusos de ambos sexos, como las relativas a las res-
ponsabilidades maternas y paternas, algunos servicios médicos y los 
procedimientos de registro personal, entre otras cosas, pese a que 
en ellas se abordan principalmente las necesidades de las mujeres y 
de sus hijos. Sin embargo, como también se centran en los hijos de 
las mujeres recluidas, se debe reconocer la función determinante de 
ambos padres en la vida de los niños. Por consiguiente, algunas de 
las presentes reglas se aplicarían igualmente a los reclusos y delin-
cuentes que son padres.
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Introducción

13.   Las siguientes reglas no sustituyen en modo alguno a las Reglas 
mínimas para el tratamiento de los reclusos ni las Reglas de Tokio. 
Así pues, todas las disposiciones de esos dos instrumentos siguen 
aplicándose a todos los reclusos y delincuentes sin discriminación.

14.   La Sección I de las presentes reglas, que comprende la adminis-
tración general de las instituciones, se aplica a todas las categorías 
de mujeres privadas de libertad, incluidas las reclusas por causas 
penales o civiles, las condenadas o por juzgar y las que sean objeto 
de “medidas de seguridad” o medidas correctivas ordenadas por un 
juez.

15.   La Sección II contiene normas aplicables únicamente a las cate-
gorías especiales que se abordan en cada subsección. Sin embargo, 
las reglas de la subsección A, que se aplican a las reclusas condena-
das, se aplicarán también a la categoría de las internas a que se re-
fiere la subsección B, siempre que no se contrapongan a las normas 
relativas a esa categoría de mujeres y las favorezcan.

16.   En las subsecciones A y B figuran reglas suplementarias para el 
tratamiento de las menores recluidas. Sin embargo, es importante 
señalar que se deben elaborar por separado estrategias y políticas 
que se ajusten a las normas internacionales, en particular las Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia 
de menores (las Reglas de Beijing) , las Directrices de las Naciones 
Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil (las Directrices 
de Riad) , las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de 
los menores privados de libertad y las Directrices de acción sobre el 
niño en el sistema de justicia penal , para el tratamiento y la rehabi-
litación de esa categoría de mujeres, y se debe evitar en la medida 
de lo posible internarlas en instituciones.

17.   La Sección III contiene reglas que abarcan la aplicación de 
sanciones y medidas no privativas de la libertad a las mujeres de-
lincuentes y las delincuentes juveniles, incluso en el momento de 
su detención, así como en las etapas del procedimiento de justicia 
penal anteriores al juicio, del fallo y posterior a este.

18.  La Sección IV contiene reglas sobre la investigación teórica, la 
planificación, la evaluación, la sensibilización pública y el intercam-
bio de información, y se aplica a todas las categorías de mujeres 
delincuentes comprendidas en las presentes reglas.
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I. Reglas de aplicación general

1. Principio básico

[Complemento del párrafo 6 de las Reglas mínimas para el tratamien-
to de los reclusos].

Regla 1

A fin de poner en práctica el principio de no discriminación consa-
grado en el párrafo 6 de las Reglas mínimas para el tratamiento de 
los reclusos, se deben tener en cuenta las necesidades especiales de 
las reclusas en la aplicación de las presentes Reglas. La atención de 
esas necesidades para lograr en lo sustancial la igualdad entre los 
sexos no deberá considerarse discriminatoria.

2. Ingreso

Regla 2

1. Se deberá prestar atención suficiente a los procedimientos de ingre-
so de mujeres y niños a la institución, por su vulnerabilidad especial 
en ese momento. Se deberán suministrar a las reclusas locales para 
reunirse con sus familiares, así como prestarles asesoramiento jurídi-
co, y proporcionarles información sobre los reglamentos y el régimen 
penitenciario, las instancias a las que recurrir en caso de necesitar 
ayuda, en un idioma que comprendan; en el caso de las extranjeras, 
se deberá también darles acceso a sus representantes consulares;  
2. Antes de su ingreso o en el momento de producirse, se deberá 
permitir a las mujeres con niños a cargo adoptar disposiciones res-
pecto de ellos, previéndose incluso la posibilidad de suspender la 
reclusión por un período razonable, en función del interés superior 
de los niños.

3. Registro

[Complemento del párrafo 7 de las Reglas mínimas para el tratamien-
to de los reclusos].

Regla 3

1. En el momento del ingreso, se deberá consignar el número de 
los hijos de las mujeres que ingresan en prisión y la información 
personal sobre ellos. En los registros deberá constar, sin que ello 
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menoscabe los derechos de la madre, como mínimo el nombre de 
cada niño, su edad y, en caso de que no acompañen a su madre, 
el lugar en que se encuentran y su régimen de tutela o custodia. 
2. Se dará carácter confidencial a toda información relativa a la 
identidad de los niños y al utilizarla se cumplirá invariablemente el 
requisito de tener presente su interés superior.

4. Lugar de reclusión

Regla 4

En la medida de lo posible, las mujeres serán enviadas a cárceles 
cercanas a su hogar o sus centros de rehabilitación social, teniendo 
presentes sus responsabilidades de cuidado de los niños, así como 
sus preferencias y la disponibilidad de programas y servicios apro-
piados.

5. Higiene personal

[Complemento de los párrafos 15 y 16 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos].

Regla 5

Los recintos destinados al alojamiento de las reclusas deberán con-
tar con los medios y artículos necesarios para satisfacer las necesida-
des de higiene propias de su género, incluidas toallas sanitarias gra-
tuitas y el suministro permanente de agua para el cuidado personal 
de niños y mujeres, en particular las que cocinen, las embarazadas y 
las que se encuentren en período de lactancia o menstruación.

6. Servicios de atención sanitaria

[Complemento de los párrafos 22 a 26 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos].

a) Reconocimiento médico en el momento del ingreso

[Complemento del párrafo 24 de las Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos].
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Regla 6

El reconocimiento médico de las reclusas comprenderá un examen 
exhaustivo a fin de determinar sus necesidades básicas de atención 
de salud, así como determinar: 

a) La presencia de enfermedades de transmisión sexual o de trans-
misión sanguínea y, en función de los factores de riesgo, se podrá 
ofrecer también a las reclusas que se sometan a la prueba del VIH, 
impartiéndose orientación previa y posterior;

b) Sus necesidades de atención de salud mental, a fin de detectar, 
entre otras cosas, el trastorno postraumático del estrés y el riesgo de 
suicidio o de lesiones autoinfligidas;

c) El historial de salud reproductiva de la reclusa, incluidos un posi-
ble embarazo en curso y los embarazos anteriores, los partos y todos 
los aspectos conexos; 

d) Posibles problemas de toxicomanía; e

e) Indicio de abuso sexual y otras formas de violencia que hayan 
sufrido las reclusas antes de su ingreso.

Regla 7

1. En caso de determinarse que la reclusa ha sufrido abuso sexual u 
otra forma de violencia antes de su reclusión o durante ella, se le in-
formará de su derecho a recurrir ante las autoridades judiciales. Se 
le informará exhaustivamente de los procedimientos correspondien-
tes y sus etapas. Si la reclusa decide entablar acciones judiciales, se 
notificará de ello a los funcionarios correspondientes y se remitirá 
de inmediato el caso a la autoridad competente para que lo investi-
gue. Las autoridades penitenciarias ayudarán a la mujer a obtener 
asistencia jurídica.

2. Decida o no la mujer entablar acciones judiciales, las autoridades 
penitenciarias se esforzarán por brindarle acceso inmediato a apoyo 
psicológico u orientación especializados.

3. Se elaborarán medidas concretas para evitar todo tipo de repre-
salias contra quien prepare los informes correspondientes o entable 
acciones judiciales.
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Regla 8

En todo momento se respetará el derecho de las reclusas a la confi-
dencialidad de su historial médico, incluido expresamente el dere-
cho a que no se divulgue información a ese respecto y a no someterse 
a reconocimiento en relación con su historial de salud reproductiva.

Regla 9

Si la reclusa está acompañada por un niño, se deberá someter tam-
bién a este a reconocimiento médico, que realizará de preferencia 
un pediatra, a fin de determinar sus necesidades médicas y el trata-
miento, si procede. Se brindará atención médica adecuada, y como 
mínimo equivalente a la que se presta en la comunidad.

b) Atención de salud orientada expresamente a la mujer

Regla 10

1. Se brindarán a las reclusas servicios de atención de salud orienta-
dos expresamente a la mujer y como mínimo equivalentes a los que 
se prestan en la comunidad.

2. Si una reclusa pide que la examine o la trate una médica o enfer-
mera, se accederá a esa petición en la medida de lo posible, excepto 
en las situaciones que requieran intervención médica urgente. Si 
pese a lo solicitado por la reclusa, el reconocimiento es realizado por 
un médico, en él deberá hallarse presente una funcionaria.

Regla 11

1. Durante el reconocimiento médico deberá estar presen-
te únicamente personal médico, a menos que el doctor consi-
dere que existen circunstancias extraordinarias o pida la pre-
sencia del personal penitenciario por razones de seguridad, o 
si la reclusa solicita expresamente la presencia de uno de sus 
miembros, como se indica en el párrafo 2 de la regla 10  supra.  
2. Si durante el reconocimiento médico se requiere la presencia de 
personal penitenciario no médico, dicho personal deberá ser de sexo 
femenino, y el reconocimiento se realizará de manera tal que se 
proteja la intimidad y la dignidad de la reclusa y se mantenga la 
confidencialidad del procedimiento.

c) Atención de salud mental
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Regla 12

Se pondrán a disposición de las reclusas con necesidades de aten-
ción de salud mental, en la prisión o fuera de ella, programas am-
plios de atención de salud y rehabilitación individualizados, sensi-
bles a las cuestiones de género y habilitados para el tratamiento de 
los traumas.

Regla 13

Se deberá sensibilizar al personal penitenciario sobre los posibles 
momentos de especial angustia para las mujeres, a fin de que pue-
da reaccionar correctamente ante su situación y prestarles el apoyo 
correspondiente.

d) Prevención, tratamiento, atención y apoyo en relación con el VIH

Regla 14

Al preparar respuestas ante el VIH/SIDA en las instituciones peni-
tenciarias, los programas y servicios deberán orientarse a las necesi-
dades propias de las mujeres, incluida la prevención de la transmi-
sión de madre a hijo. En ese contexto, las autoridades penitenciarias 
deberán alentar y apoyar la elaboración de iniciativas sobre la pre-
vención, el tratamiento y la atención del VIH, como la educación 
por homólogos.

e) Programas de tratamiento del consumo de drogas

Regla 15

Los servicios sanitarios de las prisiones deberán suministrar o facili-
tar programas de tratamiento especializado para las consumidoras 
de drogas, teniendo en cuenta su posible victimización anterior, las 
necesidades especiales de las mujeres embarazadas y las mujeres 
con hijos y la diversidad de sus respectivos contextos culturales.

f) Prevención del suicidio y las lesiones autoinfligidas

Regla 16

La elaboración y aplicación de estrategias, en consulta con los servi-
cios de atención de salud mental y de asistencia social, para prevenir 
el suicidio y las lesiones autoinfligidas entre las reclusas, y la pres-



POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y EN CONFLICTO CON LA LEY 75

tación de apoyo adecuado, especializado y centrado en sus necesi-
dades a las mujeres en situación de riesgo deberán formar parte de 
una política amplia de atención de salud mental en los centros de 
reclusión para mujeres.

g) Servicios de atención preventiva de salud

Regla 17

Las reclusas recibirán educación e información sobre las medidas de 
atención preventiva de salud, incluso en relación con el VIH y las 
enfermedades de transmisión sexual y de transmisión sanguínea, así 
como sobre los problemas de salud propios de la mujer.

Regla 18

Las reclusas tendrán el mismo acceso que las mujeres de su misma 
edad no privadas de libertad a intervenciones de atención preventi-
va de la salud pertinentes a su género, como pruebas de Papanicolau 
y exámenes para la detección de cáncer de mama y otros tipos de 
cáncer que afecten a la mujer.

7. Seguridad y vigilancia

[Complemento de los párrafos 27 a 36 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos].

a) Registros personales

Regla 19

Se adoptarán medidas efectivas para resguardar la dignidad y ga-
rantizar el respeto de las reclusas durante los registros personales, 
que serán realizados únicamente por personal femenino que haya 
recibido adiestramiento adecuado sobre los métodos apropiados de 
registro personal y con arreglo a procedimientos establecidos.

Regla 20

Se deberán preparar otros métodos de inspección, por ejemplo, de 
escaneo, para sustituir los registros sin ropa y los registros corpora-
les invasivos, a fin de evitar las consecuencias psicológicas dañinas 
y la posible repercusión física de esas inspecciones corporales inva-
sivas.
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Regla 21

Al inspeccionar a los niños que se hallen en prisión junto a sus ma-
dres y a los que visiten a las reclusas, el personal penitenciario de-
berá proceder de manera competente, profesional y respetuosa de 
su dignidad.

b) Disciplina y sanciones

[Complemento de los párrafos 27 a 32 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos].

Regla 22

No se aplicarán las sanciones de aislamiento o segregación discipli-
naria a las mujeres embarazadas, ni a las mujeres con hijos y a las 
madres en período de lactancia.

Regla 23

Las sanciones disciplinarias para las reclusas no comprenderán la 
prohibición del contacto con sus familiares, en particular con sus 
hijos.

c) Medios de coerción

[Complemento de los párrafos 33 y 34 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos].

Regla 24

No se utilizarán medios de coerción en el caso de las mujeres que 
estén por dar a luz ni durante el parto ni en el período inmediata-
mente posterior.

d) Información a las reclusas y quejas recibidas de estas; inspeccio-
nes

[Complemento de los párrafos 35 y 36 y aspectos relativos al párrafo 
55, sobre inspección, de las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos].
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Regla 25

1.	 Las reclusas que denuncien abusos recibirán protección, apo-
yo y orientación inmediatos, y sus denuncias serán investi-
gadas por autoridades competentes e independientes, que 
respetarán plenamente el principio de la confidencialidad. En 
toda medida de protección se tendrá presente expresamente 
el riesgo de represalias.

2.	 Las reclusas que hayan sufrido abuso sexual, en particular las 
que hayan quedado embarazadas, recibirán asesoramiento y 
orientación médicos apropiados, y se les prestará la atención 
de salud física y mental, así como el apoyo y la asistencia ju-
rídica, necesarios.

3.	 A fin de vigilar las condiciones de la reclusión y el tratamiento 
de las reclusas, entre los miembros de las juntas de inspec-
ción, de visita o de supervisión o de los órganos fiscalizadores 
deberán figurar mujeres.

8. Contacto con el mundo exterior

[Complemento de los párrafos 37 a 39 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos].

Regla 26

Se alentará y facilitará por todos los medios razonables el contacto 
de las reclusas con sus familiares, incluidos sus hijos, sus tutores y 
sus representantes legales. Cuando sea posible, se adoptarán medi-
das para reducir los problemas de las mujeres que se hallen reclui-
das en instituciones lejanas de su hogar.

Regla 27

En caso de que se permitan las visitas conyugales, las reclusas ten-
drán el mismo derecho a ellas que los reclusos de sexo masculino.

Regla 28

Las visitas en que se lleve a niños se realizarán en un entorno pro-
picio, incluso por lo que atañe al comportamiento del personal, y en 
ellas se deberá permitir el libre contacto entre la madre y su hijo o 
sus hijos. De ser posible, se deberán alentar las visitas que permitan 
una permanencia prolongada con ellos.
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9. El personal penitenciario y su capacitación

[Complemento de los párrafos 46 a 55 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos].

Regla 29

La capacitación del personal de los centros de reclusión para mu-
jeres deberá ponerlo en condiciones de atender a las necesidades 
especiales de las reclusas a efectos de su reinserción social, así como 
de mantener servicios seguros y propicios para cumplir ese objetivo. 
Las medidas de creación de capacidad para el personal femenino 
deberán comprender también la posibilidad de acceso a puestos su-
periores y de responsabilidad primordial en la elaboración de polí-
ticas y estrategias para el tratamiento de las reclusas y su atención.

Regla 30

En las instancias superiores de la administración penitenciaria debe-
rá existir el compromiso claro y permanente de prevenir y eliminar 
la discriminación por razones de género contra el personal femeni-
no.

Regla 31

Se deberán elaborar y aplicar políticas y reglamentos claros sobre 
el comportamiento del personal penitenciario, a fin de brindar el 
máximo de protección a las reclusas contra todo tipo de violencia 
física o verbal motivada por razones de género, así como de abuso 
y acoso sexual.

Regla 32

El personal penitenciario femenino deberá tener el mismo acceso a 
la capacitación que sus colegas hombres, y todos los funcionarios 
que se ocupen de la administración de los centros de reclusión para 
mujeres recibirán capacitación sobre las cuestiones de género y la 
necesidad de eliminar la discriminación y el acoso sexual.

Regla 33

1.	 El personal que deba ocuparse de las reclusas recibirá capaci-
tación relativa a las necesidades específicas de las reclusas y 
sus derechos humanos.
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2. 	 Se impartirá capacitación básica al personal de los centros de 
reclusión para mujeres sobre las cuestiones principales rela-
tivas a su salud, así como sobre primeros auxilios y procedi-
mientos médicos básicos.

3. 	 Cuando se permita que los niños permanezcan en la cárcel 
con sus madres, se sensibilizará también al personal peniten-
ciario sobre las necesidades de desarrollo del niño y se le im-
partirán nociones básicas sobre su atención sanitaria, a fin de 
que pueda reaccionar correctamente en caso de necesidad y 
de emergencia.

Regla 34

Los planes normalizados de formación del personal penitenciario 
comprenderán programas de capacitación sobre el VIH. Además de 
la prevención y el tratamiento del VIH/SIDA, así como la atención y 
el apoyo a las pacientes, formarán parte de esos planes de estudios 
las cuestiones de género y las relativas a los derechos humanos, con 
especial hincapié en su relación con el VIH y la estigmatización so-
cial y la discriminación que este provoca.

Regla 35

Se adiestrará al personal penitenciario para detectar las necesidades 
de atención de salud mental y el riesgo de lesiones autoinfligidas y 
suicidio entre las reclusas, así como para prestar asistencia y apoyo 
y remitir esos casos a especialistas.

10. Reclusas menores de edad

Regla 36

Las autoridades penitenciarias adoptarán medidas para satisfacer 
las necesidades de protección de las reclusas menores de edad.

Regla 37

Las reclusas menores de edad tendrán el mismo acceso a la educa-
ción y la formación profesional que los reclusos menores de edad.



FUNDACIÓN ARIAS PARA LA PAZ Y EL PROGRESO HUMANO80

Regla 38

Las reclusas menores de edad tendrán acceso a programas y servi-
cios correspondientes a su edad y su género, por ejemplo, de orien-
tación sobre los problemas de abuso o violencia sexual. Recibirán 
educación sobre la atención de salud para la mujer y tendrán el 
mismo acceso permanente a servicios de ginecología que las reclu-
sas adultas.

Regla 39

Las reclusas menores de edad embarazadas recibirán apoyo y aten-
ción médica equivalente a la que se presta a las reclusas adultas. Su 
estado de salud estará sujeto a la vigilancia de un especialista mé-
dico, teniendo en cuenta que por su edad pueden hallarse en mayor 
riesgo de complicaciones durante el embarazo.

II. Reglas aplicables a las categorías especiales

A. Reclusas condenadas

1. Clasificación e individualización

[Complemento de los párrafos 67 a 69 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos].

Regla 40

Los administradores de las prisiones elaborarán y aplicarán métodos 
de clasificación centrados en las necesidades propias de su género 
y la situación de las reclusas, a fin de asegurar la planificación y 
ejecución individualizadas de programas orientados a su pronta re-
habilitación, tratamiento y reinserción social.

Regla 41

Para efectuar una evaluación de riesgos y una clasificación de las 
reclusas en que se tengan presentes las cuestiones de género, se 
deberá:

a) Tener en cuenta que las reclusas plantean un menor riesgo para 
los demás en general, así como los efectos particularmente nocivos 
que pueden tener las medidas de alta seguridad y los grados más 
estrictos de aislamiento en las reclusas;
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b) Posibilitar que a efectos de la distribución de las reclusas y la pla-
nificación del cumplimiento de su condena se tenga presente infor-
mación fundamental sobre sus antecedentes, como las situaciones 
de violencia que hayan sufrido, su posible historial de inestabilidad 
mental y de consumo de sustancias, así como sus responsabilidades 
maternas y de otra índole relativas al cuidado de los niños;

c) Velar por que en el régimen de cumplimiento de su condena se 
incluyan programas y servicios de rehabilitación ajustados a las ne-
cesidades propias de su género;

d) Velar por que se albergue a las reclusas que requieran atención 
de salud mental en recintos no restrictivos y cuyo régimen de segu-
ridad sea lo menos estricto posible, así como por que reciban trata-
miento adecuado en lugar de asignarlas a centros cuyas normas de 
seguridad sean más rigurosas por la exclusiva razón de que tengan 
problemas de salud mental.

2. Régimen penitenciario

[Complemento de los párrafos 65, 66 y 70 a 81 de las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos].

Regla 42

1. Las reclusas tendrán acceso a un programa de actividades amplio 
y equilibrado, en el que se tendrán en cuenta las necesidades pro-
pias de su sexo.

2. El régimen penitenciario permitirá reaccionar con flexibilidad 
ante las necesidades de las mujeres embarazadas, las madres lactan-
tes y las mujeres con hijos. En las prisiones se habilitarán servicios 
o disposiciones para el cuidado del niño, a fin de que las reclusas 
participen en las actividades de la prisión.

3. Se procurará, en particular, establecer programas apropiados 
para las embarazadas, las madres lactantes y las reclusas con hijos.

4. Se procurará también, especialmente, establecer servicios apro-
piados para las reclusas con necesidades de apoyo psicológico, como 
las que hayan sido víctimas de maltrato físico, psicológico o sexual.
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Relaciones sociales y asistencia posterior al encarcelamiento

[Complemento de los párrafos 79 a 81 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos].

Regla 43

Las autoridades penitenciarias alentarán y, de ser posible, facilitarán 
las visitas a las reclusas, como condición previa importante para ga-
rantizar su bienestar psicológico y su reinserción social.

Regla 44

Teniendo presente la posibilidad de que las reclusas hayan sufrido 
un grado extraordinario de violencia en el hogar, se las consultará 
debidamente respecto de las personas, incluidos sus familiares, a las 
que se permita visitarlas.

Regla 45

Las autoridades penitenciarias brindarán en la mayor medida posi-
ble a las reclusas opciones como la visita al hogar, prisiones abiertas, 
albergues de transición y programas y servicios de base comunita-
ria, a fin de facilitar a su paso de la cárcel a la libertad, reducir la 
estigmatización y restablecer lo antes posible su contacto con sus 
familiares.

Regla 46

Las autoridades penitenciarias, en cooperación con los servicios de 
libertad condicional y de asistencia social, los grupos comunitarios 
locales y las organizaciones no gubernamentales, elaborarán y eje-
cutarán programas de reinserción amplios para el período anterior y 
posterior a la puesta en libertad, en los que se tengan en cuenta las 
necesidades específicas de las mujeres.

Regla 47

Tras su puesta en libertad, se prestará apoyo suplementario a las 
mujeres que requieran ayuda psicológica, médica, jurídica y prácti-
ca, en cooperación con los servicios comunitarios, a fin de asegurar 
su reinserción social.
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3. Reclusas embarazadas, lactantes y con hijos en la cárcel

[Complemento del párrafo 23 de las Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos].

Regla 48

1. 	 Las reclusas embarazadas o lactantes recibirán asesoramiento 
sobre su salud y dieta en el marco de un programa que elabo-
rará y supervisará un profesional de la salud. Se suministrará 
gratuitamente a las embarazadas, los bebés, los niños y las 
madres lactantes alimentación suficiente y puntual, en un en-
torno sano en que exista la posibilidad de realizar ejercicios 
físicos habituales.

2. 	 No se impedirá que las reclusas amamanten a sus hijos, a 
menos que existan razones sanitarias concretas para ello.

3. 	 En los programas de tratamiento se tendrán en cuenta las 
necesidades médicas y de alimentación de las reclusas que 
hayan dado a luz recientemente y cuyos bebés no se encuen-
tren con ellas en la prisión.

Regla 49

Toda decisión de permitir que los niños permanezcan con sus ma-
dres en la cárcel se basará en el interés superior del niño. Los niños 
que se encuentren en la cárcel con sus madres no serán tratados 
como reclusos.

Regla 50

Se brindará a las reclusas cuyos hijos se encuentren con ellas el 
máximo de posibilidades de dedicar su tiempo a ellos.

Regla 51

1. Los niños que vivan con sus madres en la cárcel dispondrán de 
servicios permanentes de atención de salud, y su desarrollo estará 
sujeto a la supervisión de especialistas, en colaboración con los ser-
vicios sanitarios de la comunidad.

2. En la medida de lo posible, el entorno previsto para la crianza de 
esos niños será el mismo que el de los niños que no viven en centros 
penitenciarios.
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Regla 52

Las decisiones respecto del momento en que se debe separar a un 
hijo de su madre se adoptarán en función del caso y teniendo pre-
sente el interés superior del niño, con arreglo a la legislación nacio-
nal pertinente.

Toda decisión de retirar al niño de la prisión debe adoptarse con 
delicadeza, y únicamente tras comprobarse que se han adoptado 
disposiciones alternativas para su cuidado y, en el caso de las re-
clusas extranjeras, en consulta con los funcionarios consulares.  
3. En caso de que se separe a los niños de sus madres y se pongan 
a estos al cuidado de familiares o de otras personas o servicios de 
atención, se brindará a las reclusas el máximo posible de posibilida-
des y servicios para reunirse con sus hijos, cuando ello redunde en 
el interés superior de estos y sin afectar el orden público.

4. Extranjeras

[Complemento del párrafo 38 de las Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos].

Regla 53

1. Cuando existan acuerdos bilaterales o multilaterales per-
tinentes, se estudiará la posibilidad de trasladar lo antes po-
sible a las reclusas extranjeras no residentes a su país de ori-
gen, en particular si tienen hijos en él, y en caso de que las 
interesadas lo soliciten o consientan informadamente en ello. 
2. En caso de que se deba retirar de la prisión a un niño que viva con 
una reclusa extranjera no residente, se deberá considerar la posibili-
dad de reubicar a ese niño en su país de origen, teniendo en cuenta 
su interés superior y en consulta con la madre.

5. Grupos minoritarios y pueblos indígenas

Regla 54

Las autoridades penitenciarias reconocerán que las reclusas de di-
versas tradiciones religiosas y culturales tienen distintas necesidades 
y pueden afrontar múltiples formas de discriminación para obtener 
acceso a programas y servicios centrados en cuestiones de género y 
de cultura. Por ello, deberán prever programas y servicios amplios 
en que se aborden esas necesidades, en consulta con las propias 
reclusas y con los grupos correspondientes.
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Regla 55

Se examinarán los servicios de atención anteriores y posteriores a 
la puesta en libertad, a fin de garantizar que resulten apropiados 
y accesibles para las reclusas indígenas y las pertenecientes a de-
terminados grupos étnicos y raciales, en consulta con los grupos 
correspondientes.

B.	 Reclusas en prisión preventiva o en espera de juicio

[Complemento de los párrafos 84 a 93 de las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos].

Regla 56

Las autoridades pertinentes reconocerán el riesgo especial de mal-
trato que afrontan las mujeres en prisión preventiva, y adoptarán las 
medidas adecuadas, de carácter normativo y práctico, para garanti-
zar su seguridad en esa situación (véase también la Regla 58 infra, 
con respecto a las medidas sustitutivas de la prisión preventiva).

III.   Medidas no privativas de la libertad

Regla 57

Las disposiciones de las Reglas de Tokio servirán de orientación para 
la elaboración y puesta en práctica de respuestas apropiadas ante la 
delincuencia femenina. En el marco de los ordenamientos jurídicos 
de los Estados Miembros, se deberán elaborar medidas opcionales y 
alternativas a la prisión preventiva y la condena, concebidas especí-
ficamente para las mujeres delincuentes, teniendo presente el histo-
rial de victimización de muchas de ellas y sus responsabilidades de 
cuidado de los hijos.

Regla 58

Teniendo en cuenta las disposiciones del párrafo 2.3 de las Reglas 
de Tokio, no se separará a las delincuentes de sus parientes y comu-
nidades sin prestar la debida atención a su historial y sus vínculos 
familiares. Cuando proceda y sea posible, se utilizarán mecanismos 
opcionales en el caso de las mujeres que cometan delitos, como me-
didas alternativas y otras que sustituyan a la prisión preventiva y la 
condena.
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Regla 59

En general, se utilizarán medios de protección que no supongan 
privación de la libertad, como albergues administrados por órga-
nos independientes, organizaciones no gubernamentales u otros 
servicios comunitarios, para brindar protección a las mujeres que 
la requieran. Se aplicarán medidas temporales de privación de la li-
bertad para proteger a una mujer únicamente cuando sea necesario 
y lo haya solicitado expresamente la interesada, y en todos los ca-
sos bajo la supervisión de las autoridades judiciales u otros órganos 
competentes. Se dejarán de aplicar esas medidas de protección si se 
opone a ellas la interesada.

Regla 60

Se preverán recursos apropiados a fin de elaborar opciones satis-
factorias para las delincuentes, en las que se conjuguen las medidas 
no privativas de la libertad con intervenciones destinadas a resol-
ver los problemas más habituales por los que las mujeres se ven 
sometidas al sistema de justicia penal. Entre ellas podrán figurar 
cursos terapéuticos y orientación para las víctimas de violencia en el 
hogar y maltrato sexual, tratamiento adecuado para las que sufran 
discapacidad mental y programas de educación y capacitación para 
aumentar sus posibilidades de empleo. En esos programas se tendrá 
presente la necesidad de establecer servicios de atención a los niños 
y otros destinados exclusivamente a la mujer.

Regla 61

Al condenar a las delincuentes, los tribunales tendrán la facultad de 
examinar atenuantes, como la ausencia de historial penal y la leve-
dad relativa y el carácter de su comportamiento delictivo, teniendo 
en cuenta las responsabilidades maternas de las interesadas y sus 
antecedentes característicos.

Regla 62

Se deberá mejorar la prestación de servicios comunitarios de trata-
miento del consumo de drogas en que se tengan presentes las cues-
tiones de género, habilitados para el tratamiento de los traumas y 
destinados exclusivamente a las mujeres, así como el acceso de estas 
a dicho tratamiento, a efectos de la prevención del delito y de la 
adopción de medidas alternativas a la condena.



POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y EN CONFLICTO CON LA LEY 87

1. Disposiciones posteriores a la condena

Regla 63

Al adoptarse decisiones relativas a la puesta en libertad condicional 
anticipada se tendrán en cuenta favorablemente las responsabilida-
des maternas de las reclusas y sus necesidades específicas de rein-
serción social.

2. Embarazadas y mujeres con hijos a cargo

Regla 64

Cuando sea posible y apropiado se preferirá imponer sentencias no 
privativas de la libertad a las embarazadas y las mujeres que ten-
gan hijos a cargo, y se estudiará imponer sentencias privativas de la 
libertad si el delito es grave o violento o si la mujer representa un 
peligro permanente, pero teniendo presentes los intereses superio-
res del hijo o los hijos y velando por que se adopten disposiciones 
apropiadas para el cuidado de esos hijos.

3. Delincuentes juveniles de sexo femenino

Regla 65

Se evitará en la medida de lo posible recluir en instituciones a los ni-
ños en conflicto con la ley. Al adoptar decisiones se tendrá presente 
la vulnerabilidad de las delincuentes juveniles debida a cuestiones 
de género.

4.   Extranjeras

Regla 66

Se procurará en la medida de lo posible ratificar la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y 
el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 
especialmente mujeres y niños, que complementa esa Convención a 
fin de aplicar plenamente sus disposiciones para brindar la máxima 
protección a las víctimas de la trata y evitar la victimización secun-
daria de muchas extranjeras.
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IV.   Investigación, planificación, evaluación 
y sensibilización pública

1. Investigación, planificación y evaluación

Regla 67

Se procurará organizar y promover investigaciones exhaustivas y 
orientadas a los resultados sobre los delitos cometidos por mujeres, 
las razones que las llevan a entrar en conflicto con el sistema de 
justicia penal, la repercusión de la criminalización secundaria y el 
encarcelamiento en las mujeres, y las características de las delin-
cuentes, así como programas orientados a reducir la reincidencia de 
las mujeres, como base para la planificación eficaz, la elaboración 
de programas y la formulación de políticas destinadas a satisfacer 
las necesidades de reinserción social de las delincuentes.

Regla 68

Se procurará organizar y promover investigaciones sobre el núme-
ro de niños afectados por situaciones en que sus madres entren en 
conflicto con el sistema de justicia penal, en particular su encarce-
lamiento, así como sobre la repercusión de este último en ellos, a 
fin de contribuir a la formulación de políticas y la elaboración de 
programas, teniendo en cuenta los intereses superiores de los niños.

Regla 69

Se procurará examinar, evaluar y dar a conocer periódicamente las 
tendencias, los problemas y los factores relacionados con la con-
ducta delictiva de las mujeres y la eficacia con que se atienda a las 
necesidades de reinserción social de las delincuentes y sus hijos, a 
fin de reducir la estigmatización y las repercusiones negativas que 
estos sufran por los conflictos de las mujeres con el sistema de jus-
ticia penal.

2.	 Sensibilización pública, intercambio 
de información y capacitación

Regla 70

1. Se informará a los medios de comunicación y al público sobre las 
razones por las que las mujeres pueden verse en conflicto con el sis-
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tema de justicia penal y sobre las maneras más eficaces de reaccio-
nar ante ello, a fin de posibilitar la reinserción social de las mujeres, 
teniendo presentes los intereses superiores de sus hijos.

2. La publicación y difusión de investigaciones y ejemplos de buenas 
prácticas formarán parte de políticas amplias orientadas a mejorar 
los resultados y la equidad de las reacciones del sistema de justicia 
penal ante las delincuentes y sus hijos.

3. Los medios de información, el público y los profesionales que 
se ocupen de cuestiones relativas a las reclusas y las delincuentes 
recibirán periódicamente información concreta sobre las cuestiones 
abarcadas en las presentes reglas y su aplicación.

4. Se elaborarán y ejecutarán programas de capacitación sobre las 
presentes reglas y las conclusiones de las investigaciones, destinados 
a los funcionarios pertinentes de la justicia penal, a fin de aumentar 
su sensibilización sobre las disposiciones contenidas en ellas.

4.3 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las 
Personas en Condición de Vulnerabilidad

Exposición de motivos

La Cumbre Judicial Iberoamericana, dentro del marco de los traba-
jos de su XIV edición, ha considerado necesaria la elaboración de 
unas Reglas Básicas relativas al acceso a la justicia de las personas 
que se encuentran en condición de vulnerabilidad. De esta manera, 
se desarrollan los principios recogidos en la “Carta de Derechos de 
las Personas ante la Justicia en el Espacio Judicial Iberoamericano” 
(Cancún 2002), específicamente los que se incluyen en la parte ti-
tulada “Una justicia que protege a los más débiles” (apartados 23 a 
34).

En los trabajos preparatorios de estas Reglas también han participa-
do las principales redes iberoamericanas de operadores y servidores 
del sistema judicial: la Asociación Iberoamericana de Ministerios 
Públicos, la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas, la 
Federación Iberoamericana de Ombudsman y la Unión Iberoame-
ricana de Colegios y Agrupaciones de Abogados. Sus aportaciones 
han enriquecido de forma indudable el contenido del presente do-
cumento.
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El sistema judicial se debe configurar, y se está configurando, como 
un instrumento para la defensa efectiva de los derechos de las per-
sonas en condición de vulnerabilidad. Poca utilidad tiene que el Es-
tado reconozca formalmente un derecho si su titular no puede ac-
ceder de forma efectiva al sistema de justicia para obtener la tutela 
de dicho derecho.

Si bien la dificultad de garantizar la eficacia de los derechos afecta 
con carácter general a todos los ámbitos de la política pública, es 
aún mayor cuando se trata de personas en condición de vulnerabi-
lidad dado que éstas encuentran obstáculos mayores para su ejerci-
cio. Por ello, se deberá llevar a cabo una actuación más intensa para 
vencer, eliminar o mitigar dichas limitaciones. De esta manera, el 
propio sistema de justicia puede contribuir de forma importante a 
la reducción de las desigualdades sociales, favoreciendo la cohesión 
social.

Las presentes Reglas no se limitan a establecer unas bases de re-
flexión sobre los problemas del acceso a la justicia de las personas 
en condición de vulnerabilidad, sino que también recogen recomen-
daciones para los órganos públicos y para quienes prestan sus servi-
cios en el sistema judicial. No solamente se refieren a la promoción 
de políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia de estas 
personas, sino también al trabajo cotidiano de todos los servidores y 
operadores del sistema judicial y quienes intervienen de una u otra 
forma en su funcionamiento.

Este documento se inicia con un Capítulo que, tras concretar su fi-
nalidad, define tanto sus beneficiarios como sus destinatarios. El 
siguiente Capítulo contiene una serie de reglas aplicables a aquellas 
personas en condición de vulnerabilidad que han de acceder o han 
accedido a la justicia, como parte del proceso, para la defensa de 
sus derechos. Posteriormente contiene aquellas reglas que resultan 
de aplicación a cualquier persona en condición de vulnerabilidad 
que participe en un acto judicial, ya sea como parte que ejercita 
una acción o que defiende su derecho frente a una acción, ya sea en 
calidad de testigo, víctima o en cualquier otra condición. El último 
Capítulo contempla una serie de medidas destinadas a fomentar la 
efectividad de estas Reglas, de tal manera que puedan contribuir de 
manera eficaz a la mejora de las condiciones de acceso a la justicia 
de las personas en condición de vulnerabilidad.
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La Cumbre Judicial Iberoamericana es consciente de que la promo-
ción de una efectiva mejora del acceso a la justicia exige una serie 
de medidas dentro de la competencia del poder judicial. Asimis-
mo, y teniendo en cuenta la importancia del presente documento 
para garantizar el acceso a la justicia de las personas en condición 
de vulnerabilidad, se recomienda a todos los poderes públicos que, 
cada uno dentro de su respectivo ámbito de competencia, promue-
van reformas legislativas y adopten medidas que hagan efectivo el 
contenido de estas Reglas. Asimismo, se hace un llamamiento a las 
Organizaciones Internacionales y Agencias de Cooperación para que 
tengan en cuenta estas Reglas en sus actividades, incorporándolas 
en los distintos programas y proyectos de modernización del siste-
ma judicial en que participen.

Capítulo I: Preliminar

Sección 1ª.- Finalidad

(1) Las presentes Reglas tienen como objetivo garantizar las condi-
ciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición 
de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el conjun-
to de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas 
personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial.

(2) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación y 
fortalecimiento de políticas públicas que garanticen el acceso a la 
justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

Los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las 
personas en condición de vulnerabilidad un trato adecuado a sus 
circunstancias singulares.

Asimismo, se recomienda priorizar actuaciones destinadas a facilitar 
el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren en 
situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia de 
varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.

Sección 2ª.- Beneficiarios de las Reglas

1.- Concepto de las personas en situación de vulnerabilidad

(3) Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas 
que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por cir-
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cunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran 
especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de 
justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.

(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las si-
guientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades 
indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el despla-
zamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad.

La concreta determinación de las personas en condición de vulnera-
bilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o 
incluso de su nivel de desarrollo social y económico.

2.- Edad

(5) Se considera niño, niña y adolescente a toda persona menor de 
dieciocho años de edad, salvo que haya alcanzado antes la mayoría 
de edad en virtud de la legislación nacional aplicable.

Todo niño, niña y adolescente debe ser objeto de una especial tutela 
por parte de los órganos del sistema de justicia en consideración a 
su desarrollo evolutivo.

(6) El envejecimiento también puede constituir una causa de vulne-
rabilidad cuando la persona adulta mayor encuentre especiales di-
ficultades, atendiendo a sus capacidades funcionales, para ejercitar 
sus derechos ante el sistema de justicia.

3.- Discapacidad

(7) Se entiende por discapacidad la deficiencia física, mental o sen-
sorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la 
capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida 
diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico 
y social.

(8) Se procurará establecer las condiciones necesarias para garanti-
zar la accesibilidad de las personas con discapacidad al sistema de 
justicia, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar todos 
los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos 
que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, 
privacidad y comunicación.
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4.- Pertenencia a comunidades indígenas

(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pue-
den encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan 
sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las 
condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos 
indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante dicho 
sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en 
su origen o identidad indígenas. Los poderes judiciales asegurarán 
que el trato que reciban por parte de los órganos de la administra-
ción de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, lengua y 
tradiciones culturales.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las for-
mas de resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, 
propiciando su armonización con el sistema de administración de 
justicia estatal.

5.- Victimización

(10) A efectos de las presentes Reglas, se considera víctima toda 
persona física que ha sufrido un daño ocasionado por una infracción 
penal, incluida tanto la lesión física o psíquica, como el sufrimiento 
moral y el perjuicio económico. El término víctima también podrá 
incluir, en su caso, a la familia inmediata o a las personas que están 
a cargo de la víctima directa.

(11) Se considera en condición de vulnerabilidad aquella víctima 
del delito que tenga una relevante limitación para evitar o mitigar 
los daños y perjuicios derivados de la infracción penal o de su con-
tacto con el sistema de justicia, o para afrontar los riesgos de sufrir 
una nueva victimización. La vulnerabilidad puede proceder de sus 
propias características personales o bien de las circunstancias de la 
infracción penal. Destacan a estos efectos, entre otras víctimas, las 
personas menores de edad, las víctimas de violencia doméstica o 
intrafamiliar, las víctimas de delitos sexuales, los adultos mayores, 
así como los familiares de víctimas de muerte violenta.

(12) Se alentará la adopción de aquellas medidas que resulten ade-
cuadas para mitigar los efectos negativos del delito (victimización 
primaria) Asimismo procurarán que el daño sufrido por la víctima 
del delito no se vea incrementado como consecuencia de su contac-
to con el sistema de justicia (victimización secundaria).
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Y procurarán garantizar, en todas las fases de un procedimiento pe-
nal, la protección de la integridad física y psicológica de las víctimas, 
sobre todo a favor de aquéllas que corran riesgo de intimidación, de 
represalias o de victimización reiterada o repetida (una misma per-
sona es víctima de más de una infracción penal durante un periodo 
de tiempo). También podrá resultar necesario otorgar una protec-
ción particular a aquellas víctimas que van a prestar testimonio en 
el proceso judicial. Se prestará una especial atención en los casos de 
violencia intrafamiliar, así como en los momentos en que sea puesta 
en libertad la persona a la que se le atribuye la comisión del delito.

6.- Migración y desplazamiento interno

(13) El desplazamiento de una persona fuera del territorio del Esta-
do de su nacionalidad puede constituir una causa de vulnerabilidad, 
especialmente en los supuestos de los trabajadores migratorios y 
sus familiares. Se considera trabajador migratorio toda persona que 
vaya a realizar, realice o haya realizado una actividad remunerada 
en un Estado del que no sea nacional. Asimismo, se reconocerá una 
protección especial a los beneficiarios del estatuto de refugiado con-
forme a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, 
así como a los solicitantes de asilo.

(14) También pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad 
los desplazados internos, entendidos como personas o grupos de 
personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de 
su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como 
resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de si-
tuaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos 
humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser huma-
no, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente 
reconocida.

7.- Pobreza

(15) La pobreza constituye una causa de exclusión social, tanto en 
el plano económico como en los planos social y cultural, y supo-
ne un serio obstáculo para el acceso a la justicia especialmente en 
aquellas personas en las que también concurre alguna otra causa de 
vulnerabilidad.

(16) Se promoverá la cultura o alfabetización jurídica de las perso-
nas en situación de pobreza, así como las condiciones para mejorar 
su efectivo acceso al sistema de justicia.
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8.- Género

(17) La discriminación que la mujer sufre en determinados ámbitos 
supone un obstáculo para el acceso a la justicia, que se ve agravado 
en aquellos casos en los que concurra alguna otra causa de vulne-
rabilidad.

(18) Se entiende por discriminación contra la mujer toda distinción, 
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio 
por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base 
de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil o en cualquier otra esfera.

(19) Se considera violencia contra la mujer cualquier acción o con-
ducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público 
como en el privado, mediante el empleo de la violencia física o psí-
quica.

(20) Se impulsarán las medidas necesarias para eliminar la discri-
minación contra la mujer en el acceso al sistema de justicia para la 
tutela de sus derechos e intereses legítimos, logrando la igualdad 
efectiva de condiciones.

Se prestará una especial atención en los supuestos de violencia con-
tra la mujer, estableciendo mecanismos eficaces destinados a la pro-
tección de sus bienes jurídicos, al acceso a los procesos judiciales y 
a su tramitación ágil y oportuna.

9.- Pertenencia a minorías

(21) Puede constituir una causa de vulnerabilidad la pertenencia de 
una persona a una minoría nacional o étnica, religiosa y lingüística, 
debiéndose respetar su dignidad cuando tenga contacto con el sis-
tema de justicia.

10.- Privación de libertad

(22) La privación de la libertad, ordenada por autoridad pública 
competente, puede generar dificultades para ejercitar con plenitud 
ante el sistema de justicia el resto de derechos de los que es titular la 
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persona privada de libertad, especialmente cuando concurre alguna 
causa de vulnerabilidad enumerada en los apartados anteriores.

(23) A efectos de estas Reglas, se considera privación de libertad la 
que ha sido ordenada por autoridad pública, ya sea por motivo de 
la investigación de un delito, por el cumplimiento de una condena 
penal, por enfermedad mental o por cualquier otro motivo.

Sección 3ª.- Destinatarios: actores del sistema de justicia

(24) Serán destinatarios del contenido de las presentes Reglas:

a)	 Los responsables del diseño, implementación y evaluación de 
políticas públicas dentro del sistema judicial;

b) 	 Los Jueces, Fiscales, Defensores Públicos, Procuradores y de-
más servidores que laboren en el sistema de Administración 
de Justicia de conformidad con la legislación interna de cada 
país;

c) 	 Los Abogados y otros profesionales del Derecho, así como los 
Colegios y Agrupaciones de Abogados;

d) 	 Las personas que desempeñan sus funciones en las institucio-
nes de Ombudsman.

e) 	 Policías y servicios penitenciarios.

f) 	 Y, con carácter general, todos los operadores del sistema judi-
cial y quienes intervienen de una u otra forma en su funcio-
namiento.

Capítulo II: Efectivo acceso a la justicia 
para la defensa de los derechos

El presente Capítulo es aplicable a aquellas personas en condición 
de vulnerabilidad que han de acceder o han accedido a la justicia, 
como parte del proceso, para la defensa de sus derechos.

(25) Se promoverán las condiciones necesarias para que la tutela ju-
dicial de los derechos reconocidos por el ordenamiento sea efectiva, 
adoptando aquellas medidas que mejor se adapten a cada condición 
de vulnerabilidad.
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Sección 1ª.- Cultura jurídica

(26) Se promoverán actuaciones destinadas a proporcionar infor-
mación básica sobre sus derechos, así como los procedimientos y 
requisitos para garantizar un efectivo acceso a la justicia de las per-
sonas en condición de vulnerabilidad.

(27) Se incentivará la participación de funcionarios y operadores 
del sistema de justicia en la labor de diseño, divulgación y capacita-
ción de una cultura cívica jurídica, en especial de aquellas personas 
que colaboran con la administración de justicia en zonas rurales y 
en áreas desfavorecidas de las grandes ciudades.

Sección 2ª.- Asistencia legal y defensa pública

1.- Promoción de la asistencia técnico jurídica de la persona 
en condición de vulnerabilidad

(28) Se constata la relevancia del asesoramiento técnico-jurídico 
para la efectividad de los derechos de las personas en condición de 
vulnerabilidad:

•	 En el ámbito de la asistencia legal, es decir, la consulta jurí-
dica sobre toda cuestión susceptible de afectar a los derechos 
o intereses legítimos de la persona en condición de vulne-
rabilidad, incluso cuando aún no se ha iniciado un proceso 
judicial;

•	 En el ámbito de la defensa, para defender derechos en el pro-
ceso ante todas las jurisdicciones y en todas las instancias 
judiciales;

•	 Y en materia de asistencia letrada al detenido.

(29) Se destaca la conveniencia de promover la política pública 
destinada a garantizar la asistencia técnico-jurídica de la persona 
vulnerable para la defensa de sus derechos en todos los órdenes 
jurisdiccionales: ya sea a través de la ampliación de funciones de 
la Defensoría Pública, no solamente en el orden penal sino también 
en otros órdenes jurisdiccionales; ya sea a través de la creación de 
mecanismos de asistencia letrada: consultorías jurídicas con la par-
ticipación de las universidades, casas de justicia, intervención de 
colegios o barras de abogados…
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Todo ello sin perjuicio de la revisión de los procedimientos y los 
requisitos procesales como forma de facilitar el acceso a la justicia, 
a la que se refiere la Sección 4ª del presente Capítulo.

2.- Asistencia de calidad, especializada y gratuita

(30) Se resalta la necesidad de garantizar una asistencia técnico-ju-
rídica de calidad y especializada. A tal fin, se promoverán instru-
mentos destinados al control de la calidad de la asistencia.

(31) Se promoverán acciones destinadas a garantizar la gratuidad 
de la asistencia técnico-jurídica de calidad a aquellas personas que 
se encuentran en la imposibilidad de afrontar los gastos con sus 
propios recursos y condiciones.

Sección 3ª.- Derecho a intérprete

(32) Se garantizará el uso de intérprete cuando el extranjero que no 
conozca la lengua o lenguas oficiales ni, en su caso, la lengua oficial 
propia de la comunidad, hubiese de ser interrogado o prestar alguna 
declaración, o cuando fuere preciso darle a conocer personalmente 
alguna resolución.

Sección 4ª.- Revisión de los procedimientos y los requisitos 
procesales como forma de facilitar el acceso a la justicia

(33) Se revisarán las reglas de procedimiento para facilitar el acceso 
de las personas en condición de vulnerabilidad, adoptando aquellas 
medidas de organización y de gestión judicial que resulten condu-
centes a tal fin.

1.- Medidas procesales

Dentro de esta categoría se incluyen aquellas actuaciones que afec-
tan la regulación del procedimiento, tanto en lo relativo a su trami-
tación, como en relación con los requisitos exigidos para la práctica 
de los actos procesales.

(34) Requisitos de acceso al proceso y legitimación

Se propiciarán medidas para la simplificación y divulgación de los 
requisitos exigidos por el ordenamiento para la práctica de determi-
nados actos, a fin de favorecer el acceso a la justicia de las personas 
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en condición de vulnerabilidad, y sin perjuicio de la participación de 
otras instancias que puedan coadyuvar en el ejercicio de acciones en 
defensa de los derechos de estas personas.

(35) Oralidad

Se promoverá la oralidad para mejorar las condiciones de celebra-
ción de las actuaciones judiciales contempladas en el Capítulo III 
de las presentes Reglas, y favorecer una mayor agilidad en la tra-
mitación del proceso, disminuyendo los efectos del retraso de la re-
solución judicial sobre la situación de las personas en condición de 
vulnerabilidad.

(36) Formularios

Se promoverá la elaboración de formularios de fácil manejo para el 
ejercicio de determinadas acciones, estableciendo las condiciones 
para que los mismos sean accesibles y gratuitos para las personas 
usuarias, especialmente en aquellos supuestos en los que no sea pre-
ceptiva la asistencia letrada.

(37) Anticipo jurisdiccional de la prueba

Se recomienda la adaptación de los procedimientos para permitir la 
práctica anticipada de la prueba en la que participe la persona en 
condición de vulnerabilidad, para evitar la reiteración de declara-
ciones, e incluso la práctica de la prueba antes del agravamiento de 
la discapacidad o de la enfermedad. A estos efectos, puede resultar 
necesaria la grabación en soporte audiovisual del acto procesal en el 
que participe la persona en condición de vulnerabilidad, de tal ma-
nera que pueda reproducirse en las sucesivas instancias judiciales.

2.- Medidas de organización y gestión judicial

Dentro de esta categoría cabe incluir aquellas políticas y medidas 
que afecten a la organización y modelos de gestión de los órganos 
del sistema judicial, de tal manera que la propia forma de organi-
zación del sistema de justicia facilite el acceso a la justicia de las 
personas en condición de vulnerabilidad. Estas políticas y medidas 
podrán resultar de aplicación tanto a jueces profesionales como a 
jueces no profesionales.

(38) Agilidad y prioridad
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Se adoptarán las medidas necesarias para evitar retrasos en la tra-
mitación de las causas, garantizando la pronta resolución judicial, 
así como una ejecución rápida de lo resuelto. Cuando las circuns-
tancias de la situación de vulnerabilidad lo aconsejen, se otorgará 
prioridad en la atención, resolución y ejecución del caso por parte 
de los órganos del sistema de justicia.

(39) Coordinación

Se establecerán mecanismos de coordinación intrainstitucionales e 
interinstitucionales, orgánicos y funcionales, destinados a gestionar 
las interdependencias de las actuaciones de los diferentes órganos y 
entidades, tanto públicas como privadas, que forman parte o parti-
cipan en el sistema de justicia.

(40) Especialización

Se adoptarán medidas destinadas a la especialización de los profe-
sionales, operadores y servidores del sistema judicial para la aten-
ción de las personas en condición de vulnerabilidad.

En las materias en que se requiera, es conveniente la atribución de 
los asuntos a órganos especializados del sistema judicial.

(41) Actuación interdisciplinaria

Se destaca la importancia de la actuación de equipos multidiscipli-
narios, conformados por profesionales de las distintas áreas, para 
mejorar la respuesta del sistema judicial ante la demanda de justicia 
de una persona en condición de vulnerabilidad.

(42) Proximidad

Se promoverá la adopción de medidas de acercamiento de los servi-
cios del sistema de justicia a aquellos grupos de población que, de-
bido a las circunstancias propias de su situación de vulnerabilidad, 
se encuentran en lugares geográficamente lejanos o con especiales 
dificultades de comunicación.

Sección 5ª.- Medios alternativos de resolución de conflictos

1.- Formas alternativas y personas en condición de vulnerabi-
lidad
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(43) Se impulsarán las formas alternativas de resolución de conflic-
tos en aquellos supuestos en los que resulte apropiado, tanto antes 
del inicio del proceso como durante la tramitación del mismo. La 
mediación, la conciliación, el arbitraje y otros medios que no impli-
quen la resolución del conflicto por un tribunal, pueden contribuir 
a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de determinados 
grupos de personas en condición de vulnerabilidad, así como a des-
congestionar el funcionamiento de los servicios formales de justicia.

(44) En todo caso, antes de iniciar la utilización de una forma al-
ternativa en un conflicto concreto, se tomarán en consideración las 
circunstancias particulares de cada una de las personas afectadas, 
especialmente si se encuentran en alguna de las condiciones o situa-
ciones de vulnerabilidad contempladas en estas Reglas. Se fomenta-
rá la capacitación de los mediadores, árbitros y otras personas que 
intervengan en la resolución del conflicto.

2.- Difusión e información

(45) Se deberá promover la difusión de la existencia y característi-
cas de estos medios entre los grupos de población que resulten sus 
potenciales usuarios cuando la ley permita su utilización.

(46) Cualquier persona vulnerable que participe en la resolución 
de un conflicto mediante cualquiera de estos medios deberá ser in-
formada, con carácter previo, sobre su contenido, forma y efectos. 
Dicha información se suministrará de conformidad con lo dispuesto 
por la Sección 1ª del Capítulo III de las presentes reglas.

3.- Participación de las personas en condición de vulnerabili-
dad en la Resolución Alternativa de Conflictos

(47) Se promoverá la adopción de medidas específicas que permitan 
la participación de las personas en condición de vulnerabilidad en 
el mecanismo elegido de Resolución Alternativa de Conflictos, tales 
como la asistencia de profesionales, participación de intérpretes, o 
la intervención de la autoridad parental para los menores de edad 
cuando sea necesaria.

La actividad de Resolución Alternativa de Conflictos debe llevarse a 
cabo en un ambiente seguro y adecuado a las circunstancias de las 
personas que participen.
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Sección 6ª.- Sistema de resolución de conflictos dentro de las 
comunidades indígenas

(48) Con fundamento en los instrumentos internacionales en la ma-
teria, resulta conveniente estimular las formas propias de justicia en 
la resolución de conflictos surgidos en el ámbito de la comunidad 
indígena, así como propiciar la armonización de los sistemas de ad-
ministración de justicia estatal e indígena basada en el principio de 
respeto mutuo y de conformidad con las normas internacionales de 
derechos humanos.

(49) Además serán de aplicación las restantes medidas previstas en 
estas Reglas en aquellos supuestos de resolución de conflictos fuera 
de la comunidad indígena por parte del sistema de administración 
de justicia estatal, donde resulta asimismo conveniente abordar los 
temas relativos al peritaje cultural y al derecho a expresarse en el 
propio idioma.

Capítulo III: Celebración de Actos Judiciales

El contenido del presente Capítulo resulta de aplicación a cualquier 
persona en condición de vulnerabilidad que participe en un acto 
judicial, ya sea como parte o en cualquier otra condición.

(50) Se velará para que en toda intervención en un acto judicial se 
respete la dignidad de la persona en condición de vulnerabilidad, 
otorgándole un trato específico adecuado a las circunstancias pro-
pias de su situación.

Sección 1ª.- Información procesal o jurisdiccional

(51) Se promoverán las condiciones destinadas a garantizar que la 
persona en condición de vulnerabilidad sea debidamente informada 
sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso ju-
dicial, en forma adaptada a las circunstancias determinantes de su 
vulnerabilidad.

1.- Contenido de la información

(52) Cuando la persona vulnerable participe en una actuación ju-
dicial, en cualquier condición, será informada sobre los siguientes 
extremos:
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• 	 La naturaleza de la actuación judicial en la que va a partici-
par.

• 	 Su papel dentro de dicha actuación.

• 	 El tipo de apoyo que puede recibir en relación con la concreta 
actuación, así como la información de qué organismo o insti-
tución puede prestarlo.

(53) Cuando sea parte en el proceso, o pueda llegar a serlo, tendrá 
derecho a recibir aquella información que resulte pertinente para 
la protección de sus intereses. Dicha información deberá incluir al 
menos:

• 	 El tipo de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de 
las actuaciones judiciales.

•	 Los derechos que puede ejercitar en el seno del proceso.

•	 La forma y condiciones en las que puede acceder a asesora-
miento jurídico o a la asistencia técnico-jurídica gratuita en 
los casos en los que esta posibilidad sea contemplada por el 
ordenamiento existente.

•	 El tipo de servicios u organizaciones a las que puede dirigirse 
para recibir apoyo.

2.- Tiempo de la información

(54) Se deberá prestar la información desde el inicio del proceso y 
durante toda su tramitación, incluso desde el primer contacto con 
las autoridades policiales cuando se trate de un procedimiento pe-
nal.

3.- Forma o medios para el suministro de la información

(55) La información se prestará de acuerdo a las circunstancias de-
terminantes de la condición de vulnerabilidad, y de manera tal que 
se garantice que llegue a conocimiento de la persona destinataria. 
Se resalta la utilidad de crear o desarrollar oficinas de información u 
otras entidades creadas al efecto. Asimismo, resultan destacables las 
ventajas derivadas de la utilización de las nuevas tecnologías para 
posibilitar la adaptación a la concreta situación de vulnerabilidad.
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4.- Disposiciones específicas relativas a la víctima

(56) Se promoverá que las víctimas reciban información sobre los 
siguientes elementos del proceso jurisdiccional:

•	 Posibilidades de obtener la reparación del daño sufrido.

• 	 Lugar y modo en que pueden presentar una denuncia o escri-
to en el que ejercite una acción.

• 	 Curso dado a su denuncia o escrito.

• 	 Fases relevantes del desarrollo del proceso.

• 	 Resoluciones que dicte el órgano judicial.

(57) Cuando exista riesgo para los bienes jurídicos de la víctima, se 
procurará informarle de todas las decisiones judiciales que puedan 
afectar a su seguridad y, en todo caso, de aquéllas que se refieran a 
la puesta en libertad de la persona inculpada o condenada, especial-
mente en los supuestos de violencia intrafamiliar.

Sección 2ª.- Comprensión de actuaciones judiciales

(58) Se adoptarán las medidas necesarias para reducir las dificul-
tades de comunicación que afecten a la comprensión del acto judi-
cial en el que participe una persona en condición de vulnerabilidad, 
garantizando que ésta pueda comprender su alcance y significado.

1.- Notificaciones y requerimientos

(59) En las notificaciones y requerimientos, se usarán términos y 
estructuras gramaticales simples y comprensibles, que respondan a 
las necesidades particulares de las personas en condición de vulne-
rabilidad incluidas en estas Reglas. Asimismo, se evitarán expresio-
nes o elementos intimidatorios, sin perjuicio de las ocasiones en que 
resulte necesario el uso de expresiones conminatorias.

2.- Contenido de las resoluciones judiciales

(60) En las resoluciones judiciales se emplearán términos y cons-
trucciones sintácticas sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico.
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3.- Comprensión de actuaciones orales

(61) Se fomentarán los mecanismos necesarios para que la persona 
en condición de vulnerabilidad comprenda los juicios, vistas, com-
parecencias y otras actuaciones judiciales orales en las que partici-
pe, teniéndose presente el contenido del apartado 3 de la Sección 3ª 
del presente Capítulo,

Sección 3ª.- Comparecencia en dependencias judiciales

(62) Se velará para que la comparecencia en actos judiciales de una 
persona en condición de vulnerabilidad se realice de manera ade-
cuada a las circunstancias propias de dicha condición.

1.- Información sobre la comparecencia

(63) Con carácter previo al acto judicial, se procurará proporcionar 
a la persona en condición de vulnerabilidad información directa-
mente relacionada con la forma de celebración y contenido de la 
comparecencia, ya sea sobre la descripción de la sala y de las per-
sonas que van a participar, ya sea destinada a la familiarización con 
los términos y conceptos legales, así como otros datos relevantes al 
efecto.

2.- Asistencia

(64) Previa a la celebración del acto

Se procurará la prestación de asistencia por personal especializado 
(profesionales en Psicología, Trabajo Social, intérpretes, traductores 
u otros que se consideren necesarios) destinada a afrontar las pre-
ocupaciones y temores ligados a la celebración de la vista judicial.

(65) Durante el acto judicial

Cuando la concreta situación de vulnerabilidad lo aconseje, la decla-
ración y demás actos procesales se llevarán a cabo con la presencia 
de un profesional, cuya función será la de contribuir a garantizar los 
derechos de la persona en condición de vulnerabilidad.

También puede resultar conveniente la presencia en el acto de una 
persona que se configure como referente emocional de quien se en-
cuentra en condición de vulnerabilidad.
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3.- Condiciones de la comparecencia

Lugar de la comparecencia

(66) Resulta conveniente que la comparecencia tenga lugar en un 
entorno cómodo, accesible, seguro y tranquilo.

(67) Para mitigar o evitar la tensión y angustia emocional, se procu-
rará evitar en lo posible la coincidencia en dependencias judiciales 
de la víctima con el inculpado del delito; así como la confrontación 
de ambos durante la celebración de actos judiciales, procurando la 
protección visual de la víctima.

Tiempo de la comparecencia

(68) Se procurará que la persona vulnerable espere el menor tiempo 
posible para la celebración del acto judicial.

Los actos judiciales deben celebrarse puntualmente.

Cuando esté justificado por las razones concurrentes, podrá otorgar-
se preferencia o prelación a la celebración del acto judicial en el que 
participe la persona en condición de vulnerabilidad.

(69) Es aconsejable evitar comparecencias innecesarias, de tal 
manera que solamente deberán comparecer cuando resulte estric-
tamente necesario conforme a la normativa jurídica. Se procurará 
asimismo la concentración en el mismo día de la práctica de las 
diversas actuaciones en las que deba participar la misma persona.

(70) Se recomienda analizar la posibilidad de preconstituir la prue-
ba o anticipo jurisdiccional de la prueba, cuando sea posible de con-
formidad con el Derecho aplicable.

(71) En determinadas ocasiones podrá procederse a la grabación en 
soporte audiovisual del acto, cuando ello pueda evitar que se repita 
su celebración en sucesivas instancias judiciales.

Forma de comparecencia

(72) Se procurará adaptar el lenguaje utilizado a las condiciones 
de la persona en condición de vulnerabilidad, tales como la edad, 
el grado de madurez, el nivel educativo, la capacidad intelectiva, 
el grado de discapacidad o las condiciones socioculturales. Se debe 
procurar formular preguntas claras, con una estructura sencilla
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(73) Quienes participen en el acto de comparecencia deben evitar 
emitir juicios o críticas sobre el comportamiento de la persona, es-
pecialmente en los casos de víctimas del delito.

(74) Cuando sea necesario se protegerá a la persona en condición 
de vulnerabilidad de las consecuencias de prestar declaración en au-
diencia pública, podrá plantearse la posibilidad de que su participa-
ción en el acto judicial se lleve a cabo en condiciones que permitan 
alcanzar dicho objetivo, incluso excluyendo su presencia física en el 
lugar del juicio o de la vista, siempre que resulte compatible con el 
Derecho del país.

A tal efecto, puede resultar de utilidad el uso del sistema de video-
conferencia o del circuito cerrado de televisión.

4.- Seguridad de las víctimas en condición de vulnerabilidad

(75) Se recomienda adoptar las medidas necesarias para garantizar 
una protección efectiva de los bienes jurídicos de las personas en 
condición de vulnerabilidad que intervengan en el proceso judicial 
en calidad de víctimas o testigos; así como garantizar que la víctima 
sea oída en aquellos procesos penales en los que estén en juego sus 
intereses.

(76) Se prestará especial atención en aquellos supuestos en los que 
la persona está sometida a un peligro de victimización reiterada o 
repetida, tales como víctimas amenazadas en los casos de delincuen-
cia organizada, menores víctimas de abuso sexual o malos tratos, y 
mujeres víctimas de violencia dentro de la familia o de la pareja.

5.- Accesibilidad de las personas con discapacidad

(77) Se facilitará la accesibilidad de las personas con discapacidad a 
la celebración del acto judicial en el que deban intervenir, y se pro-
moverá en particular la reducción de barreras arquitectónicas, faci-
litando tanto el acceso como la estancia en los edificios judiciales.

6.- Participación de niños, niñas y adolescentes en actos judi-
ciales

(78) En los actos judiciales en los que participen menores se debe 
tener en cuenta su edad y desarrollo integral, y en todo caso:
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• 	 Se deberán celebrar en una sala adecuada.

• 	 Se deberá facilitar la comprensión, utilizando un lenguaje 
sencillo.

• 	 Se deberán evitar todos los formalismos innecesarios, tales 
como la toga, la distancia física con el tribunal y otros simila-
res.

7.- Integrantes de comunidades indígenas

(79) En la celebración de los actos judiciales se respetará la dig-
nidad, las costumbres y las tradiciones culturales de las personas 
integrantes de comunidades indígenas, conforme a la legislación 
interna de cada país.

Sección 4ª.- Protección de la intimidad

1.- Reserva de las actuaciones judiciales

(80) Cuando el respeto de los derechos de la persona en condición 
de vulnerabilidad lo aconseje, podrá plantearse la posibilidad de 
que las actuaciones jurisdiccionales orales y escritas no sean públi-
cas, de tal manera que solamente puedan acceder a su contenido las 
personas involucradas.

2.- Imagen

(81) Puede resultar conveniente la prohibición de la toma y difusión 
de imágenes, ya sea en fotografía o en vídeo, en aquellos supuestos 
en los que pueda afectar de forma grave a la dignidad, a la situación 
emocional o a la seguridad de la persona en condición de vulnera-
bilidad.

(82) En todo caso, no debe estar permitida la toma y difusión de 
imágenes en relación con los niños, niñas y adolescentes, por cuanto 
afecta de forma decisiva a su desarrollo como persona.

3.- Protección de datos personales

(83) En las situaciones de especial vulnerabilidad, se velará para 
evitar toda publicidad no deseada de los datos de carácter personal 
de los sujetos en condición de vulnerabilidad.
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(84) Se prestará una especial atención en aquellos supuestos en los 
cuales los datos se encuentran en soporte digital o en otros soportes 
que permitan su tratamiento automatizado.

Capítulo IV: Eficacia de Las Reglas

Este Capítulo contempla expresamente una serie de medidas des-
tinadas a fomentar la efectividad de las Reglas, de tal manera que 
contribuyan de manera eficaz a la mejora de las condiciones de ac-
ceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

1.- Principio general de colaboración

(85) La eficacia de las presentes Reglas está directamente ligada al 
grado de colaboración entre sus destinatarios, tal y como vienen 
definidos en la Sección 3ª del Capítulo I.

La determinación de los órganos y entidades llamadas a colaborar 
depende de las circunstancias propias de cada país, por lo que los 
principales impulsores de las políticas públicas deben poner un es-
pecial cuidado tanto para identificarlos y recabar su participación, 
como para mantener su colaboración durante todo el proceso.

(86) Se propiciará la implementación de una instancia permanente 
en la que puedan participar los diferentes actores a los que se refiere 
el apartado anterior, y que podrá establecerse de forma sectorial.

(87) Se destaca la importancia de que el Poder Judicial colabore con 
los otros Poderes del Estado en la mejora del acceso a la justicia de 
las personas en condición de vulnerabilidad.

(88) Se promoverá la participación de las autoridades federales y 
centrales, de las entidades de gobierno autonómico y regional, así 
como de las entidades estatales en los estados federales, dado que 
frecuentemente el ámbito de sus competencias se encuentra más 
próximo a la gestión directa de la protección social de las personas 
más desfavorecidas.

(89) Cada país considerará la conveniencia de propiciar la participa-
ción de las entidades de la sociedad civil por su relevante papel en 
la cohesión social, y por su estrecha relación e implicación con los 
grupos de personas más desfavorecidas de la sociedad.
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2.- Cooperación internacional

(90) Se promoverá la creación de espacios que permitan el inter-
cambio de experiencias en esta materia entre los distintos países, 
analizando las causas del éxito o del fracaso en cada una de ellas 
o, incluso, fijando buenas prácticas. Estos espacios de participación 
pueden ser sectoriales.

En estos espacios podrán participar representantes de las instancias 
permanentes que puedan crearse en cada uno de los Estados.

(91) Se insta a las Organizaciones Internacionales y Agencias de 
Cooperación para que:

• 	 Continúen brindando su asistencia técnica y económica en el 
fortalecimiento y mejora del acceso a la justicia.

• 	 Tengan en cuenta el contenido de estas Reglas en sus activi-
dades, y lo incorporen, de forma transversal, en los distintos 
programas y proyectos de modernización del sistema judicial 
en que participen.

• 	 Impulsen y colaboren en el desarrollo de los mencionados 
espacios de participación.

3.- Investigación y estudios

(92) Se promoverá la realización de estudios e investigaciones en 
esta materia, en colaboración con instituciones académicas y uni-
versitarias.

4.- Sensibilización y formación de profesionales

(93) Se desarrollarán actividades que promuevan una cultura or-
ganizacional orientada a la adecuada atención de las personas en 
condición de vulnerabilidad a partir de los contenidos de las pre-
sentes Reglas.

(94) Se adoptarán iniciativas destinadas a suministrar una adecua-
da formación a todas aquellas personas del sistema judicial que, con 
motivo de su intervención en el proceso, tienen un contacto con las 
personas en condición de vulnerabilidad.
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Se considera necesario integrar el contenido de estas Reglas en los 
distintos programas de formación y actualización dirigidos a las per-
sonas que trabajan en el sistema judicial.

5.- Nuevas tecnologías

(95) Se procurará el aprovechamiento de las posibilidades que 
ofrezca el progreso técnico para mejorar las condiciones de acceso a 
la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

6.- Manuales de buenas prácticas sectoriales

(96) Se elaborarán instrumentos que recojan las mejores prácticas 
en cada uno de los sectores de vulnerabilidad, y que puedan desa-
rrollar el contenido de las presentes Reglas adaptándolo a las cir-
cunstancias propias de cada grupo.

(97) Asimismo se elaborarán un catálogo de instrumentos interna-
cionales referidos a cada uno de los sectores o grupos mencionados 
anteriormente.

7.- Difusión

(98) Se promoverá la difusión de estas Reglas entre los diferentes 
destinatarios de los mismos definidos en la Sección 3ª del Capítulo I.

(99) Se fomentarán actividades con los medios de comunicación 
para contribuir a configurar actitudes en relación con el contenido 
de las presentes Reglas.

8.- Comisión de seguimiento

(100) Se constituirá una Comisión de Seguimiento con las siguien-
tes finalidades:

•	 Elevar a cada Plenario de la Cumbre un informe sobre la apli-
cación de las presentes Reglas.

•	 Proponer un Plan Marco de Actividades, a efectos de garanti-
zar el seguimiento a las tareas de implementación del conte-
nido de las presentes reglas en cada país.

•	 A través de los órganos correspondientes de la Cumbre, pro-
mover ante los organismos internacionales hemisféricos y re-
gionales, así como ante las Cumbres de Presidentes y Jefes de 
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Estado de Iberoamérica, la definición, elaboración, adopción 
y fortalecimiento de políticas públicas que promuevan el me-
joramiento de las condiciones de acceso a la justicia por parte 
de las personas en condición de vulnerabilidad.

•	 Proponer modificaciones y actualizaciones al contenido de 
estas Reglas.

La Comisión estará compuesta por cinco miembros designados por 
la Cumbre Judicial Iberoamericana. En la misma podrán integrarse 
representantes de las otras Redes Iberoamericanas del sistema ju-
dicial que asuman las presentes Reglas. En todo caso, la Comisión 
tendrá un número máximo de nueve miembros.

4.4. 	Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la 
Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)

A.G. res. 40/33, anexo, 40 U.N. GAOR Supp. (No. 53) p. 207, 
ONU Doc. A/40/53 (1985).

La Asamblea General

Teniendo presentes la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como 
otros instrumentos internacionales de derechos humanos relativos a 
los derechos de los jóvenes,

Teniendo presente asimismo que se designó a 1985 como Año In-
ternacional de la Juventud: Participación, Desarrollo, Paz, y que la 
comunidad internacional ha asignado importancia a la protección 
y la promoción de los derechos de los jóvenes, como lo atestigua 
la importancia atribuida a la Declaración de los Derechos del Niño,

Recordando la resolución 4 aprobada por el Sexto Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del De-
lincuente, que preconizó la formulación de reglas mínimas unifor-
mes para la administración de la justicia de menores y la atención a 
los menores que pudieran servir de modelo a los Estados Miembros,

Recordando también la decisión 1984/153 de 25 de mayo de 1984 
del Consejo Económico y Social, por la que se remitió el proyecto 
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de reglas al Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Preven-
ción del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán 
del 26 de agosto al 6 de septiembre de q985, por conducto de la 
Reunión Preparatoria Interregional celebrada en Beijing del 14 al 
18 de mayo de 1984,

Reconociendo que la juventud, por constituir una etapa inicial del 
desarrollo humano, requiere particular atención y asistencia para su 
desarrollo físico, mental y social, y necesita protección jurídica en 
condiciones de paz, libertad, dignidad y seguridad,

Considerando que la legislación, las políticas y las prácticas nacio-
nales vigentes pueden precisar un examen y una modificación en 
armonía con las normas contenidas en las reglas,

Considerando además que, aunque esas reglas puedan parecer ac-
tualmente difíciles de lograr debido a las condiciones sociales, eco-
nómicas, culturales, políticas y jurídicas vigentes, existe, sin embar-
go, el propósito de realizarlas como una norma mínima,

1.	 Observa con gratitud el trabajo efectuado por el Comité de 
Prevención del Delito y Lucha contra la Delincuencia, el Se-
cretario General, el Instituto de las Naciones Unidas en Asia 
y el Lejano Oriente para la Prevención del Delito y el Trata-
miento del Delincuente y otros institutos de las Naciones Uni-
das en la formulación de las reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de la justicia de menores;

2.	 Toma nota con gratitud del informe del Secretario General 
sobre el proyecto de las reglas mínimas de las Naciones Uni-
das para la administración de la justicia de menores;

3.	 Felicita a la Reunión Preparatoria Interregional celebrada en 
Beijing por haber finalizado el texto de las reglas presentado 
al Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Preven-
ción del Delito y Tratamiento del Delincuente para su examen 
y decisión final;

4.	 Aprueba las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores recomendadas por 
el Séptimo Congreso tal como figuran en el anexo de la pre-
sente resolución, y aprueba la recomendación del Séptimo 
Congreso de que las Reglas se denominen también “Reglas de 
Beijing”;
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5.	 Invita a los Estados Miembros a que, siempre que sea necesa-
rio, adapten su legislación, sus políticas y sus prácticas nacio-
nales, sobre todo en la esfera de la formación de personal de 
la justicia de menores, a las Reglas de Beijing, así como a que 
las señalen a la atención de las autoridades pertinentes y del 
público en general;

6.	 Insta al Comité de Prevención del Delito y Lucha contra la 
Delincuencia a que formule medidas para la eficaz aplicación 
de las Reglas de Beijing, con la asistencia de los institutos de 
las Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento 
del delincuente;

7.	 Invita a los Estados Miembros a informar al Secretario Gene-
ral sobre la aplicación de las Reglas de Beijing y a presentar 
regularmente informes al Comité de Prevención del Delito y 
Lucha contra la Delincuencia sobre los resultados alcanzados;

8.	 Pide a los Estados Miembros y al Secretario General que 
emprendan una investigación con respecto a las políticas y 
prácticas eficaces en materia de administración de justicia de 
menores y que elaboren una base de datos al respecto;

9.	 Pide al Secretario General que asegure la difusión más amplia 
del texto de las Reglas de Beijing en todos los idiomas oficia-
les de las Naciones Unidas, con inclusión de la intensificación 
de actividades de información en la esfera de la justicia de 
menores, e invita a los Estados Miembros a hacer lo mismo;

10.	 Pide al Secretario General que elabore proyectos pilotos sobre 
la aplicación de las Reglas de Beijing;

11.	 Pide al Secretario General y a los Estados Miembros que 
proporcionen los recursos necesarios para lograr la aplica-
ción efectiva de las Reglas de Beijing, sobre todo en las es-
feras de la contratación, la formación y el intercambio de 
personal, la investigación y la evaluación, y la formulación 
de nuevas medidas sustitutivas del tratamiento correccio-
nal;

12.	 Pide al Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Pre-
vención del Delito y Tratamiento del Delincuente que, en 
el marco de un tema de su programa dedicado a la justicia 
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de menores, examine los progresos realizados en la apli-
cación de las Reglas de Beijing y de las recomendaciones 
formuladas en la presente resolución;

13.	 Insta a todos los órganos pertinentes del sistema de las 
Naciones Unidas, en particular a las comisiones regionales 
y los organismos especializados, a los institutos de las Na-
ciones Unidas para la prevención del delito y el tratamien-
to del delincuente y a otras organizaciones, interguberna-
mentales, a que colaboren con la Secretaría y adopten las 
medidas necesarias para asegurar un esfuerzo concertado 
y sostenido, dentro de sus respectivas esferas de compe-
tencia técnica, para aplicar los principios contenidos en las 
Reglas de Beijing.
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Anexo

PRIMERA PARTE

PRINCIPIOS GENERALES

1. Orientaciones fundamentales

1.	 Los Estados Miembros procurarán, en consonancia con sus 
respectivos intereses generales, promover el bienestar del 
menor y de su familia.

2.	 Los Estados Miembros se esforzarán por crear condiciones 
que garanticen al menor una vida significativa en la comuni-
dad fomentando, durante el período de edad en que el menor 
es más propenso a un comportamiento desviado, un proceso 
de desarrollo personal y educación lo más exento de delito y 
delincuencia posible.

3.	 Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de re-
ducir la necesidad de intervenir con arreglo a la ley, y de so-
meter a tratamiento efectivo, humano y equitativo al menor 
que tenga problemas con la ley, se concederá la debida im-
portancia a la adopción de medidas concretas que permitan 
movilizar plenamente todos los recursos disponibles, con in-
clusión de la familia, los voluntarios y otros grupos de carác-
ter comunitario, así como las escuelas y otras instituciones de 
la comunidad.

4.	 La justicia de menores se ha de concebir como una parte in-
tegrante del proceso de desarrollo nacional de cada país y de-
berá administrarse en el marco general de justicia social para 
todos los menores, de manera que contribuya a la protección 
de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la 
sociedad.

5.	 Las presentes Reglas se aplicarán según el contexto de las 
condiciones económicas, sociales y culturales que predomi-
nen en cada uno de los Estados Miembros.

6.	 Los servicios de justicia de menores se perfeccionarán y coor-
dinarán sistemáticamente con miras a elevar y mantener la 
competencia de sus funcionarios, e incluso los métodos, enfo-
ques y actitudes adoptados.
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Comentario 

Estas orientaciones básicas de carácter general se refieren a la políti-
ca social en su conjunto y tienen por objeto promover el bienestar del 
menor en la mayor medida posible, lo que permitiría reducir al míni-
mo el número de casos en que haya de intervenir el sistema de justi-
cia de menores y, a su vez, reduciría al mínimo los perjuicios que nor-
malmente ocasiona cualquier tipo de intervención. Esas medidas de 
atención de los menores con fines de prevención del delito antes del 
comienzo de la vida delictiva constituyen requisitos básicos de polí-
tica destinados a obviar la necesidad de aplicar las presentes Reglas. 
Las reglas 1.1 a 1.3 señalan el importante papel que una política 
social constructiva respecto al menor puede desempeñar, entre otras 
cosas, en la prevención del delito y la delincuencia juveniles. La regla 
1.4 define la justicia de menores como parte integrante de la justicia 
social por los menores, mientras que la regla 1.6 se refiere a la ne-
cesidad de perfeccionar la justicia de menores de manera continua, 
para que no quede a la zaga de la evolución de una política social 
progresiva en relación con el menor en general, teniendo presente la 
necesidad de mejorar de manera coherente los servicios de personal. 
La regla 1.5 procura tener en cuenta las condiciones imperantes en 
los Estados Miembros, que podrían ocasionar que la manera de apli-
car determinadas reglas en uno de ellos fuera necesariamente dife-
rente de la manera adoptada en otros Estados.

2. Alcance de las Reglas y definiciones utilizadas 

2.1 Las Reglas mínimas que se enuncian a continuación se aplicarán 
a los menores delincuentes con imparcialidad, sin distinción alguna, 
por ejemplo, de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición econó-
mica, nacimiento o cualquier otra condición.

2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados Miembros apli-
carán las definiciones siguientes en forma compatible con sus res-
pectivos sistemas y conceptos jurídicos:

1.	 Menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurí-
dico res1pectivo, puede ser castigado por un delito en forma 
diferente a un adulto;

2.	 Delito es todo comportamiento (acción u omisión) penado 
por la ley con arreglo al sistema jurídico de que se trate; y
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3.	 Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha imputa-
do la comisión de un delito o se le ha considerado culpable de 
la comisión de un delito.

2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un con-
junto de leyes, normas y disposiciones aplicables específicamente 
a los menores delincuentes, así como a los órganos e instituciones 
encargados de las funciones de administración de la justicia de me-
nores, conjunto que tendrá por objeto:

1.	 Responder a las diversas necesidades de los menores delin-
cuentes, y al mismo tiempo proteger sus derechos básicos;

2.	 Satisfacer las necesidades de la sociedad;

3.	 Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian a 
continuación.

Comentario 

Las Reglas mínimas se han formulado deliberadamente de mane-
ra que sean aplicables en diferentes sistemas jurídicos y, al mismo 
tiempo, establezcan algunas normas mínimas para el tratamiento 
de los menores delincuentes con arreglo a cualquier definición de la 
noción de joven y a cualquier sistema de tratamiento de los menores 
delincuentes. Las Reglas se aplicarán siempre con imparcialidad y 
sin distinción alguna.

Por lo tanto, la regla 2.1 destaca la importancia de que las Reglas 
se apliquen siempre con imparcialidad y sin distinción alguna. Su 
formación responde al principio 2 de la Declaración de los Derechos 
del Niño.

La regla 2.2 define «menor» y «delito» como componentes del 
concepto de «menor delincuente», que es el objeto principal de 
las presentes Reglas mínimas (no obstante, véanse también las 
reglas 3 y 4). Cabe señalar que las reglas disponen expresamente 
que corresponderá a cada sistema jurídico nacional fijar las eda-
des mínima y máxima a estos efectos, respetando así cabalmente 
los sistemas económico, social, político, cultural y jurídico de los 
Estados Miembros. Ello significa que la noción de «menor» se apli-
cará a jóvenes de edades muy diferentes, edades que van de los 
7 años hasta los 18 años o más. Dicha flexibilidad parece inevita-
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ble en vista de la diversidad de sistemas jurídicos nacionales, tan-
to más cuanto que no restringe los efectos de las Reglas mínimas. 
La regla 2.3 responde a la necesidad de leyes nacionales que tengan 
expresamente por objeto la aplicación óptima de las Reglas míni-
mas, tanto desde un punto de vista jurídico como práctico.

3. Ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas 

3.1 Las disposiciones pertinentes de las Reglas no sólo se aplicarán 
a los menores delincuentes, sino también a los menores que puedan 
ser procesados por realizar cualquier acto concreto que no sea puni-
ble tratándose del comportamiento de los adultos.

3.2 Se procurará extender el alcance de los principios contenidos en 
las Reglas a todos los menores comprendidos en los procedimientos 
relativos a la atención al menor y a su bienestar.

3.3 Se procurará asimismo extender el alcance de los principios con-
tenidos en las Reglas a los delincuentes adultos jóvenes.

Comentario

La regla 3 amplía el ámbito de aplicación de la protección otorgada 
por las Reglas mínimas para la administración de la justicia de me-
nores de modo que abarque:

1.	 Los llamados «delitos en razón de su condición» previstos en 
diversos sistemas jurídicos nacionales con arreglo a los cuales 
se considera delito en los menores una gama de comporta-
miento distinta y, por lo general, más amplia que en el caso 
de los adultos (por ejemplo, ausencias injustificadas, desobe-
diencia en la escuela y en la familia, ebriedad en público, 
etc.) (regla 3.1);

2.	 Los procedimientos relativos a la atención al menor y a su 
bienestar (regla 3.2);

3.	 El procesamiento de los delincuentes adultos jóvenes, aunque 
en este caso la aplicación de las Reglas dependerá de las dis-
posiciones pertinentes sobre la mayoría de edad (regla 3.3).

La ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas de modo que 
abarquen las tres esferas antes mencionadas parece justificada. La 
regla 3.1 prevé garantías mínimas en esas esferas, y se estima que 



POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y EN CONFLICTO CON LA LEY 121

la regla 3.2 constituye un paso positivo en el establecimiento de un 
sistema más imparcial, equitativo y humano de justicia para todos 
los menores que transgredan la ley.

4. Mayoría de edad penal 

4.1 En los sistemas jurídicos que reconozcan el concepto de ma-
yoría de edad penal con respecto a los menores, su comienzo no 
deberá fijarse a una edad demasiado temprana habida cuenta de 
las circunstancias que acompañan a la madurez emocional, mental 
e intelectual.

Comentario

La edad mínima a efectos de responsabilidad penal varía considera-
blemente en función de factores históricos y culturales. El enfoque 
moderno consiste en examinar si los niños pueden hacer honor a los 
elementos morales y sicológicos de responsabilidad penal; es decir, 
si puede considerarse al niño, en virtud de su discernimiento y com-
prensión individuales, responsable de un comportamiento esencial-
mente antisocial. Si el comienzo de la mayoría de edad penal se fija 
a una edad demasiado temprana o si no se establece edad mínima 
alguna, el concepto de responsabilidad perdería todo sentido. En 
general, existe una estrecha relación entre el concepto de responsa-
bilidad que dimana del comportamiento delictivo o criminal y otros 
derechos y responsabilidades sociales (como el estado civil, la ma-
yoría de edad a efectos civiles, etc.).

Por consiguiente, es necesario que se hagan esfuerzos para convenir 
en una edad mínima razonable que pueda aplicarse a nivel interna-
cional.

5. Objetivos de la justicia de menores.

5.1 El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar 
de éstos y garantizará que cualquier respuesta a los menores delin-
cuentes será en todo momento proporcionada a las circunstancias 
del delincuente y del delito.

Comentario 

La regla 5 se refiere a dos de los más importantes objetivos de la jus-
ticia de menores. El primer objetivo es el fomento del bienestar del 
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menor. Este es el enfoque principal de los sistemas jurídicos en que 
los menores delincuentes son procesados por tribunales de familia o 
autoridades administrativas, pero también debe hacerse hincapié en 
el bienestar de los menores en los sistemas judiciales que siguen el 
modelo del tribunal penal, contribuyendo así a evitar las sanciones 
meramente penales (Véase también la regla 14).

El segundo objetivo es el «principio de la proporcionalidad». Este 
principio es conocido como un instrumento para restringir las san-
ciones punitivas, y se expresa principalmente mediante la fórmula 
de que el autor ha de llevarse su merecido según la gravedad del de-
lito. La respuesta a los jóvenes delincuentes no sólo deberá basarse 
en el examen de la gravedad del delito, sino también en circunstan-
cias personales. Las circunstancias individuales del delincuente (por 
ejemplo, su condición social, su situación familiar, el daño causado 
por el delito u otros factores en que intervengan circunstancias per-
sonales) han de influir en la proporcionalidad de la reacción (por 
ejemplo, teniendo en consideración los esfuerzos del delincuente 
para indemnizar a la víctima o su buena disposición para comenzar 
una vida sana y útil).

Por el mismo motivo, las respuestas destinadas a asegurar el bien-
estar del joven delincuente pueden sobrepasar lo necesario y, por 
consiguiente, infringir los derechos fundamentales del joven, como 
ha ocurrido en algunos sistemas de justicia de menores. En este as-
pecto también corresponde salvaguardar la proporcionalidad de la 
respuesta en relación con las circunstancias del delincuente y del 
delito, incluida la víctima.

En definitiva, la regla 5 sólo exige que la respuesta en los casos 
concretos de delincuencia o criminalidad de menores sea adecuada, 
ni más ni menos. Los temas que las reglas vinculan entre sí pueden 
contribuir a estimular adelantos en ambos sentidos: los tipos de res-
puesta nuevos e innovadores son tan necesarios como las precaucio-
nes para evitar cualquier ampliación indebida de la red de control 
social oficial sobre los menores.

6. Alcance de las facultades discrecionales. 

6.1 Habida cuenta de las diversas necesidades especiales de los me-
nores, así como de la diversidad de medidas disponibles, se faculta-
rá un margen suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales 
en las diferentes etapas de los juicios y en los distintos niveles de la 
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administración de justicia de menores, incluidos los de investiga-
ción, procesamiento, sentencia y de las medidas complementarias 
de las decisiones.

6.2 Se procurará, no obstante, garantizar la debida competencia en 
todas las fases y niveles en el ejercicio de cualquiera de esas facul-
tades discrecionales.

6.3 Los que ejerzan dichas facultades deberán estar especialmente 
preparados o capacitados para hacerlo juiciosamente y en conso-
nancia con sus respectivas funciones y mandatos.

Comentario 

Las reglas 6.1, 6.2 y 6.3 tratan varios aspectos importantes de una 
administración de justicia de menores eficaz, justa y humanitaria: 
la necesidad de permitir el ejercicio de las facultades discrecionales 
en todos los niveles importantes del procedimiento, de modo que 
los que adoptan determinaciones puedan tomar las medidas que 
estimen más adecuadas en cada caso particular, y la necesidad de 
prever controles y equilibrios a fin de restringir cualquier abuso de 
las facultades discrecionales y salvaguardar los derechos del joven 
delincuente. La competencia y el profesionalismo son los instrumen-
tos más adecuados para restringir el ejercicio excesivo de dichas 
facultades. Por ello, se hace especial hincapié en la idoneidad pro-
fesional y en la capacitación de los expertos como un medio valioso 
para asegurar el ejercicio prudente de las facultades discrecionales 
en materia de delincuencia de menores. (Véanse también las reglas 
1.6 y 2.2.) En este contexto, se pone de relieve la formulación de di-
rectrices concretas acerca del ejercicio de dichas facultades y el esta-
blecimiento de un sistema de revisión y de apelación u otro sistema 
análogo a fin de permitir el examen minucioso de las decisiones y la 
competencia. Esos mecanismos no se concretan en el presente do-
cumento, pues no se prestan fácilmente para incorporarlos en reglas 
mínimas internacionales, que probablemente no podrán abarcar to-
das las diferencias que existen en los sistemas judiciales.

7. Derechos de los menores.

7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesa-
les básicas tales como la presunción de inocencia, el derecho a ser 
notificado de las acusaciones, el derecho a no responder, el derecho 
al asesoramiento, el derecho a la presencia de los padres o tutores, 
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el derecho a la confrontación con los testigos y a interrogar a éstos y 
el derecho de apelación ante una autoridad superior.

Comentario 

La regla 7.1 hace hincapié en algunos aspectos importantes que re-
presentan elementos fundamentales de todo juicio imparcial y justo 
y que son internacionalmente reconocidos en los instrumentos de 
derechos humanos vigentes (Véase también la regla 14). La presun-
ción de inocencia, por ejemplo, también figura en el artículo 11 de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el párrafo 2 del 
artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Las reglas 14 y siguientes de las presentes Reglas mínimas precisan 
cuestiones que son importantes con respecto al procedimiento en 
los asuntos de menores en particular, mientras que la regla 7.1 rati-
fica en forma general las garantías procesales más fundamentales.

8. Protección de la intimidad 

8.1 Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de difama-
ción perjudiquen a los menores, se respetará en todas las etapas el 
derecho de los menores a la intimidad.

8.2 En principio, no se publicará ninguna información que pueda 
dar lugar a la individualización de un menor delincuente.

Comentario 

La regla 8 destaca la importancia de la protección del derecho de 
los menores a la intimidad. Los jóvenes son particularmente vulne-
rables a la difamación. Los estudios criminológicos sobre los pro-
cesos de difamación han suministrado pruebas sobre los efectos 
perjudiciales (de diversos tipos) que dimanan de la individualiza-
ción permanente de los jóvenes como «delincuentes» o «criminales». 
La regla 8 también hace hincapié en la importancia de proteger a 
los menores de los efectos adversos que pueden resultar de la publi-
cación en los medios de comunicación de informaciones acerca del 
caso (por ejemplo, el nombre de los menores que se presume delin-
cuentes o que son condenados). Corresponde proteger y defender, 
al menos en principio, el interés de la persona (El contenido general 
de la regla 8 se sigue concretando en la regla 21).
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9. Cláusulas de salvedad.

9.1 Ninguna disposición de las presentes Reglas podrá ser interpre-
tada en el sentido de excluir a los menores del ámbito de la aplica-
ción de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos apro-
badas por las Naciones Unidas y de otros instrumentos y normas 
reconocidos por la comunidad internacional relativos al cuidado y 
protección de los jóvenes.

Comentario 

La regla 9 tiene por objeto evitar todo equívoco en lo tocante a la in-
terpretación y aplicación de las presentes Reglas en consonancia con 
los principios contenidos en los instrumentos y normas internacio-
nales pertinentes -vigentes o en desarrollo- relativos a los derechos 
humanos, como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración 
de los Derechos del Niño y el proyecto de convención sobre los de-
rechos del niño. Conviene precisar que la aplicación de las presentes 
Reglas es sin perjuicio del cumplimiento de cualesquiera instrumen-
tos internacionales que contengan disposiciones de aplicación más 
amplia (Véase también la regla 27).

SEGUNDA PARTE

INVESTIGACIÓN Y PROCESAMIENTO

10. Primer contacto.

10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la detención se notificará 
inmediatamente a sus padres o su tutor, y cuando no sea posible 
dicha notificación inmediata, se notificará a los padres o al tutor en 
el más breve plazo posible.

10.2 El juez, funcionario u organismo competente examinará sin 
demora la posibilidad de poner en libertad al menor.

10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente las circunstan-
cias de cada caso, se establecerán contactos entre los organismos 
encargados de hacer cumplir la ley y el menor delincuente para pro-
teger la condición jurídica del menor, promover su bienestar y evitar 
que sufra daño.
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Comentario 

En principio, la regla 10.1 figura en la regla 92 de las Reglas míni-
mas para el tratamiento de los reclusos.

La posibilidad de poner en libertad al menor (regla 10.2) deberá ser 
examinada sin demora por el juez u otros funcionarios competentes. 
Por éstos se entiende toda persona o institución en el más amplio 
sentido de la palabra, incluidas las juntas de la comunidad y las au-
toridades de policía, que tengan facultades para poner en libertad 
a la persona detenida (Véase también el párr. 3 del artículo 9 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).

La regla 10.3 trata de algunos aspectos fundamentales del proce-
dimiento y del comportamiento que deben observar los agentes de 
policía y otros funcionarios encargados de hacer cumplir la ley en 
los casos de delincuencia de menores. La expresión «evitar ... daño» 
constituye una fórmula flexible que abarca múltiples aspectos de 
posible interacción (por ejemplo, el empleo de un lenguaje duro, la 
violencia física, el contacto con el ambiente). Como la participación 
en actuaciones de la justicia de menores puede por sí sola causar 
«daño» a los menores, la expresión «evitar ... daño» debe, por con-
siguiente, interpretarse en el sentido amplio de reducir al mínimo 
el daño al menor en la primera instancia, así como cualquier daño 
adicional o innecesario. Ello es de particular importancia en el pri-
mer contacto con las organizaciones encargadas de hacer cumplir la 
ley, que puede influir profundamente en la actitud del menor hacia 
el Estado y la sociedad. Además, el éxito de cualquier otra interven-
ción depende en gran medida de esos primeros contactos. En tales 
casos, la comprensión y la firmeza bondadosa son importantes.

11. Remisión de casos 

11.1 Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de ocuparse de 
los menores delincuentes sin recurrir a las autoridades competentes, 
mencionadas en la regla.

11.1 infra, para que los juzguen oficialmente.

11.2 La policía, el Ministerio fiscal y otros organismos que se ocupen 
de los casos de delincuencia de menores estarán facultados para 
fallar dichos casos discrecionalmente, sin necesidad de vista oficial, 
con arreglo a los criterios establecidos al efecto en los respectivos 
sistemas jurídicos y también en armonía con los principios conteni-
dos en las presentes Reglas.
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11.3 Toda remisión que signifique poner al menor a disposición de 
las instituciones pertinentes de la comunidad o de otro tipo estará 
supeditada al consentimiento del menor o al de sus padres o su tu-
tor; sin embargo, la decisión relativa a la remisión del caso se some-
terá al examen de una autoridad competente, cuando así se solicite.

11.4 Para facilitar la tramitación discrecional de los casos de meno-
res, se procurará facilitar a la comunidad programas de supervisión 
y orientación temporales, restitución y compensación a las víctimas.

Comentario 

La remisión, que entraña la supresión del procedimiento ante la jus-
ticia penal y, con frecuencia, la reorientación hacia servicios apoya-
dos por la comunidad, se practica habitualmente en muchos siste-
mas jurídicos con carácter oficial y oficioso. Esta práctica sirve para 
mitigar los efectos negativos de la continuación del procedimiento 
en la administración de la justicia de menores (por ejemplo, el estig-
ma de la condena o la sentencia). En muchos casos la no interven-
ción sería la mejor respuesta. Por ello la remisión desde el comienzo 
y sin envío a servicios sustitutorios (sociales) puede constituir la res-
puesta óptima. Así sucede especialmente cuando el delito no tiene 
un carácter grave y cuando la familia, la escuela y otras instituciones 
de control social oficioso han reaccionado ya de forma adecuada y 
constructiva o es probable que reaccionen de ese modo.

Como se prevé en la regla 11.2, la remisión puede utilizarse en cual-
quier momento del proceso de adopción de decisiones por la poli-
cía, el Ministerio fiscal u otros órganos como los tribunales, juntas 
o consejos. La remisión pueden realizarla una, varias o todas las 
autoridades, según las reglas y normas de los respectivos sistemas y 
en consonancia con las presentes Reglas. No debe limitarse necesa-
riamente a los casos menores, de modo que la remisión se convierta 
en un instrumento importante.

La regla 11.3 pone de relieve el requisito primordial de asegurar el 
consentimiento del menor delincuente (o de sus padres o tutores) 
con respecto a las medidas de remisión recomendadas (la remisión 
que consiste en la prestación de servicios a la comunidad sin dicho 
consentimiento constituiría una infracción al Convenio sobre la abo-
lición del trabajo forzoso). No obstante, es necesario que la validez 
del consentimiento se pueda impugnar, ya que el menor algunas ve-
ces podría prestarlo por pura desesperación. La regla subraya que se 
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deben tomar precauciones para disminuir al mínimo la posibilidad 
de coerción e intimidación en todos los niveles del proceso de remi-
sión. Los menores no han de sentirse presionados (por ejemplo, a 
fin de evitar la comparecencia ante el tribunal) ni deben ser presio-
nados para lograr su consentimiento en los programas de remisión. 
Por ello se aconseja que se tomen disposiciones para una evaluación 
objetiva de la conveniencia de que intervenga una «autoridad com-
petente cuando así se solicite» en las actuaciones relativas a meno-
res delincuentes (La «autoridad competente» puede ser distinta de 
la que se menciona en la regla 14).

La regla 11.4 recomienda que se prevean opciones sustitutorias via-
bles del procesamiento ante la justicia de menores en la forma de 
una remisión basada en la comunidad. Se recomiendan especial-
mente los programas que entrañan la avenencia mediante la indem-
nización de la víctima y los que procuran evitar futuras transgre-
siones de la ley gracias a la supervisión y orientación temporales. 
Los antecedentes de fondo de los casos particulares determinarán 
el carácter adecuado de la remisión, aun cuando se hayan cometido 
delitos más graves (por ejemplo, el primer delito, el hecho de que se 
haya cometido bajo la presión de los compañeros del menor, etc.).

12. Especialización policial 

12.1 Para el mejor desempeño de sus funciones, los agentes de poli-
cía que traten a menudo o de manera exclusiva con menores o que 
se dediquen fundamentalmente a la prevención de la delincuencia 
de menores, recibirán instrucción y capacitación especial. En las 
grandes ciudades habrá contingentes especiales de policía con esa 
finalidad.

Comentario 

La regla 12 señala la necesidad de impartir una formación especiali-
zada a todos los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que 
intervengan en la administración de la justicia de menores. Como la 
policía es el primer punto de contacto con el sistema de la justicia 
de menores, es muy importante que actúe de manera informada y 
adecuada.

Aunque la relación entre la urbanización y el delito es sin duda com-
pleja, el incremento de la delincuencia juvenil va unido al creci-
miento de las grandes ciudades, sobre todo a un crecimiento rápido 
y no planificado. Por consiguiente, son indispensables contingentes 
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especializados de policía, no sólo como garantía de la aplicación de 
los principios concretos previstos en el presente instrumento (como 
la regla 1.6), sino también, de forma más general, para mejorar la 
prevención y represión de la delincuencia de menores y el trata-
miento de los menores delincuentes.

13. Prisión preventiva 

13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como último recurso y 
durante el plazo más breve posible.

13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas sustitutorias 
de la prisión preventiva, como la supervisión estricta, la custodia 
permanente, la asignación a una familia o el traslado a un hogar o a 
una institución educativa.

13.3 Los menores que se encuentren en prisión preventiva gozarán 
de todos los derechos y garantías previstos en las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Naciones Uni-
das.

13.4 Los menores que se encuentren en prisión preventiva estarán 
separados de los adultos y recluidos en establecimientos distintos o 
en recintos separados en los establecimientos en que haya detenidos 
adultos.

13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores recibirán 
cuidados, protección y toda la asistencia -social, educacional, profe-
sional, sicológica, médica y física- que requieran, habida cuenta de 
su edad, sexo y características individuales.

Comentario 

No se debe subestimar el peligro de que los menores sufran «influen-
cias corruptoras» mientras se encuentren en prisión preventiva. De 
ahí la importancia de insistir en la necesidad de medidas sustituto-
rias. De esta forma la regla 13.1 anima a idear medidas nuevas e 
innovadoras que permitan evitar dicha prisión preventiva en interés 
del bienestar del menor.

Los menores que se encuentren en prisión preventiva deben gozar 
de todos los derechos y garantías previstos en las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos, así como en el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, especialmente en el artículo 9, 
en el inciso b del párrafo 2 del artículo 10 y en el párrafo 3 de dicho 
artículo.
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La regla 13.4 no impedirá a los Estados tomar otras medidas contra 
la influencia negativa de los delincuentes adultos que sean al menos 
tan eficaces como las mencionadas en la regla.

Las diferentes formas de asistencia que pueden llegar a ser necesa-
rias se han enumerado para señalar la amplia gama de necesidades 
concretas de los jóvenes reclusos que hay que atender (por ejemplo, 
mujeres u hombres, toxicómanos, alcohólicos, menores con pertur-
baciones mentales, jóvenes que sufren el trauma, por ejemplo, del 
propio arresto, etc.).

Las diversas características físicas y sicológicas de los jóvenes reclu-
sos pueden justificar medidas de clasificación por las que algunos 
de ellos estén recluidos aparte mientras se encuentren en prisión 
preventiva, lo que contribuye a evitar que se conviertan en víctimas 
de otros reclusos y permite prestarles una asistencia más adecuada.

El Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del De-
lito y Tratamiento del Delincuente, en su resolución 4, sobre la ela-
boración de normas de justicia de menores, especificaba que dichas 
reglas debían, entre otras cosas, reflejar el principio básico de que 
la prisión preventiva debe usarse únicamente como último recurso, 
que no debe mantenerse a ningún menor en una institución donde 
sea vulnerable a las influencias negativas de reclusos adultos y que 
deben tenerse siempre en cuenta las necesidades propias de su es-
tado de desarrollo.

TERCERA PARTE

DE LA SENTENCIA Y LA RESOLUCIÓN

14. Autoridad competente para dictar sentencia 

14.1 Todo menor delincuente cuyo caso no sea objeto de remisión 
(con arreglo a la regla 11) será puesto a disposición de la autoridad 
competente (corte, tribunal, junta, consejo, etc.), que decidirá con 
arreglo a los principios de un juicio imparcial y equitativo.

14.2 El procedimiento favorecerá los intereses del menor y se sus-
tanciará en un ambiente de comprensión, que permita que el menor 
participe en él y se exprese libremente.
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Comentario 

No es fácil elaborar una definición de órgano o persona competente 
para dictar sentencia que goce de aceptación universal. Con «au-
toridad competente» se trata de designar a aquellas personas que 
presiden cortes o tribunales (unipersonales o colegiados), incluidos 
los jueces letrados y no letrados, así como las administrativas (por 
ejemplo, los sistemas escocés y escandinavo), u otros organismos 
comunitarios y más oficiosos de arbitraje, cuya naturaleza les facul-
te para dictar sentencia.

Sea como fuere, el procedimiento aplicable a los menores delincuen-
tes deberá ceñirse a las reglas mínimas que se aplican en casi todo 
el mundo a todo delincuente que disponga de defensa con arreglo 
al procedimiento penal conocido como «debido proceso legal». De 
conformidad con el debido proceso, en un «juicio imparcial y equi-
tativo» deben darse garantías tales como la presunción de inocen-
cia, la presentación y examen de testigos, la igualdad en materia de 
medios de defensa judicial, el derecho a no responder, el derecho 
a decir la última palabra en la vista, el derecho de apelación, etc. 
(Véase también la regla 7.1).

15. Asesoramiento jurídico y derechos de los padres y tutores 

15.1 El menor tendrá derecho a hacerse representar por un asesor 
jurídico durante todo el proceso o a solicitar asistencia jurídica gra-
tuita cuando esté prevista la prestación de dicha ayuda en el país.

15.2 Los padres o tutores tendrán derecho a participar en las ac-
tuaciones y la autoridad competente podrá requerir su presencia 
en defensa del menor. No obstante, la autoridad competente podrá 
denegar la participación si existen motivos para presumir que la ex-
clusión es necesaria en defensa del menor.

Comentario 

La terminología que se usa en la regla 15.1 es similar a la de la regla 
93 de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Si bien 
el asesoramiento jurídico y la asistencia judicial gratuita son necesa-
rios para garantizar la asistencia judicial al menor, el derecho de los 
padres o tutores a participar según se indica en la regla 15.2 debe 
considerarse como una asistencia general al menor, de naturaleza 
sicológica y emotiva, que se extiende a lo largo de todo el proceso.
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La autoridad competente, para dictar una sentencia justa en el caso, 
puede utilizar con provecho, sobre todo, la colaboración de los re-
presentantes legales del menor (o, a los mismos efectos, de algún 
otro asistente personal en el que el menor pueda depositar y depo-
site realmente su confianza). Este interés puede verse frustrado si la 
presencia de los padres o tutores en las vistas ejerce una influencia 
negativa, por ejemplo, si manifiestan una actitud hostil hacia el me-
nor, de ahí que deba preverse la posibilidad de su exclusión de la 
vista.

16. Informes sobre investigaciones sociales 

16.1 Para facilitar la adopción de una decisión justa por parte de la 
autoridad competente, y a menos que se trate de delitos leves, antes 
de que esa autoridad dicte una resolución definitiva se efectuará 
una investigación completa sobre el medio social y las condiciones 
en que se desarrolla la vida del menor y sobre las circunstancias en 
las que se hubiere cometido el delito.

Comentario

Los informes preparados sobre la base de investigaciones de ca-
rácter social (informes sociales o informes previos a la sentencia) 
constituyen una ayuda indispensable en la mayoría de los procesos 
incoados a menores delincuentes. 

La autoridad competente debe estar informada de los anteceden-
tes sociales y familiares del menor, su trayectoria escolar, sus expe-
riencias educativas, etc. Con ese fin, en algunos ámbitos judiciales 
se recurre a servicios sociales especiales o a personal especializado 
que dependen de los tribunales o de las juntas. Otras clases de per-
sonal, como los agentes de libertad vigilada, pueden desempeñar 
las mismas funciones. Así, la regla exige que haya servicios sociales 
adecuados que preparen informes especializados basados en inves-
tigaciones de carácter social.

17. Principios rectores de la sentencia y la resolución 

17.1 La decisión de la autoridad competente se ajustará a los si-
guientes principios:

1.	 La respuesta que se dé al delito será siempre proporcionada, 
no sólo a las circunstancias y la gravedad del delito, sino tam-
bién a las circunstancias y necesidades del menor, así como a 
las necesidades de la sociedad;
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2.	 b) Las restricciones a la libertad personal del menor se im-
pondrán sólo tras cuidadoso estudio y se reducirán al mínimo 
posible;

3.	 c) Sólo se impondrá la privación de libertad personal en el 
caso de que el menor sea condenado por un acto grave en el 
que concurra violencia contra otra persona o por la reinciden-
cia en cometer otros delitos graves, y siempre que no haya 
otra respuesta adecuada;

4.	 d) En el examen de los casos se considerará primordial el 
bienestar del menor.

17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancionarán en nin-
gún caso con la pena capital.

17.3 Los menores no serán sancionados con penas corporales.

17.4 La autoridad competente podrá suspender el proceso en cual-
quier momento.

Comentario

El principal problema con que se tropieza al elaborar directrices 
para la resolución judicial en casos de menores estriba en el hecho 
de que están sin resolver algunos conflictos entre opciones funda-
mentales, tales como los siguientes:

Rehabilitación frente a justo merecido;

Asistencia frente a represión y castigo;

Respuesta en función de las circunstancias concretas de cada caso 
frente a respuesta en función de la protección de la sociedad en 
general;

Disuasión de carácter general frente a incapacitación individual.

Los conflictos entre estas opciones son más acusados en los casos de 
menores que en los casos de adultos. Con la diversidad de causas y 
respuestas que caracterizan a la delincuencia juvenil se da un intrin-
cado entrelazamiento de estas alternativas.
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No incumbe a las presentes Reglas mínimas para la administración 
de la justicia de menores prescribir el enfoque que haya que seguir, 
sino más bien determinar uno que esté en la mayor consonancia 
posible con los principios aceptados a escala internacional. Por con-
siguiente, los elementos fundamentales contenidos en la regla 17.1, 
especialmente en los incisos a y c, deben considerarse principalmen-
te como directrices prácticas para establecer un punto de partida 
común; si las autoridades pertinentes actúan en consonancia con 
ellas (véase también la regla 5), podrán hacer una importante con-
tribución a la protección de los derechos fundamentales de los me-
nores delincuentes, especialmente los derechos fundamentales a la 
educación y al desarrollo de la personalidad.

El inciso b de la regla 17.1 significa que los enfoques estrictamente 
punitivos no son adecuados. Si bien en los casos de adultos, y po-
siblemente también en los casos de delitos graves cometidos por 
menores, tenga todavía cierta justificación la idea de justo merecido 
y de sanciones retributivas, en los casos de menores siempre tendrá 
más peso el interés por garantizar el bienestar y el futuro del joven.

De conformidad con la resolución 8 del Sexto Congreso de las Na-
ciones Unidas, dicho inciso alienta el uso, en la mayor medida po-
sible, de medidas sustitutorias de la reclusión en establecimientos 
penitenciarios teniendo presente el imperativo de responder a las 
necesidades concretas de los jóvenes. Debe, pues, hacerse pleno uso 
de toda la gama de sanciones sustitutorias existentes, y deben es-
tablecerse otras nuevas sanciones, sin perder de vista la seguridad 
pública. Habría de hacerse uso de la libertad vigilada en la mayor 
medida posible, mediante la suspensión de condenas, condenas con-
dicionales, órdenes de las juntas y otras resoluciones.

El inciso c de la regla 17.1 corresponde a uno de los principios recto-
res contenidos en la resolución 4 del Sexto Congreso, que propugna 
evitar el encarcelamiento en casos de menores salvo que no haya 
otra respuesta adecuada para proteger la seguridad pública.

La disposición que prohíbe la pena capital, contenida en la regla 
17.2, está en consonancia con el párrafo 5 del artículo 6 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

La disposición por la que se prohíbe el castigo corporal (regla 17.3) 
está en consonancia con el artículo 7 del Pacto Internacional de De-
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rechos Civiles y Políticos y con la Declaración sobre la Protección de 
Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, así como la Convención contra la Tor-
tura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y el 
proyecto de convención sobre los derechos del niño.

La facultad de suspender el proceso en cualquier momento (regla 
17.4) es una característica inherente al tratamiento dado a los me-
nores frente al dado a los adultos. En cualquier momento pueden 
llegar a conocimiento de la autoridad competente circunstancias 
que parezcan aconsejar la suspensión definitiva del proceso.

18. Pluralidad de medidas resolutorias 

18.1 Para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de lo posible 
el confinamiento en establecimientos penitenciarios, la autoridad 
competente podrá adoptar una amplia diversidad de decisiones. En-
tre tales decisiones, algunas de las cuales pueden aplicarse simultá-
neamente, figuran las siguientes:

1.	 Ordenes en materia de atención, orientación y supervisión;

2.	 Libertad vigilada;

3.	 Ordenes de prestación de servicios a la comunidad;

4.	 Sanciones económicas, indemnizaciones y devoluciones;

5.	 Ordenes de tratamiento intermedio y otras formas de trata-
miento;

6.	 Ordenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo 
y en actividades análogas;

7.	 Ordenes relativas a hogares de guarda, comunidades de vida 
u otros establecimientos educativos;

8.	 Otras órdenes pertinentes.

18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o parcialmente, a la 
supervisión de sus padres, a no ser que las circunstancias de su caso 
lo hagan necesario.
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Comentario 

La regla 18.1 constituye un intento de enumerar algunas de las res-
puestas y sanciones importantes a que se ha recurrido hasta la fecha 
y cuyos buenos resultados han podido comprobarse en diferentes 
sistemas jurídicos. En general, constituyen opciones prometedoras 
que convendría difundir y perfeccionar. 

La regla no alude a las necesidades de personal, dado que en algu-
nas regiones es previsible escasez de personal idóneo; en esas regio-
nes pueden experimentarse o elaborarse medidas cuya aplicación 
exija menos personal.

Los ejemplos citados en la regla. 18.1 tienen en común, ante todo, el 
hecho de que se basan en la comunidad y apelan a su participación 
para la aplicación efectiva de resoluciones alternativas. Las correc-
ciones aplicadas en la comunidad son una medida tradicional que 
asume en la actualidad múltiples facetas. Por ello debería alentarse 
a las autoridades pertinentes a que prestaran servicios de base co-
munitaria.

La regla 18.2 hace referencia a la importancia de la familia que, de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 10 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, es «el elemento na-
tural y fundamental de la sociedad». Dentro de la familia, los padres 
tienen, no sólo el derecho, sino también la responsabilidad de aten-
der y supervisar a sus hijos. Por consiguiente, la regla 18.2 establece 
que la separación de los hijos respecto de sus padres sea una medida 
aplicada como último recurso. Sólo puede recurrirse a ella cuando 
los hechos que constituyen el caso exigen claramente la adopción de 
esta grave medida (por ejemplo, el abuso de menores).

19. 	 Carácter excepcional del confinamiento en 
establecimientos penitenciarios.

19.1 El confinamiento de menores en establecimientos penitencia-
rios se utilizará en todo momento como último recurso y por el más 
breve plazo posible.

Comentario 

Los criminólogos más avanzados abogan por el tratamiento fuera de 
establecimientos penitenciarios. Las diferencias encontradas en el 
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grado de eficacia del confinamiento en establecimientos penitencia-
rios comparado con las medidas que excluyen dicho confinamien-
to son pequeñas o inexistentes. Es evidente que las múltiples in-
fluencias negativas que todo ambiente penitenciario parece ejercer 
inevitablemente sobre el individuo no pueden neutralizarse con un 
mayor cuidado en el tratamiento. Sucede así sobre todo en el caso 
de los menores, que son especialmente vulnerables a las influencias 
negativas; es más, debido a la temprana etapa de desarrollo en que 
éstos se encuentran, no cabe duda de que tanto la pérdida de la 
libertad como el estar aislados de su contexto social habitual agudi-
zan los efectos negativos.

La regla 19 pretende restringir el confinamiento en establecimien-
tos penitenciarios en dos aspectos: en cantidad («último recurso») 
y en tiempo («el más breve plazo posible»). La regla 19 recoge uno 
de los principios rectores básicos de la resolución 4 del Sexto Con-
greso de las Naciones Unidas: un menor delincuente no puede ser 
encarcelado salvo que no exista otra respuesta adecuada. La regla, 
por consiguiente, proclama el principio de que, si un menor debe 
ser confinado en un establecimiento penitenciario, la pérdida de la 
libertad debe limitarse al menor grado posible, a la vez que se hacen 
arreglos institucionales especiales para su confinamiento sin perder 
de vista las diferencias entre los distintos tipos de delincuentes, de-
litos y establecimientos penitenciarios. En definitiva, deben consi-
derarse preferibles los establecimientos «abiertos» a los «cerrados». 
Por otra parte, cualquier instalación debe ser de tipo correccional o 
educativo antes que carcelario.

20.	 Prevención de demoras innecesarias 

20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo de manera 
expedita y sin demoras innecesarias.

Comentario 

La rapidez en la tramitación de los casos de menores es de funda-
mental importancia. De no ser así, peligrarían cualesquiera efectos 
positivos que el procedimiento y la resolución pudieran acarrear. 
Con el transcurso del tiempo, el menor tendrá dificultades intelec-
tuales y sicológicas cada vez mayores, por no decir insuperables, 
para establecer una relación entre el procedimiento y la resolución, 
por una parte, y el delito, por otra.
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21.	 Registros 

21.1 Los registros de menores delincuentes serán de carácter es-
trictamente confidencial y no podrán ser consultados por terceros. 
Sólo tendrán acceso a dichos archivos las personas que participen 
directamente en la tramitación de un caso en curso, así como otras 
personas debidamente autorizadas.

21.2 Los registros de menores delincuentes no se utilizarán en pro-
cesos de adultos relativos a casos subsiguientes en los que esté im-
plicado el mismo delincuente.

Comentario

La regla trata de ser una transacción entre intereses contrapuestos 
en materia de registros y expedientes: los de los servicios de policía, 
el Ministerio fiscal y otras autoridades por aumentar la vigilancia, 
y los intereses del delincuente. (Véase también la regla 8.) La ex-
presión «otras personas debidamente autorizadas» suele aplicarse, 
entre otros, a los investigadores.

22. 	 Necesidad de personal especializado y capacitado 

22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la com-
petencia profesional necesaria a todo el personal que se ocupa de 
casos de menores, se impartirá enseñanza profesional, cursos de ca-
pacitación durante el servicio y cursos de repaso, y se emplearán 
otros sistemas adecuados de instrucción.

22.2 El personal encargado de administrar la justicia de menores 
responderá a las diversas características de los menores que entran 
en contacto con dicho sistema. Se procurará garantizar una repre-
sentación equitativa de mujeres y de minorías en los organismos de 
justicia de menores.

Comentario 

Las personas competentes para conocer en estos casos pueden tener 
orígenes muy diversos (jueces municipales en el Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte y en las regiones en que ha tenido 
influencia el sistema jurídico de ese país; jueces con formación ju-
rídica en los países que siguen el derecho romano y en las regiones 
de su influencia; personas con formación jurídica o sin ella designa-
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das por elección o por nombramiento administrativo, miembros de 
juntas de la comunidad, etc., en otras regiones). Es indispensable 
que todas estas personas tengan siquiera una formación mínima en 
materia de derecho, sociología, sicología, criminología y ciencias del 
comportamiento. Esta es una cuestión a la que se atribuye tanta im-
portancia como a la especialización orgánica y a la independencia 
de la autoridad competente.

Tratándose de trabajadores sociales y de agentes de libertad vigila-
da, tal vez no sea viable la exigencia de especialización profesional 
como requisito previo para el desempeño de funciones en el ámbito 
de la delincuencia juvenil. De modo que la titulación mínima podrá 
obtenerse mediante la instrucción profesional en el empleo.

Las titulaciones profesionales constituyen un elemento fundamental 
para garantizar la administración imparcial y eficaz de la justicia 
de menores. Por consiguiente, es necesario mejorar los sistemas de 
contratación, ascenso y capacitación profesional del personal y do-
tarlo de los medios necesarios para el desempeño correcto de sus 
funciones.

Para lograr la imparcialidad de la administración de la justicia de 
menores debe evitarse todo género de discriminación por razones 
políticas, sociales, sexuales, raciales, religiosas, culturales o de otra 
índole en la selección, contratación y ascenso del personal encarga-
do de la justicia de menores. Así lo recomendó el Sexto Congreso. 
Por otra parte, el Sexto Congreso hizo un llamamiento a los Estados 
Miembros para que garantizaran el tratamiento justo y equitativo de 
las mujeres como miembros del personal encargado de administrar 
la justicia penal y recomendó que se adoptaran medidas especiales 
para contratar, dar capacitación y facilitar el ascenso de personal 
femenino en la administración de la justicia de menores.

CUARTA PARTE

TRATAMIENTO FUERA DE LOS 
ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS

23.	 Ejecución efectiva de la resolución 

23.1 Se adoptarán disposiciones adecuadas para la ejecución de las 
órdenes que dicte la autoridad competente, y que se mencionan en 
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la regla 14.1, por esa misma autoridad o por otra distinta si las cir-
cunstancias así lo exigen.

23.2 Dichas disposiciones incluirán la facultad otorgada a la auto-
ridad competente para modificar dichas órdenes periódicamente 
según estime pertinente, a condición de que la modificación se efec-
túe en consonancia con los principios enunciados en las presentes 
Reglas.

Comentario 

En los casos de menores, más que en los de adultos, las resoluciones 
tienden a influir en la vida del menor durante largos períodos de 
tiempo. De ahí la importancia de que la autoridad competente o 
un órgano independiente (junta de libertad bajo palabra, autoridad 
encargada de supervisar la libertad vigilada, institución de bienestar 
juvenil u otras autoridades) con calificaciones iguales a las de la au-
toridad competente que conoció del caso originalmente, supervisen 
la ejecución de la sentencia. La creación del cargo de juez de la eje-
cución de penas en algunos países obedece a este propósito.

La composición, los poderes y las funciones de la autoridad deben 
ser flexibles; en la regla 23 se describen en general con objeto de 
facilitar su amplia aceptación.

24.	 Prestación de asistencia 

24.1 Se procurará proporcionar a los menores, en todas las etapas 
del procedimiento, asistencia en materia de alojamiento, enseñan-
za o capacitación profesional, empleo o cualquiera otra forma de 
asistencia, útil y práctica, para facilitar el proceso de rehabilitación.

Comentario 

La consideración fundamental es la promoción del bienestar del me-
nor. Por tanto, la regla 24 subraya la importancia de facilitar instala-
ciones, servicios y otra asistencia necesaria que redunde en los me-
jores intereses del menor durante todo el proceso de rehabilitación.

25.	 Movilización de voluntarios 
y otros servicios de carácter comunitario 

25.1 Se recurrirá a los voluntarios, a las organizaciones de volunta-
rios, a las instituciones locales y a otros recursos de la comunidad 
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para que contribuyan eficazmente a la rehabilitación del menor en 
un ambiente comunitario y, en la forma en que ésta sea posible, en 
el seno de la unidad familiar.

Comentario 

Esta regla refleja la necesidad de que todas las actividades relacio-
nadas con los delincuentes menores estén orientadas a la rehabilita-
ción. La cooperación de la comunidad es indispensable para seguir 
eficazmente las directrices de la autoridad competente. Los volunta-
rios y los servicios de carácter voluntario, en particular, resultan una 
fuente de actividades útiles, en gran medida no utilizada actualmen-
te. En algunos casos, la cooperación de antiguos delincuentes (in-
cluidos antiguos toxicómanos) puede ser extremadamente valiosa. 
La regla 25 deriva de los principios estipulados en las reglas 1.1 a 
1.6 y sigue las disposiciones pertinentes del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos.

QUINTA PARTE

TRATAMIENTO EN ESTABLECIMIENTOS 
PENITENCIARIOS

26.	 Objetivos del tratamiento en 
establecimientos penitenciarios 

26.1 La capacitación y el tratamiento de menores confinados en es-
tablecimientos penitenciarios tienen por objeto garantizar su cuida-
do y protección, así como su educación y formación profesional para 
permitirles que desempeñen un papel constructivo y productivo en 
la sociedad.

26.2 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios 
recibirán los cuidados, la protección y toda la asistencia necesaria 
-social, educacional, profesional, sicológica, médica y física- que 
puedan requerir debido a su edad, sexo y personalidad y en interés 
de su desarrollo sano.

26.3 Los menores confinados en establecimientos penitencia-
rios se mantendrán separados de los adultos y estarán detenidos 
en un establecimiento separado o en una parte separada de un 
establecimiento en el que también estén encarcelados adultos. 
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26.4 La delincuente joven confinada en un establecimiento merece 
especial atención en lo que atañe a sus necesidades y problemas 
personales. En ningún caso recibirá menos cuidados, protección, 
asistencia, tratamiento y capacitación que el delincuente joven. Se 
garantizará su tratamiento equitativo.

26.5 En el interés y bienestar del menor confinado en un estableci-
miento penitenciario, tendrán derecho de acceso los padres o tuto-
res.

26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministerios y los depar-
tamentos para dar formación académica o, según proceda, profesio-
nal adecuada al menor que se encuentre confinado en un estableci-
miento penitenciario a fin de garantizar que al salir no se encuentre 
en desventaja en el plano de la educación.

Comentario 

Los objetivos del tratamiento en establecimientos, tal como se enun-
cian en las reglas 26.1 y 26.2, serían aceptables para cualquier sis-
tema o cultura. No obstante, dichos objetivos no se han alcanzado 
en todos los lugares y aún queda mucho por hacer en este sentido.

La asistencia médica y sicológica, en particular, es extremadamente 
importante para los toxicómanos confinados en establecimientos, y 
para los jóvenes violentos y enfermos mentales.

Evitar las influencias negativas ejercidas por delincuentes adultos y 
proteger el bienestar del menor en un ambiente penitenciario, como 
se estipula en la regla 26.3, está en armonía con los principios rec-
tores básicos de las Reglas establecidos por el Sexto Congreso en su 
resolución 4. Esta regla no impedirá a los Estados tomar otras me-
didas contra la influencia negativa de los delincuentes adultos que 
sean al menos tan eficaces como las mencionadas en la regla. (Véase 
también la regla 13.4).

La regla 26.4 obedece a que las delincuentes suelen recibir menos 
atención que los delincuentes, como indicó el Sexto Congreso. En 
particular, la resolución 9 del Sexto Congreso pide que se dé un tra-
tamiento equitativo a la delincuente en todas las etapas del proceso 
de justicia penal y que se preste especial atención a sus problemas y 
necesidades particulares mientras esté confinada. Además, esta re-
gla debería también considerarse teniendo en cuenta la Declaración 
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de Caracas del Sexto Congreso que, entre otras cosas, pide un trata-
miento igual en la administración de justicia penal, y la Declaración 
sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer y la Con-
vención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer.

El derecho de acceso (regla 26.5) dimana de las disposiciones de 
las reglas 7.1, 10.1, 15.2 y 18.2. La cooperación entre ministerios y 
entre departamentos (regla 26.6) es de particular importancia para 
mejorar en términos generales la calidad del tratamiento y la capa-
citación en los establecimientos penitenciarios.

27.	 Aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de 
los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas. 

27.1 En principio, las Reglas mínimas para el tratamiento de los re-
clusos y las recomendaciones conexas serán aplicables en la medida 
pertinente al tratamiento de los menores delincuentes en estableci-
mientos penitenciarios, inclusive los que estén en prisión preventiva.

27.2 Con objeto de satisfacer las diversas necesidades del menor 
específicas a su edad, sexo y personalidad, se procurará aplicar los 
principios pertinentes de las mencionadas Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos en toda la medida de lo posible.

Comentario 

Las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos figuran entre 
los primeros instrumentos de ese tipo promulgados por las Nacio-
nes Unidas. En general se reconoce que dichas Reglas han tenido 
consecuencias a escala mundial. Pese a que hay países en los que 
su aplicación es más una aspiración que una realidad, esas Reglas 
siguen ejerciendo una importante influencia en la administración 
humanitaria y equitativa de los establecimientos correccionales.

Algunos principios fundamentales relativos a los menores delin-
cuentes en establecimientos penitenciarios están recogidos ya en las 
Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (cuartos desti-
nados al alojamiento, características arquitectónicas de los locales, 
camas, ropas, quejas y peticiones, contactos con el mundo exterior, 
alimentación, atención médica, servicios religiosos, separación por 
edades, personal, trabajo, etc.), así como los relativos a las medidas 
punitivas, disciplinarias y de coerción aplicables a los delincuentes 
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peligrosos. Sería inoportuno modificar dichas Reglas mínimas en 
función de las características especiales que han de tener los esta-
blecimientos penitenciarios de menores dentro del ámbito de las 
presentes Reglas mínimas para la administración de la justicia de 
menores.

La regla 27 se centra en los requisitos necesarios aplicables a un 
menor confinado en un establecimiento penitenciario (regla 27.1), 
así como en las diversas necesidades específicas a su edad, sexo y 
personalidad (regla 27.2). Por consiguiente, los objetivos y el conte-
nido de la regla están relacionados con las disposiciones pertinentes 
de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos.

28.	 Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional 

28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor medida posible a 
la libertad condicional y la concederá tan pronto como sea posible.

28.2 Los menores en libertad condicional recibirán asistencia del 
correspondiente funcionario a cuya supervisión estarán sujetos, y el 
pleno apoyo de la comunidad.

Comentario 

La facultad para conceder la libertad condicional puede conferirse 
a la autoridad que se menciona en la regla 14.1 o a una autoridad 
distinta. De ahí que en el presente caso proceda hablar de «corres-
pondiente» y no de autoridad «competente».

Cuando las circunstancias lo permitan, se deberá optar por conceder 
la libertad condicional en lugar de dejar que el menor cumpla toda 
la pena. Cuando se tengan pruebas de un progreso satisfactorio ha-
cia la rehabilitación, siempre que sea posible podrá concederse la 
libertad condicional, incluso a delincuentes que se consideraron pe-
ligrosos en el momento de su confinamiento en un establecimiento 
penitenciario. Al igual que la libertad vigilada, la libertad condicio-
nal podrá supeditarse al cumplimiento satisfactorio de los requisitos 
especificados por las autoridades pertinentes durante un período 
de tiempo estipulado en la orden, por ejemplo, el relativo al «buen 
comportamiento» del delincuente, la participación en programas 
comunitarios, su residencia en establecimientos de transición, etc.
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Cuando se conceda la libertad condicional a un delincuente se de-
berá designar a un agente de libertad vigilada o a otro funcionario 
para que supervise su comportamiento y le preste asistencia (en par-
ticular si aún no se ha implantado el régimen de libertad vigilada), 
y estimular el apoyo de la comunidad.

29.	 Sistemas intermedios 

29.1 Se procurará establecer sistemas intermedios como estableci-
mientos de transición, hogares educativos, centros de capacitación 
diurnos y otros sistemas pertinentes que puedan facilitar la adecua-
da reintegración de los menores a la sociedad.

Comentario 

No hace falta subrayar la importancia de la asistencia postcarcela-
ria. La presente regla hace hincapié en la necesidad de establecer 
una red de mecanismos intermedios.

Esta regla recalca también la necesidad de una gama de instala-
ciones y servicios destinados a satisfacer las necesidades del joven 
delincuente que vuelve a la comunidad y a facilitar asesoramiento 
y apoyo estructural como un paso importante hacia la buena reinte-
gración en la sociedad.

SEXTA PARTE

INVESTIGACIÓN, PLANIFICACIÓN Y FORMULACIÓN 
Y EVALUACIÓN DE POLÍTICAS

30.	 La investigación como base de la planificación 
y de la formulación y la evaluación de políticas 

30.1 Se procurará organizar y fomentar las investigaciones necesa-
rias como base para una planificación y una formulación de políticas 
que sean efectivas.

30.2 Se procurará revisar y evaluar periódicamente las tendencias, 
los problemas y las causas de la delincuencia y criminalidad de me-
nores, así como las diversas necesidades particulares del menor en 
custodia.
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30.3 Se procurará establecer con carácter regular un mecanismo 
de evaluación e investigación en el sistema de administración de 
justicia de menores y recopilar y analizar los datos y la información 
pertinentes con miras a la debida evaluación y perfeccionamiento 
ulterior de dicho sistema

30.4 La prestación de servicios en la administración de justicia de 
menores se preparará y ejecutará de modo sistemático como parte 
integrante de los esfuerzos de desarrollo nacional.

Comentario 

La utilización de la investigación como base de una política racional 
de justicia de menores se ha reconocido ampliamente que consti-
tuye un importante mecanismo para lograr que las medidas prác-
ticas tengan en cuenta la evolución y el mejoramiento continuos 
del sistema de justicia de menores. En la esfera de la delincuen-
cia de menores es especialmente importante la influencia recípro-
ca entre la investigación y las políticas. Debido a los cambios rá-
pidos y a menudo espectaculares del estilo de vida de la juventud 
y de las formas y dimensiones de la criminalidad de menores, la 
respuesta de la sociedad y la justicia a la criminalidad y a la de-
lincuencia de menores pronto quedan anticuadas e inadecuadas. 
Por consiguiente, la regla 30 establece criterios para integrar la in-
vestigación en el proceso de formulación y aplicación de políticas 
en la administración de justicia de menores. La regla subraya en 
particular la necesidad de una revisión y evaluación regulares de los 
actuales programas y medidas y de una planificación en el contexto 
más amplio de los objetivos globales de desarrollo.

La evaluación constante de las necesidades del menor, así como 
de las tendencias y problemas de la delincuencia, es un requisito 
previo para perfeccionar los métodos de formulación de políticas 
adecuadas y establecer intervenciones apropiadas estructuradas y 
no estructuradas. En este contexto, la investigación por personas 
y órganos independientes debería recibir el respaldo de agencias 
competentes, y para ello podrá ser útil recabar y tener en cuenta 
las opiniones del propio menor, no sólo de aquellos que están en 
contacto con el sistema.

El proceso de planificación debe subrayar en particular un sistema 
más eficaz y equitativo de suministro de los servicios necesarios. 
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Para ello debería efectuarse una evaluación detallada y regular de 
la amplia gama de necesidades y problemas particulares del menor 
y una determinación precisa de las prioridades. A este respecto, de-
bería también coordinarse el empleo de los recursos existentes, en 
particular las medidas sustitutorias y el apoyo de la comunidad que 
servirían para elaborar determinados procedimientos encaminados 
a aplicar y supervisar los programas establecidos.
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